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ACTA N” 60 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2016 


Correspondiente a la reunión del día 20 de julio de 2017 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 42) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al ministro Interino de 
Economía y Finanzas, contador Pablo Ferreri; al señor Fernando Estévez, adscripto al ministro; a la 
contadora Titina Batista, directora General de Secretaría; a la contadora Laura Tabárez, contadora General de 
la Nación; a la contadora Elena Berrosteguieta; al doctor Álvaro Romano, subdirector de la Dirección 
General Impositiva; al doctor Fernando Serra, director de la Asesoría Tributaria; a la economista Silvina 
Panizza, directora de la Unidad de Participación Público Privada; al profesor Pedro Apezteguía, director de 
Descentralización e Inversión Pública de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; al licenciado sociólogo 
Joaquín Serra, director General de Rentas; al señor Luis Gama, director Nacional de Loterías y Quinielas; al 
economista Andrés Masoller, responsable de la Asesoría Macroeconómica y Financiera; al economista 
Michael Borchardt, responsable de la Unidad de Presupuesto Nacional; a la contadora María del Carmen 
Rua, auditora Interna de la Nación; al economista Gabriel Papa, asesor; a la señora Natalia Acosta, de la 
Asesoría Tributaria; al doctor Marcos Álvarez, asesor legal; al señor José Ibarburu, asesor; al licenciado 
Alejandro Zavala, asesor, y a la doctora Malena Díaz, asesora. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es un placer para nosotros estar aquí 
para aclarar dudas y comentar una serie de artículos incluidos en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


Vamos a comenzar con los artículos 1* y 2* de la Sección l, que son generales y establecen la aprobación de 
la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. En ese sentido, solicito que haga uso de la 
palabra la Contadora General de la Nación, Laura Tabárez. 


SEÑORA TABÁREZ (Laura).- El primer artículo solicita la aprobación de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al ejercicio 2016, que resulta deficitario en 

$ 77.194.000.000 correspondientes a la ejecución presupuestaria y superavitario en $ 4.925.000.000, que 
tienen que ver con operaciones extrapresupuestarias. 


Por otro lado, el artículo 2” establece la vigencia de la ley, que es el 1* de enero de 2018, a excepción de los 
artículos que tienen una vigencia particular. Asimismo, establece que los créditos presupuestales, tanto de 
sueldos como de gastos e inversiones, están expresados a valores de 1” de enero de 2017. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Siempre me cuesta entender la presentación de lo deficitario y lo superavitario 
en las operaciones extrapresupuestales. 


¿Es correcto decir que llega al Parlamento la solicitud de aprobación de la Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal correspondiente al ejercicio 2016, con un déficit de algo así como 

US$ 2.500.000.000? ¿Es correcto decir eso? ¿Es lo que está expresado acá? ¿Debo restarle a los 

$ 77.194.000.000 los casi $ 5.000.000.000 superavitarios, lo cual al tipo de cambio que se expresa, me da 
aproximadamente US$ 2.500.000.000 de déficit? ¿Ese fue el resultado de la Rendición de Cuentas anterior? 
¿Le faltaron US$ 2.500.000.000 al ejercicio presupuestal pasado? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- De la lectura literal -valga la 
redundancia- del artículo, lo que deviene es lo que el diputado Gandini acaba de decir. No obstante, es 
importante tener en cuenta que dentro del déficit que se establece, hay una operación realizada en enero de 
2016 que fue la capitalización de Ancap por más de US$ 600.000.000. Por lo tanto, cuando se habla de un 
resultado deficitario, se incluyen los más de US$ 600.000.000 correspondientes a la capitalización de Ancap. 
Digo esto porque me parece que es una cifra muy importante a tener en cuenta para lo que quiere establecer 
el diputado Gandini con respecto a déficit, superávit y el saldo neto de las cuentas del Estado. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Cuando compareció la Oficina Nacional del Servicio Civil y explicó el Capítulo 
"Funcionarios", dijo que el artículo 13 no lo había incluido la Oficina Nacional del Servicio Civil porque no 
corresponde a funcionarios, sino el Ministerio de Economía y Finanzas, y parece que es así. 


La Comisión de Hacienda está tratando este mismo tema, y esperábamos que el Ministerio de Economía y 
Finanzas explicara -ahora o después- este artículo. No tenemos por qué seguir el orden numérico de los 
artículos, y puede explicarse después, pero teníamos la enorme expectativa de considerarlo hoy, por 
indicación de la Oficina Nacional del Servicio Civil 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como entendemos que es bueno 
conservar el orden en todos los aspectos de la vida, en este caso también vamos a comentar primero el 
artículo 13 y luego el 14. 


SEÑOR BORCHARDT (Michael).- El artículo 13 fue incorporado a propuesta del Ministerio del Interior, lo 
que queda relativamente claro en la explicación del artículo. 


Este artículo incorpora al Fondo de Tutela Social del Ministerio del Interior, en el literal A), de los 
descuentos, el orden de prelación. 


Por tanto, entendemos que el Ministerio de Economía y Finanzas no es el que está en mejores condiciones de 
explicar este artículo, aunque se puede aclarar el origen del artículo y su motivación, que a mi entender queda 
clara en la fundamentación. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En realidad, nosotros también pensábamos, de acuerdo con lo que fue dicho, que 
este artículo lo había presentado el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Sin embargo, lo que sí queremos cuestionar al Ministerio de Economía y Finanzas es la ubicación de estos 
créditos del Fondo de Tutela Social, porque si se trata de créditos, es decir, préstamos otorgados por el Fondo 
de Tutela Social, deberían ser tratados con el mismo criterio que otros créditos previstos en el artículo, es 
decir, no debería figurar en el primer literal -"haciéndolo equivalente a las retenciones por concepto del 
servicio de garantía de alquileres"-, sino en otro literal, por ejemplo, el C) que refiere a las cuotas 
correspondientes a créditos otorgados por el Banco de la República. 


Digo esto no para que se conteste ahora, sino por lo menos para que se reflexione al respecto, porque me 
parece que la ubicación desde el punto de vista de la prevalencia no es la que se plantea en el artículo. 


SEÑOR BORCHARDT (Michael).- El artículo 14 procura actualizar la normativa en tanto plantea que el 
cien por cien de lo producido de la venta de inmuebles sea para inversiones de los Incisos. 


La normativa vigente establece que el 95% es para inversiones de los Incisos o para cancelar deudas 
flotantes, que era el resabio de las deudas que había en ese momento y ahora no hay. 


Por lo tanto, simplemente se trata de actualizar una normativa que había quedado obsoleta y, a su vez, 
incentivar a los organismos para vender inmuebles. Es decir, se elimina el 5% de aportes a rentas generales 
-varios organismos estaban exceptuados de esa norma- y se establece como norma general que el cien por 
cien se destina a inversiones de los Incisos. 


Voy a saltear el artículo 15. 


El artículo 16 fue presentado por el Ministerio de Industria, Energía y Minería y plantea una clarificación 
normativa. Refiere a los esfuerzos de las inversiones para eficiencia energética. 


En 2011 se estableció un mecanismo por el que los Incisos o unidades ejecutoras podían contratar empresas 
de eficiencia energética, cuyo costo se repagaría con los ahorros generados en suministros. En la normativa 
vigente no está claro qué pasa con los ahorros permanentes después de concluido el contrato que dura dos o 
tres años con la empresa que realiza la inversión de eficiencia energética. 


En ese sentido, el artículo plantea que esos ahorros vuelvan a los Incisos, con lo cual se genera un mayor 
estímulo para que cada organismo o unidad ejecutora encare esfuerzos de eficiencia energética sabiendo que 
a la larga tendrá un ahorro o mayor crédito permanente como resultado de su opción. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 15 tiene que ver, al contrario 
de muchas cosas que hemos escuchado en estos días, con garantizar el pago del Estado de las obligaciones 
que le devienen por contratos, sentencias, etcétera. 


Obviamente, con la voluntad absoluta y firme de cumplir con los compromisos que tenga que asumir el 
Estado -devengados de un Estado de derecho-, esto debe acompañarse de la sustentabilidad de las cuentas 
públicas. Y esta tiene que ver con el hecho de afrontar estos gastos de acuerdo con las posibilidades fiscales, 
es decir con asegurar el pago asegurando los recursos mediante una correlación entre el cumplimiento de las 
obligaciones y las posibilidades fiscales por parte del Estado. Esto lo único que pretende es dotar de 
previsibilidad y sustentabilidad al devenir de las cuentas públicas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Tal cual se expone este tema surge la pregunta relativa a por qué se incluye este 
artículo aquí. Si es para dar sustento al pago de esas obligaciones, la pregunta es: ¿cómo se hacía hasta 
ahora? ¿No se pagaba? ¿No hay un rubro que se llama "refuerzo de rubros" que contiene un volumen 
importante de recursos disponibles y autorizados para que Economía refuerce los rubros de los organismos 
cuando tienen situaciones no previstas como, por ejemplo, atender una sentencia judicial y hasta ahora se 
hacía a través de este método y aquí lo que se pone es un límite porque se hace una atribución al organismo? 
Si sus obligaciones de inversiones o de gastos de funcionamiento no afectan el servicio que debe prestar 
entonces puede pagar, pero si no, no tiene esa obligación y se lo exime de cumplir con los plazos legales de 
cumplimiento. Por tanto, reitero mi pregunta: ¿cómo se hizo esto hasta ahora? ¿Se cumplía afectando los 
servicios o había un refuerzo de rubros? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Además de lo dicho por el diputado Gandini, me parece que esta norma 
está estableciendo situaciones diferentes entre la Administración y los particulares. A estos últimos se les 
exige el cumplimiento en el plazo establecido por las sentencias, pero en cuanto a la Administración se está 
estableciendo una norma diferente. A mi juicio, esto puede provocar algún tipo de inconstitucionalidad. Por 
esa razón, también quisiera preguntar al equipo económico si no entiende que aquí podría haber una 
inconstitucionalidad. 


Pido disculpas a la Comisión por haber llegado tarde, pero se me ha dicho que se mencionó que en el déficit 
obrante en el artículo 1* se incluye la capitalización que el Gobierno hizo a Ancap, lo que parecería correcto. 
De todos modos, quiero dejar constancia de que el déficit que arrojaría el artículo 1% no es de 3,9 como dice 
el Gobierno sino mayor; por lo menos es de 4,6. Quería dejar esa constancia porque me parece que los 
números hablan por sí solos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera hacer dos comentarios referidos 
al artículo 15, a raíz de lo expresado por los diputados Gandini y Rodríguez, y luego el economista Masoller 
podría responder el comentario del diputado Rodríguez con respecto a la constancia que dejó acerca de un 
tema que ya consideramos al inicio de esta jornada. 


Con respecto al artículo 15, debemos decir que cuando se generan sentencias contra el Estado no se pagan a 
través de refuerzo de rubros sino de habilitaciones de créditos. Más allá de eso, en este caso, la intención es 
continuar honrando las tradiciones del Uruguay en cuanto al cumplimiento de los deberes del Estado. De esto 
nos enorgullecemos todos los uruguayos y queremos dejar constancia de que la intención del Poder Ejecutivo 
es continuar honrando esas tradiciones. Ahora bien: todos sabemos que en el devenir de los últimos años en 
muchos casos ha habido una proliferación de juicios y reclamos no solo a nivel doméstico -como podemos 
ver que ocurre en la realidad de muchos países- sino también a nivel internacional producto de un mundo 
cada vez más globalizado. Esos juicios que pueden derivar en sentencias están tomando -no solo en el caso 
de Uruguay sino a nivel internacional- otro volumen o dimensión con respecto a los que tenían en el pasado. 
Por lo tanto, Uruguay nunca dejó de pagar sus compromisos y lo que estamos planteando es que continúe 


respetando esa tradición que tanto enorgullece a los uruguayos. Aquí nadie está planteando dejar de pagar 
sino que, por el contrario, lo que estamos pretendiendo es que Uruguay cumpla sus compromisos, pero que 
eso vaya de la mano de la sustentabilidad de las cuentas públicas y la previsibilidad que las finanzas siempre 
deben tener. 


SEÑOR MASOLLER (Andrés).- La discusión con respecto al nivel del déficit ya la hemos tenido en la 
primera comparecencia que tuvo el Ministerio ante la Comisión. Es importante reafirmar algunos de los 
conceptos que se marcaron en esa instancia. El déficit fiscal fue de 3,9 al cierre del ejercicio 2016. La 
capitalización de Ancap es una operación intrasector público entre el Gobierno central y en este caso Ancap. 
Ambos organismos están dentro de lo que es la cobertura fiscal y, por lo tanto, no afectan el resultado global 
del sector público que sigue siendo de 3,9. Sí hay una diferencia entre el déficit del Gobierno central 
devengado, que es el que está presentado en el artículo 1* de esta rendición de cuentas, respecto del déficit 
caja que es el que publica el Ministerio de Economía y Finanzas y en base al que se calculan las metas 
fiscales y se hace el seguimiento fiscal. Por lo tanto, no hay ninguna inconsistencia estadística; simplemente 
se trata de diferentes criterios de contabilidad pública, uno en base devengado y el otro en base caja. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Entonces, quisiera hacer una pregunta puntual porque, en definitiva, lo 
que dijo Standard £ Poor's un mes antes de que viniera aquí el equipo económico, en cuanto a que 
verdaderamente el déficit sería de 5,4, ¿también obedece a criterios diferentes de medición? 


SEÑOR MASOLLER (Andrés).- En general, las calificadoras de riesgo miran solamente el resultado del 
Gobierno central. Esa es una de las discusiones que estamos teniendo continuamente con ellas porque 
nosotros entendemos que la forma de ver la sostenibilidad de las cuentas públicas es sobre el resultado global 
del sector público consolidado. Por lo tanto, cuando Standard £ Poor's presenta un número se refiere al 
Gobierno central y eso hace que se genere una inconsistencia con respecto a las cifras que plantea el 
Gobierno. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Agradecemos mucho el comentario 
relativo a las calificadoras de crédito porque tiene mucho que ver con la previsibilidad y sustentabilidad que 
busca el Gobierno a través de todas sus expresiones presupuestales y económicas dado que si observamos las 
últimas calificaciones de todas las calificadoras podemos apreciar que no solo mantienen el grado de 
calificación crediticia que otorgan a Uruguay, en un contexto en el que varios países de la región la han visto 
empeorada, sino que en algunos casos incluso la mejoran. No solo la calificadora a la que hizo referencia el 
diputado Rodríguez sino otras, como es el caso de Moody's -muy recientemente-, reitero que en un contexto 
y en una región en la que empeoran las calificaciones crediticias de los países vecinos y de la región, 
consideran que Uruguay no solo la mantiene sino que la mejora. Esto es algo que queremos preservar siendo 
muy prudentes en las presentaciones presupuestales, como dije anteriormente. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Hemos analizado este artículo 15 y entendemos la fundamentación que ha hecho 
el Ministerio de Economía y Finanzas pero, en realidad, si consideramos determinadas situaciones, y en 
particular quiero referirme a la de los funcionarios judiciales y a sus reclamos, el resultado es absolutamente 
previsible por parte del Gobierno. Por tanto, cuando la última parte de este artículo 15, que plantea una 
modificación, expresa que: "[...] el Poder Ejecutivo quedará eximido de los plazos de cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en otras normas legales", lo que de alguna manera se está haciendo es subvirtiendo 
las obligaciones que el Gobierno ha contraído y a las que la propia justicia lo ha condenado a través de 
distintos fallos. 


Nosotros esperábamos que en esta rendición de cuentas, habida cuenta de los pronunciamientos judiciales, la 
previsión del ajuste que deben recibir los funcionarios del Poder Judicial, por lo menos hacia adelante, 
estuviera incluida. Y por esta norma el Poder Ejecutivo se reserva, justamente, la posibilidad de 
cumplimiento de esos fallos que resulten en condena para el Estado uruguayo, porque es el Poder Ejecutivo, 
a través del Gobierno central, el que provee los fondos par dar cumplimiento a esos fallos judiciales. 


En consecuencia, esta norma termina violentando la Constitución de la República, establece un régimen 
absolutamente especial para el Gobierno nacional en cuanto a poder eximirse del cumplimiento de los plazos 
legales establecidos en diversas normas en relación a lo que tiene que ver con los fallos de la justicia. 


Queremos dejar esta constancia. Entendemos cuál es la argumentación que realiza el Poder Ejecutivo, pero 
realmente no nos parece de recibo. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- La verdad es que, por encima de que esto sea constitucional, no sea 
constitucional, tenga un defecto redacción, o lo que fuere, es un pésimo mensaje al país y es un pésimo 
mensaje a las empresas. Cada vez que voy a mi pueblo, encuentro más de una con juicios laborales, 
empresariales, lo que sea, cuyo dueño fue embargado por el BPS y fue enviado a la justicia. Entonces, se está 
dando el mensaje de que el Gobierno no cumple con las exigencias que tiene de juicios en trámite, porque acá 
es muy difícil entender la explicación del señor ministro interino, cuando dice acá: "[...] salvo que ello afecte 
la atención de los servicios a su cargo. En este último caso, el Poder Ejecutivo quedará eximido de los plazos 
de cumplimiento [...]". No hay forma de explicarlo a la gente, a la población, y menos a las empresas, que se 
ven enfrentadas más de una vez a este tipo de juicios y tienen que cumplir. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Sobre este artículo coincido con lo que dijo el diputado Posada, pero yendo a la 
argumentación que dio el ministro Ferreri con relación a los juicios que puedan venir desde el exterior y de 
algunas multinacionales que están en la vuelta, tengo entendido que ante el Ciadi un artículo de la rendición 
de cuentas tiene el mismo valor que un papel de diario. O sea que esta norma no nos estaría previniendo de 
los juicios internacionales, sino que tiene una dirección muy concreta hacia la interna y, en particular, 
concretamente, hacia los judiciales. 


SEÑOR ANDÚJAR (Alfredo).- La justificación del artículo 15 nos deja cosas sueltas que queremos ver 
cómo pueden ser respondidas. 


La inequidad que va a existir entre el Estado y las personas es muy importante, porque las personas civiles no 
pueden argumentar, ante una sentencia, que tienen que equilibrar sus cuentas domésticas y que no pueden 
hacer frente a los pagos que se decretan. O sea, es una inequidad muy profunda con la persona civil. 


Pero lo más preocupante es también el grado en que afecta a la imagen del país en cuanto a la inversión 
porque las garantías comerciales se tienen que dar, y esto es parte de las garantías comerciales. A quien 
quiera venir a invertir a este país o ser contratista del Estado desde una PPP o por un emprendimiento mucho 
más importante, esto no le garantiza que si mañana existe un problema o una contravención, se pueda 
defender y llegar a cobrar -por algo ayer se anunció que Aratirí estaba por iniciarle juicio al Estado-, y eso va 
a afectar la inversión y la imagen comercial del país en el exterior. Quisiera saber qué piensa el señor 
ministro interino, si este artículo ha sido razonado a la luz de este tema. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a las apreciaciones del 
señor diputado Andújar no tenemos la misma visión. Reitero: el objetivo no es no pagar y no cumplir con los 
compromisos del Estado; el objetivo es cumplir con lo compromisos del Estado, como siempre ha hecho el 
Uruguay, lo que es un sello distintivo de este país, y a tal punto lo es que genera las calificaciones crediticias 
a las cuales se hizo referencia hace unos minutos, en medio de una región que ve deteriorar su calificación 
crediticia. No ocurre eso con el Uruguay; no solo mantenemos nuestra calificación sino que la vemos 
mejorada y ello no ocurriría si desde el exterior hubiera dudas con respecto al cumplimiento por parte de 
Uruguay de sus obligaciones. 


A continuación pasaremos a considerar el articulado del Inciso 05, "Ministerio de Economía y Finanzas". 
La contadora Laura Tabárez hará referencia a los artículos 67, 68 y 69. 


SEÑORA TABÁREZ (Laura).- Estos tres artículos buscan alguna modificación de normativa en pos de la 
mejora de la gestión del servicio. 


El primero de ellos pretende facultar a la Administración a ampliar la cobertura del Servicio a algunos 
vínculos del Estado que no están contemplados en la normativa vigente. En su inicio, este acceso a la garantía 
era exclusivamente para funcionarios públicos con un año de antigijedad y, en estos ochenta años, se han 
incorporado jubilados, pensionistas, funcionarios de gobiernos departamentales y, últimamente, empleados de 
empresas privadas. 


Hay algunos vínculos nuevos con el Estado que no están contemplados y, por lo tanto, con un previo análisis 
del servicio que dé las garantías al Estado, se plantea la posibilidad de conceder el acceso a la garantía de 
alquiler a otros empleados del Estado. 


El siguiente artículo busca aclarar el alcance del artículo 174 de la Ley N* 17.296, sobre la caducidad de los 
créditos contra el Servicio de Garantía de Alquileres. Ese plazo de caducidad de un año se refiere a servicios 
accesorios y no a aquellos alquileres que la Contaduría haya cobrado y que no haya podido transferir al 
propietario por diferentes razones. Ese plazo de un año resulta más que exiguo cuando hay una sucesión de 
por medio. Entonces, estamos planteando llevar ese plazo de caducidad al genérico de créditos contra el 
Estado, que es de cuatro años. 


Por el último artículo se solicita la autorización para registrar como gasto aquellas pérdidas generadas por la 
incobrabilidad de alquileres. Actualmente, registramos esa pérdida desde el punto de vista financiero, pero no 
desde el punto de vista presupuestal, y de acuerdo a las normas contables adecuadas, sería mucho mejor 
registrarla como una pérdida presupuestal. Eso es lo que estamos proponiendo. 


SEÑORA RUA (María del Carmen).- Los artículos 70 y 71 tienen que ver con la adecuación y mejor gestión 
para la organización. 


A través del artículo 70 estamos proponiendo generar información y trabajar más coordinadamente para 
contar con información oportuna y monitorear los problemas que se están generando en el Estado y, a su vez, 
ver si hay medidas correctivas por parte de las organizaciones. 


Actualmente esto está desperdigado y a veces nos genera duplicación de esfuerzos. Lo que estamos buscando 
es mejorar este tipo de información. 


En el artículo 71 proponemos una adecuación. Si bien tenemos competencia para hacer superintendencias, se 
han generado incisos posteriores a la norma, y como es taxativa -dice incisos del 1 al 14-, con esto 
proponemos algo más genérico buscando el mismo efecto, es decir, no duplicar esfuerzos y coordinar la 
información de auditoría en la Auditoría Interna de la Nación. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los artículo 72, 73 y 74 se vinculan a la 
administración y gestión del impuesto de primaria por parte de la DGI. 


SEÑOR SERRA (Joaquín).- Los señores diputados recordarán que la Ley N* 19.333 determinó que a partir 
del 1” de enero de 2018 la DGI pasará a ser responsable de la recaudación del impuesto de primaria. Eso 
determinó que durante este año la DGI estuviera preparándose para gestionar dicho impuesto, trabajo que se 
hizo en estrecha coordinación con el Codicén, con el que se firmó un acuerdo para facilitar la incorporación 
de ese tributo a la DGI. 


Es en ese marco de trabajo conjunto de ambas instituciones que se identificaron algunos ajustes normativos a 
efectos de que la DGI gestione de la mejor manera este impuesto. 


La Ley N* 19.333 establecía que la DGI sería la responsable de la gestión del impuesto devengado a partir 
del 1” de enero de 2018, y dejaba en el ámbito de gestión de primaria los impuestos generados con 
anterioridad a esa fecha. Analizando cómo íbamos a hacer los distintos procesos de gestión surgió que 
mantener la gestión en primaria, por ejemplo, los acuerdos tributarios, los acuerdos tributarios que caducaran, 
deudas que aún no hubiesen sido gestionadas, significaba un enorme esfuerzo en el mantenimiento de 
sistemas informáticos, de personal y demás. Y, por otro lado, se observó que quienes están obligados a pagar 
el impuesto no iban a tener una única institución como referencia para poder cancelar sus obligaciones. 


Por lo tanto, entre ambas instituciones se acordó promover una norma, que se recoge en el artículo 72, 
estableciendo que las deudas tributarias anteriores al 1” de enero de 2018 también fueran gestionadas por la 
DGI, salvo cuando dicha deuda se encuentre en un proceso jurisdiccional o no esté firme, es decir, que el acto 
administrativo aún pueda ser recurrido ante el TCA o se encuentre en la justicia. En estos casos, reitero, 
seguiría estando bajo la órbita de primaria. 


Se estima que, aproximadamente, hay doscientas situaciones de este tipo por año, pero haría que el grueso de 
las deudas anteriores pueda tener el mismo tratamiento y ser gestionado por la misma oficina. 


A través del segundo inciso de este artículo se faculta a la DGI a hacer públicos los datos totales o parciales 
consignados en el acto de terminación, factura de los padrones gravados. Esto es lo que hoy hace primaria: 
factura el impuesto en marzo de cada año y deja disponible esta información en su página web y en las 


distintas redes de cobranza, donde las personas concurren, mencionan su número de padrón, se les emite el 
recibo y cancelan el impuesto. 


La DGI está regulada por el artículo 47 del Código Tributario, que establece un estricto secreto tributario, que 
impide que este organismo haga pública cualquier información vinculada a la gestión de tributos. Para poder 
mantener la mecánica de recaudación que hasta ahora estuvo pacíficamente implementando el Consejo de 
Primaria, se faculta a la DGI a hacer públicos estos datos, pues de lo contrario no podría mantener los 
actuales sistemas de prefacturación. 


El artículo 73 faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a deducir del monto a trasferir por la recaudación 
de este impuesto los gastos concretos de funcionamiento: las comisiones que cobran los distintos agentes 
recaudadores del impuesto, las redes de cobranza, y los costos que derivan de la distribución de las facturas a 
través del Correo Nacional. 


Hoy, para financiar sus distintos planes, primaria puede utilizar el saldo neto entre la recaudación del 
impuesto y los gastos de funcionamiento, que financia con el mismo tributo. En la comisión bipartita que 
mencioné se hizo un análisis y se identificó que actualmente primaria tiene un gasto de funcionamiento del 
orden de $ 70.000.000 anuales. Al ser DGI la que gestione el impuesto, un gran porcentaje de esos gastos 
quedará dentro de los servicios generales y en los gastos en que la DGI incurre para gestionar otros 
impuestos. Hay dos de ellos, $ 22.000.000 anuales por distribución de facturas y $ 18.000.000 que se pagan 
por comisión de cobranza, que se admitiría que la DGI dedujera del impuesto que recaude cuando haga la 
transferencia. 


De cualquier manera, se debe rendir cuentas al Consejo de Primaria por estos gastos y, si hubiera alguna 
diferencia entre lo proyectado y lo efectivamente gastado, se volcará al Consejo de Primaria. 


Esto lo hemos conversado con el Consejo que, por nota de 12 de julio, nos comunicó su acuerdo con esta 
mecánica que, en definitiva, le permitirá generar una ganancia de $ 30.000.000, que es lo que de alguna 
manera se racionaliza con la unificación de estas dos instituciones. 


El artículo 74 introduce un cambio en los controles que deben hacer los escribanos en la enajenación de un 
bien inmueble. La norma actual dispone que, si no hay exoneración, se debe controlar la cancelación de las 
cuotas vencidas al momento de celebrarse el negocio. Esto generaba una serie de problemas para los 
contribuyentes. 


Ustedes recordarán que primaria emite las facturas en el mes de marzo y que permite cancelar el impuesto en 
tres cuotas. Este es un impuesto de carácter permanente, que se genera el 1* de enero de cada año. Primaria, 
con la información del valor real de los bienes de Catastro, emite las facturas y luego arma un calendario de 
vencimientos de tres cuotas. 


Primaria, hasta ahora, controla que en el momento de la venta de un bien inmueble se hayan pagado las 
cuotas vencidas. Esto determina que muchas veces el vendedor, que es el deudor -el hecho generador acaece 
el 1” de enero de cada año-, no cancele la segunda ni la tercera cuota. Sin embargo, a marzo del año siguiente, 
cuando se emite la deuda del padrón, se incluyen el impuesto generado en el nuevo ejercicio y los importes 
de las deudas vencidas y no canceladas por el vendedor, lo cual determina que los contribuyentes del 
impuesto deban concurrir a las oficinas, hacer un trámite denominado "desglose de deudas", una nueva 
emisión de recibos y hacer una gestión para recuperar la deuda del vendedor. 


Lo que ahora se plantea es que en el momento de una venta se controle la cancelación de la totalidad del 
impuesto, es decir, que se adelante el vencimiento de las cuotas a la fecha en que se hace el negocio. El 
objetivo no es recaudatorio, sino evitar trámites posteriores para las situaciones que recién señalábamos. 


Básicamente, creo que esas son las modificaciones que se están solicitando a los efectos de la mejor 
administración del impuesto. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quisiera hacer una consulta con respecto al artículo 74. 


Es absolutamente compartible la explicación que dio el señor director, pero me llama la atención que no se 
fije una fecha cierta para la vigencia de este artículo. En realidad, el último inciso dice: "El Poder Ejecutivo 


determinará la fecha a partir de la cual comenzará a regir la presente disposición". 


Por lo tanto, me parece que sería deseable, en la medida en que cambia el régimen, que estableciéramos una 
fecha cierta de vigencia para esta obligación, a fin de dar certeza jurídica a los escribanos actuantes. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En realidad, no había sacado bien la cuenta, pero quiero que sepan -si 
no entendí mal- que se le van a sacar, aproximadamente, $ 40.000.000 a primaria. 


(Interrupción del licenciado Joaquín Serra) 

———¿Esa no es la cifra? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Señor diputado: haga la pregunta porque hay otros diputados anotados. 
SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- La siguiente pregunta depende de esa respuesta. 


En realidad, si son $ 40.000.000, quiero que sepan que estamos hablando de 1.800.000 comidas, ya que se 
otorgan $ 22 por niño, y por día. 


Creo que el tema está jaqueado, y quiero que ese número lo tengan bien presente. 


Por otro lado, quisiera que alguien me explicara -lo hicieron en la Cámara y en el tratamiento del 
presupuesto, pero no lo termino de entender- por qué el millón de hectáreas forestadas no paga impuesto a 
primaria. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Simplemente quiero comentar con la delegación del Ministerio de Economía y 
Finanzas que en la presentación que realizó ANEP el día de ayer con respecto al impuesto de primaria 
figuraba la cifra de $ 338.000.000 -si no me equivoco; lo estoy diciendo de memoria- para gastos de 
administración de este impuesto. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Podemos hacer la cuenta en millones de 
pesos o en porciones de comidas, pero en ambos casos es favorable para la ANEP. El director de Rentas dijo 
que hay, aproximadamente, $ 70.000.000 de gastos, pero $ 40.000.000 refieren a gastos que se realizan más 
allá de la ANEP o la DGI. Nos referimos, básicamente, a lo que tiene que tiene que ver con la comisión que 
cobran las redes de cobranza o el Correo por distribuir las cartas. En realidad, la ANEP, por la administración 
del impuesto a primaria, ya incurre en esos costos, pero con esta modificación, en lugar de pagarlos primaria 
lo hará la DGI, y los deducirá de la cobranza del impuesto. Por tanto, la ANEP no recibirá ni un peso menos 
por ese concepto, ya que actualmente realiza esa erogación. 


Por otro lado, sí se genera un cambio positivo para la ANEP, ya que dejará de realizar otros gastos que 
ascienden a $ 30.000.000. En realidad, debido al traslado de la gestión del impuesto a la DGI, esta absorberá 
esos gastos sin cobrárselos a la ANEP. Por lo tanto, los $ 30.000.000 -habría que hacer una regla de tres para 
saber cuántas comidas diarias representan- serán una ganancia para la ANEP y no una pérdida. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Falta responder cuál es el argumento para que el millón de hectáreas 
que están forestadas en el país no paguen el impuesto de primaria. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Eso está basado en los acuerdos que 
firmó el país cuando un emprendimiento muy importante acordó realizar una gran inversión para instalarse 
en Uruguay. Eso fue lo que generó el no pago del impuesto, lo que fue explicado en varias oportunidades. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Si eso es así, quiero saber si tiene un plazo. 


Además, me gustaría poner como antecedente que las empresas forestales también fueron exoneradas del 
pago de la contribución inmobiliaria rural, hasta que en 2008, en acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y el Congreso de Intendentes, se derogó. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como dice el señor diputado Lafluf, 
anteriormente la exoneración era para todo el agro, pero este gobierno y el anterior fueron levantando esas 


exoneraciones en todos los casos que les fue posible, siempre y cuando no se violentaran los acuerdos 
alcanzados por el país. 


Hace algunos minutos, cuando hacíamos referencia a otro artículo, hablamos de cumplir los compromisos 
que asume el país y del estado de derecho, y eso es exactamente lo que ocurrió en este caso: esta 
administración y la anterior levantaron exoneraciones del impuesto al patrimonio rural en todos los casos que 
fue posible. 


SEÑOR AYALA (Mario).- No se contestó si esa exoneración está vigente y si tiene un plazo de culminación, 
teniendo en cuenta los acuerdos alcanzados con las empresas multinacionales que invirtieron en la 
forestación. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La exoneración aún está vigente, pero no 
recuerdo si tiene plazo. De todos modos, podemos enviar la información por escrito. 


Con respecto a la fecha de vigencia y al comentario realizado por el diputado Posada, debo decir que el Poder 
Ejecutivo está de acuerdo con lo manifestado, pero redactó el artículo de esa manera a fin de que luego de su 
aprobación se pudieran generar los acuerdos necesarios con la Asociación de Escribanos; lo que se busca es 
hacerlo de la mejor manera posible y en conjunto. De todos modos, no tenemos ningún problema en que se 
altere el último renglón del artículo con el objetivo de poner una fecha cierta. Por ejemplo, puede decir: "a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley", o "a partir de la promulgación de la presente ley". 


Reitero que el artículo está redactado así con el fin de generar los mejores acuerdos con la Asociación de 
Escribanos. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quisiera saber si los acuerdos a que hizo referencia el señor ministro interino ya 
se llevaron a cabo o están en proceso; me parece que sería importante tenerlo presente. 


SEÑOR SERRA (Joaquín).- También hay otro motivo por el que no se estableció un plazo definido. 


En realidad, cuando describí este artículo omití decir que la DGI va a emitir una constancia de que el 
inmueble en cuestión está al día con el impuesto o exonerado de su pago. 


Actualmente, primaria realiza ese trámite a solicitud del titular del padrón, quien debe concurrir a las 
oficinas, que es donde se emite la constancia de pago o de exoneración. Pero como ustedes saben, la DGI 
tiene sistemas informáticos para realizar certificados de este tipo -como el CVA, que está disponible en 
Internet-, por lo que se evita la realización de trámites y que los escribanos tengan que concurrir a las 
oficinas. No pusimos una fecha porque no teníamos claro qué tiempo nos llevaría hacer los desarrollos 
informáticos para evitar el trámite presencial por parte de los escribanos. El objetivo era facilitar el trámite, 
tratando de que pudiera hacerse de la forma más sencilla posible. 


Es difícil comprometer fechas cuando la organización aún no está gestionando el impuesto y no tiene el 
detalle de todos los procedimientos. Por eso se plantea esa incertidumbre. Entendemos la objeción que se ha 
planteado; podemos fijar una fecha y procurar esclarecer esos temas con antelación, como hemos hecho en 
otros procedimientos. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto a la derogación de la contribución inmobiliaria rural, 
cabe señalar que se hizo de común acuerdo con las forestales. ¿Por qué? Porque el Congreso de Intendentes 
salió a cobrar una tasa de transporte forestal y las empresas forestales dijeron que estaban de acuerdo con que 
se les cobrara la contribución rural y no se les pusiera la tasa. 


Por lo tanto, en este caso -creo que nosotros evaluamos más los ahorros de las forestales que las propias 
empresas forestales-, con respecto al impuesto de Primaria se podría llegar exactamente al mismo acuerdo 
que se logró con la contribución rural. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Quiero hacer un comentario que tiene que ver con el impuesto de Primaria. Como 
saben, nosotros recibimos a toda la sociedad y, dentro de ella, naturalmente, a las organizaciones de 


trabajadores. Precisamente, recibimos a representantes de la Asociación de Funcionarios de Impositiva, 
quienes plantearon algunas inquietudes que queremos trasladar a la delegación del Ministerio. 


Concretamente, con respecto al impuesto de Primaria, el artículo 45 de la Ley N* 19.438 prevé la creación de 
una función de encargado de departamento y otra de encargado de sección. Tal vez, ya se hizo referencia a 
este tema y yo no lo entendí. En esa misma ley se establece que dichos cargos deben ser provistos por 
concurso. Esa es la información y la inquietud que trasladaron los trabajadores es que, dado que en enero el 
impuesto de Primaria será administrado y fiscalizado por la DGI, si se iniciará el proceso de concurso para 
acceder a esas dos funciones de encargado, si ya se inició o si está previsto hacerlo. 


Esa es la inquietud planteada por los trabajadores y que nosotros estamos trasladando a la delegación del 
Ministerio. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Aprovecho la intervención con respecto a este tema para trasladar al director 
general de Rentas la inquietud que también nos plantearon los trabajadores con relación a la cantidad de 
encargaturas que existe en la Dirección General Impositiva y lo alejado que este organismo está de la carrera 
administrativa. 


Los funcionarios plantearon dos preocupaciones. La primera es que no existen mecanismos adecuados para 
designar a las personas que ocupan los cargos de responsabilidad, como el concurso; por lo tanto, tampoco 
hay una adecuada aplicación de las normas de carrera administrativa. Esto lleva a la designación de las 
encargaturas por parte de la jerarquía, lo cual genera distorsión -lo sabemos; hay organismos que tienen 
muchísimas encargaturas- porque premia, pero también genera inestabilidad, movilidad y dependencia. Esto 
puede corregirse con el concurso, con la convocatoria a quienes están autorizados o tienen posibilidad de 
competir para ocupar esos cargos. 


La otra preocupación tiene que ver con la diferencia que existe entre el salario de ingreso en un organismo 
recaudador como la DG1 y el de otros organismos similares. Los trabajadores hacen la comparación con el 
salario correspondiente a iguales cargos o escalafones en el Banco de Previsión Social y en otra unidad 
ejecutora del Ministerio, la Dirección Nacional de Aduanas. 


No tengo mucha más información que esta. Me gustaría escuchar la opinión de la delegación del Ministerio 
con respecto al planteo y a los documentos que nos dejaron los funcionarios. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer un comentario con respecto 
al esquema de acceso a las encargaturas en la Dirección General Impositiva y a cuál ha sido la tónica en los 
últimos años por parte de este organismo. 


Hasta el año 2010, algo más de doscientos encargaturas de todos los niveles -hay muchos niveles de 
responsabilidad- eran ocupadas de manera discrecional. Es decir, las doscientas o más encargaturas eran 
completadas a dedo. Esto ocurría desde la creación de la Dirección General Impositiva. 


En 2010, el director general de Rentas del momento impulsó un cambio bien importante en esta materia, que 
derivó en que aproximadamente unas ciento noventa de esas más de doscientas encargaturas pasaran a ser 
ocupadas a través de un concurso de oposición y méritos. Este cambio fue promovido en la Ley de 
Presupuesto del año 2010. Con esto se buscaba dotar de equidad y transparencia el acceso a los cargos de 
responsabilidad de la Dirección General Impositiva, dando mayor estabilidad institucional a la organización. 
Esto es, el acceso a estos cargos debía ser a través de un concurso de oposición y méritos y luego, quienes 
accedieran a las encargaturas, estarían sujetos a evaluaciones anuales de desempeño. Por lo tanto, este 
cambio ha sido verdaderamente muy importante, y ha sido utilizado como modelo por otras organizaciones. 
Precisamente, la Dirección Nacional de Aduanas está próxima a emitir un nuevo decreto que reglamente el 
esquema de acceso a las encargaturas y se inspira en lo iniciado en el período anterior por la Dirección 
General Impositiva. 


Nos parecía de recibo aclarar cuál ha sido el cambio organizacional sustantivo llevado adelante por la 
Dirección General Impositiva. 


SEÑOR SERRA (Joaquín).- Efectivamente, desde el año 2010 la DGI modificó la normativa e inició un 
proceso de cambio. 


La Dirección General Impositiva tiene cuatro niveles jerárquicos: el director general -cargo de confianza 
política-, los directores de división, los encargados de departamento y los encargados de sección que, a su 
vez, se diferencian en salario, dependiendo del tipo de tarea y de los requisitos para acceder a la función. 
Hasta el año 2010 se accedía a todas estas funciones discrecionalmente. En la Ley de Presupuesto del año 
2010 se dispuso que estas funciones -salvo los directores de división y los adjuntos- pasaran a ser ocupadas 
por concurso de oposición y méritos. 


Aunque desde aquella época, y aun hoy, mantenemos instancias de negociación colectiva permanente, el 
proceso de generación de este cambio no fue apoyado por el gremio de funcionarios. Hubo una asamblea en 
la cual el sindicato de trabajadores de la DGI no apoyó esta modificación. De todas maneras, la 
Administración lo implementó y, a lo largo de los años, hizo concursos para ocupar las cuarenta y siete 
encargaturas de departamento. En algunos casos quedaron desiertos y hubo que hacer una segunda ronda. 


También inició el proceso de concurso a nivel de las jefaturas de sección. Se concursaron más de cuarenta y 
siete funciones de este tipo, de las cuales casi la mitad quedaron desiertas, motivo por el cual hay que hacer 
una nueva edición de concursos. El problema es que debemos llevar a cabo estos procesos y que cuando se 
implementan generan un número muy importante de inscripciones, y los funcionarios están muy atentos al 
respecto. 


Asimismo, en estos momentos estamos abriendo concursos de ascenso, porque en la DGI existen las mismas 
reglas de carrera administrativa que para toda la Administración central. En el caso de las funciones de 
encargatura, había una disposición distinta, es decir, que se pagaba por función y de manera discrecional, 
pero eso fue modificado en el año 2010; ahora se debe acceder por concurso y la permanencia en la función 
queda sometida a una evaluación anual y trianual. En el resto de los cargos operativos rigen las mismas las 
reglas de ascenso que para toda la Administración central. 


También estamos en un proceso de ascenso de los contadores, abogados, informáticos, economistas y 
administrativos, que ha generado la inscripción de casi la mitad de los funcionarios de la DGI. No tenemos 
capacidad para estar gestionando simultáneamente algunas de las encargaturas que quedan por ser 
concursadas y estos concursos de ascenso. Hemos planteado en los ámbitos de negociación colectiva que los 
concursos requieren un cronograma; entendemos que en este momento tenemos que completar los concursos 
de ascenso para los cargos operativos. Dada la experiencia adquirida y las cuatro rondas de concursos que 
hubo, nos parece necesario introducir algunas mejoras al decreto que regulaba el concurso para acceder a los 
cargos de encargatura. En el ámbito de la negociación colectiva también estamos presentando una propuesta 
de ajuste de ese decreto y, una vez aprobado, estaríamos retomando el proceso de concurso de las 
encargaturas. 


Respecto a las encargaturas de departamento y de sección que se crearon para gestionar el impuesto de 
Primaria, la ley -tal como fue citado- establece que está incluida en este régimen de concurso, es decir, que 
son cargos que en algún momento habrá que concursar. ¿Por qué no se concursan hoy? La razón es bastante 
clara: si hoy hacemos un concurso, quienes actualmente están gestionando no tienen derecho a participar, y 
eso no parece muy lógico. Para gestionar adecuadamente el concurso precisamos a los trabajadores que, 
desde las distintas funciones, tienen el conocimiento para gestionar este impuesto, conocen los 
procedimientos y los criterios que la organización aplicó a lo largo de varias décadas. Tenemos que 
incorporar ese conocimiento, consolidar la gestión del impuesto, e inmediatamente podemos pasar estas 
funciones a concurso. Las personas que van a asumir este interinato conocen esto y saben que están 
ingresando a la DGI en estas condiciones, o sea, un interinato y un posterior concurso de esas funciones con 
todos los funcionarios -los provenientes de la liquidación del impuesto de Primaria y los de DGI- con 
derecho a participar. 


Entendemos estos cambios en línea con la profesionalización de la DGI; atienden a las razones que expresaba 
el señor diputado Gandini de profesionalizar las funciones gerenciales y de mandos medios de la institución. 


Con respecto a los salarios de la DGI, en el año 2003 se aprobó una norma que establecía la posibilidad de 
generar un régimen de trabajo especial, basado en la dedicación exclusiva y en la incompatibilidad, y 
habilitaba a que el Poder Ejecutivo reglamentara un régimen salarial acorde con este objetivo. Esto se hizo en 
el año 2005, y se generó este nuevo sistema de retribuciones. Los salarios están en nuestra página web; esos 
son los salarios que cobran los funcionarios en los distintos cargos y en las diferentes funciones. A eso se 
suma una meta por cumplimiento de objetivos que corresponde al 15% de la retribución anual. 


Con relación a la pregunta de si los cargos de inicio no están subvaluados, podemos decir que para los cargos 
de inicio la DGI concursan perfiles muy diferentes. Cuando hacemos un llamado de ingreso de un ingeniero 
en informática, por ejemplo, generalmente definimos un perfil acorde al tipo de tareas que va a cumplir ese 
funcionario. Hay informáticos que hacen tareas de seguridad, otros que hacen desarrollo, otros que manejan 
redes, otros que manejan la infraestructura física tecnológica, etcétera. Cuando tenemos que tomar 
funcionarios, ajustamos los perfiles del concurso a los requerimientos que tengamos en ese momento. 


La experiencia ha indicado que en los últimos concursos las inscripciones han sido masivas. Si no recuerdo 
mal, en el caso de los administrativos se inscribieron cerca de dos mil personas. Eso, inclusive, nos generó un 
problema: ¿dónde hacíamos el concurso? Creo que finalmente se llevó a cabo en el Palacio Peñarol, para 
poder atender a todos los concursantes. Me parece que ese es el mejor indicador de si los salarios de inicio 
están acordes con la situación de las personas que pueden postularse. Teniendo ese volumen de inscripciones 
parecería que hay salarios que son atractivos para que la gente se postule a trabajar en la DGI. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Quería manifestar una preocupación de los trabajadores sobre los salarios de 
ingreso a la DGI. 


Tanto para el escalafón profesional como para el no profesional, rige el régimen de dedicación exclusiva. 
Ellos notan que para este régimen los salarios son inadecuados, son bajos. La pregunta es si en el marco de la 
negociación colectiva y en el de la buena relación que los trabajadores reconocen que hay -hemos sido 
críticos en otras instancias respecto a ajustar más la negociación colectiva pero, en este caso, hay un 
reconocimiento de los trabajadores- existen posibilidades de ajuste. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entiendo que más allá del salario de 
ingreso a la Dirección General Impositiva, lo que se debe considerar es toda la escala salarial a la cual el 
funcionario puede ir accediendo a lo largo de su vida funcional. Si tomamos en cuenta toda la escala salarial 
y vemos el promedio de la retribución de un profesional o de un administrativo de la DGI, a nuestro juicio, 
son valores justos porque la tarea que se desempeña es muy importante, pero en líneas generales, siempre 
están por encima de las retribuciones en otras áreas del Estado. Reitero, no solo debemos tomar en cuenta el 
salario de ingreso, sino el salario al cual acceden al ir avanzando en la escala funcional. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero manifestar al equipo económico que el documento que nos dejó 
la Asociación de Funcionarios de la Dirección General Impositiva dice lo contrario a lo que se está diciendo 
aquí. 


Si bien la Ley de Presupuesto de 2010 es muy clara en cuanto a cómo acceder a esos cargos de encargados de 
sección y de división, los funcionarios denuncian que, actualmente, el 78% son designaciones discrecionales, 
y lo desglosan de la siguiente manera. Dicen que de las 46 funciones de encargado de departamento, 29 están 
provistas por concurso de oposición y méritos, y 17 mediante designación directa, es decir, 37% no cumple 
por lo dispuesto por la Ley N* 18.719; de las 160 funciones de encargado de sección, 16 están provistas por 
concurso de oposición y méritos, mientras que 144 están asignadas de forma discrecional, por lo que el 90% 
no cumple con lo dispuesto por la Ley de Presupuesto de 2010. 


Por esta razón, varios diputados de esta Comisión insistimos en saber si lo que está establecido en la Ley de 
Presupuesto se está cumpliendo en la DGI 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La respuesta sobre este punto ya fue 
dada por el director general de Rentas. Esto tiene que ver con llevar adelante un cronograma, que no solo 
tiene que atender a los concursos de acceso a encargaturas, sino también -otro punto muy reclamado por los 
funcionarios- a la celeridad en los concursos para los ascensos en los escalafones, que es lo que permite a los 
funcionarios ir avanzando en la escala funcional y, por lo tanto, mejorando sus retribuciones. 


El artículo 75 tiene como finalidad establecer una tasa de control en la emisión de determinadas rifas en 
nuestro país. Antes que nada, debemos determinar el alcance de este artículo, porque hemos escuchado 
comentarios que no se ajustan totalmente a la realidad. En este artículo se establece la intervención de la 
Dirección Nacional de Loterías y Quinielas en el cobro de esta tasa de control, de acuerdo con al artículo 6" 
del Decreto-Ley N* 14.841, norma que hace referencia a las rifas cuya emisión sea superior a 2.000 UR. Esto 
deja fuera del alcance de este artículo a la enorme mayoría de las rifas de nuestro país y se concentra 
solamente en siete de ellas; por lo tanto, el incremento de 3% sobre el valor de rifas que superan largamente 


los $ 3.000 en cada bono o tique que se juega es una tasa de control marginal en el efecto que tendría en el 
precio. Por lo tanto, no se trata de un afán recaudador, o de rascar la lata -como escuchamos por ahí-, el que 
se buscaba con esta tasa de control 


De todas maneras, hemos mantenido contactos con muchas de estas instituciones que venden estas rifas, y 
con la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas y, más allá de lo positivo que puede tener cobrar esta tasa 
de control para realizar mejor los controles, el Poder Ejecutivo entendió oportuno retirar este artículo. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Me alegro que el Poder Ejecutivo retire este artículo porque, en realidad, esto no 
es un tasa; es un impuesto. Las tasas tienen que guardar una razonable equivalencia y esto no lo tiene. 


En la medida en que el Poder Ejecutivo ha retirado este artículo, me ahorro otro tipo de comentario. 
SEÑOR GANDINI (Jorge).- Fui yo el que dije esa frase célebre y tan gráfica de "rascar la lata". 


Me alegro que se retire este artículo, en primer lugar, porque no sé cuál es el vínculo con una tasa -no sé cuál 
es la contraprestación- y, en segundo término porque, efectivamente, hay rifas que van a pasar de pagar 

$ 50.000 a US$ 300.000. Esto es así con cualquiera de las rifas que tiene en la suma de todas las cuotas de un 
número un valor de $ 3.500, que es el promedio entre la de arquitectura y la de ciencias económicas, y 
venden sesenta mil números; en la página web de ciencias económicas de 2013 más o menos aparecen esos 
números. Entonces, en vez de una tasa de control de $ 50.000 -que son las poco más de 13.000 Ul a las que 
refiere la norma vigente-, van a pagar, y por adelantado, por todos los números, con reliquidación posterior, 
un volumen bastante mayor. 


Hay muchas rifas emitidas por instituciones prestigiosas, con un fin social, que se estarán preguntando si 
tendrán que pagar esa diferencia tan importante, más allá del famoso y comúnmente conocido troquelado que 
cobran las intendencias departamentales. 


En definitiva, yo lo dije en ese sentido, porque la propia norma dice que fueron pensadas para eso, como las 
rifas del Hospital Maciel y otras. En la medida en que este artículo fue retirado, las preguntas se dan por 
satisfechas. Me alegro que podamos seguir coincidiendo, como tantas veces, con el equipo económico. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- La discusión parecería ser en vano ya que el Poder Ejecutivo ha anunciado el retiro 
del artículo. 


Creo que la disposición actual, tal cual está prevista, también es inconveniente, porque fija una tasa única 
para pequeñas rifas o grandes rifas. A mi modo de ver, podríamos haber ido por un camino intermedio que 
tuviera en cuenta el concepto de tasa y la contraprestación que significa el control de mil números o de cien 
mil números que se venden, que es distinto. Por lo tanto, podría haberse adecuado más a la realidad la 
intervención de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas pues, tal como está, es fija para cualquier rifa. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 76 busca facultar "al Poder 
Ejecutivo a autorizar la explotación de zonas temáticas de servicios, para la prestación de servicios 
audiovisuales, esparcimiento y entretenimiento, con excepción de juegos de azar, y sus actividades 
complementarias". Se busca autorizar rápidamente la explotación de este tipo de zonas temáticas, puesto que 
hay expresiones concretas al respecto. Sería muy bueno revisar esto o llevarlo a la práctica rápidamente antes 
de que estas oportunidades de trabajo para los uruguayos queden por el camino. 


Asimismo, estamos proponiendo un cambio de redacción en el párrafo final de este artículo. Donde dice: "El 
Poder Ejecutivo destinará un monto de hasta el 60% (sesenta por ciento) de lo percibido anualmente en 
concepto de canon de las zonas temáticas de servicios audiovisuales [...]", planteamos que diga que se 
destinará el 100% de lo percibido, manteniendo el espíritu del proyecto de ley que en este momento está a 
consideración de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR QUEREJETA (José).- El señor diputado Rubio se tuvo que ir y me trasladó una pregunta sobre este 
artículo. 


En el primer inciso del artículo 76 se hace mención a los servicios audiovisuales, al esparcimiento y al 
entretenimiento, con excepción de los juegos de azar. El señor diputado quisiera que se clarificara a qué 


juegos de azar se hace referencia, ya que él plantea que el póquer no es un juego de azar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Para el Poder Ejecutivo el póquer está 
dentro de los juegos de azar. De todas maneras, no es intención del Poder Ejecutivo habilitar los juegos de 
póquer en estas áreas temáticas, sino todo lo contrario. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Cuando se presentó el proyecto de zonas temáticas, se incluía una zona con 
fines de brindar servicios médicos de alta especialidad en Punta del Este. Luego, esto se excluyó. ¿Eso 
sucedió porque desapareció el interés o desapareció el interés a partir de la exclusión? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a las zonas temáticas de 
salud, la opinión que predominó en su momento para excluirlas fue el impacto negativo que podían tener en 
el Sistema Nacional Integrado de Salud. Por lo tanto, en la Cámara de Senadores fue retirada la posibilidad 
de este tipo de zonas temáticas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El señor ministro interino nos podría ilustrar en cuanto a qué se refiere cuando 
habla de explotación de zonas temáticas de servicios para la prestación de servicios audiovisuales, 
esparcimiento y entretenimiento. Debemos imaginarnos de qué se trata. Esta es una idea que hace tiempo 
tuvo el Poder Ejecutivo. Recuerdo que el ministro de Economía y Finanzas, contador Astori, presentó este 
proyecto junto al señor presidente de la República cuando convocó a los coordinadores, hace un largo 
tiempo, y siempre estuvo presente la excepción de los juegos de azar. Cuesta visualizar a qué se refieren los 
servicios de entretenimientos. En ese momento, la explicación fue clara. Ahora pido la explicación pertinente 
a efectos de que quede en la versión taquigráfica. 


Por otra parte, en la definición del azar no interviene la destreza del jugador y en los juegos como el póquer sí 
interviene. El azar es puramente la suerte. En otros juegos de apuestas interviene la destreza como, por 
ejemplo, en el juego de cartas. A lo mejor habría que buscar la vuelta para que quede claro que lo que no se 
quiere son juegos de azar o de apuestas. 


Asimismo, coincido una vez más con el Poder Ejecutivo. Se hace muy bien en destinar el mayor monto 
posible a un sector de la industria nacional poco tradicional, pero muy importante, como el audiovisual, 
porque se trata de servicios que Uruguay presta en calidad y generan muchos empleos, muchos recursos. 
Además, es muy innovador, por lo que hay que apoyarlo. Es una muy buena decisión que estos, y 
eventualmente otros recursos, puedan trasladarse a estimular el desarrollo de la industria audiovisual y todo 
lo que la rodea. Por ejemplo, en materia publicitaria Uruguay es un mercado bien atractivo y, cuantas más 
condiciones desarrolle, más empleo y divisas se generarán para el país. 


La única duda que me surge, que es técnica, es que en el proyecto que estaba en el Poder Ejecutivo -me 
parece muy bien que se acelere a través de la rendición de cuentas porque el otro proyecto todavía está en 
pleno debate en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados- se destinaba el producido al Fondo de 
Fomento Cinematográfico y Audiovisual. Acá no es tan específico, no dice "Fondo de Fomento 
Cinematográfico y Audiovisual", sino "al sector audiovisual". Quizás esa diferencia tenga alguna razón de 
ser. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Con respecto a las dos inquietudes del 
señor diputado Gandini, debo decir que cuando se busca fomentar emprendimientos de servicios 
audiovisuales o de entretenimiento estamos pensando en algún emprendimiento que acumule servicios 
audiovisuales y genere alguna suerte de polo audiovisual en alguna zona del país. Hay expresiones concretas 
para instalar un polo de este tipo en el departamento de Maldonado, un pequeño Hollywood -por decirlo de 
alguna manera-, donde se puedan concentrar servicios audiovisuales para promover la venta al exterior. 


Cuando hablamos de esparcimiento, también hay expresiones concretas acerca de grandes parques de 
diversiones, para público infantil, totalmente alejados de los juegos de azar o de las apuestas. 


Además, coincidimos en que la redacción puede ser mejorada al decir "con excepción de juegos de azar o de 
apuestas". 


Ese es el espíritu de los emprendimientos que se buscan al hablar de esparcimiento o de polos audiovisuales. 


Por otro lado, la observación que hizo el señor diputado Gandini con respecto al destino de los fondos 
también es correcta. Coincidimos una vez más. Por lo tanto, podríamos ir a la redacción original; no hay 
problema en dejarlo tal cual está en el proyecto de ley. En la vorágine de la redacción del articulado, se 
cambió el porcentaje destinado al fondo o a la industria y el origen específico, pero no hay ninguna razón en 
particular. Estamos de acuerdo con ambos aspectos. 


Pasamos al inciso 23, que comprende los artículos 232 a 234. 


SEÑOR Borchardt (Michael).- El artículo 232 plantea ampliar la partida por asiduidad establecida en la ley 
de presupuesto del año 2015. Se había acordado con COFE una partida por este concepto, a partir de 2016, de 
$ 200.000.000, que se incrementaría a partir de 2018 en $ 100.000.000. Sin embargo, se entiende que no es 
posible ni conveniente que esto implique un mayor costo para el conjunto de la sociedad, por lo que se 
propone que sea abatido con recursos propios del rubro O con que ya cuentan los Incisos. No es un 
abatimiento del rubro 0 sino que tiene un destino específico para aumentar el salario puntual de algunas 
personas a través de la asiduidad. Esa partida de $ 100.000.000 se transforma en una de $ 118.000.000. La 
distribución entre Incisos se hizo a prorrata de lo que cada uno había recibido en 2016. 


Se hizo una excepción en dos Incisos, Turismo y Relaciones Exteriores, que eran partidas muy pequeñas que 
fueron cubiertas con un sobrante de la misma partida que había quedado del año anterior. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En Partidas a Reaplicar había recursos que ya no están, que en un momento eran 
volúmenes importantes. La Ley N* 19,355 había previsto $ 200.000.000 para las reestructuras y este tipo de 
necesidades, y esos fondos ahora están en cero. Al cumplir con este compromiso de pagar la asiduidad, la 
pregunta es si esto que se nutre de las partidas que existen para la recomposición de las reestructuras no 
afecta las que están en curso. Hace muchos años aprobamos una cantidad de reestructuras, de las cuales se 
concretaron muy pocas. Las reestructuras necesitan cargos vacantes para poder transformarlos y rearmar 
pirámides con nuevos cargos. En la medida en que esos cargos se van quedando sin presupuesto o van 
nutriendo otros objetivos, las estructuras pierden flexibilidad. 


Trasladamos esta preocupación. Se toman recursos del rubro 0 global para adjudicar a otros destinos del 
rubro 0, como ser la partida por asiduidad. ¿No se hace esto a costa de dificultar reestructuras en curso? ¿No 
se hace sobre la base de eliminar cargos vacantes que se pudieron haber llenado o utilizado en su 
transformación para otros? 


SEÑOR Borchardt (Michael).- La preocupación del señor diputado Gandini es compartida por el Poder 
Ejecutivo, pero mucho más allá de esta partida específica, que son montos absolutamente marginales, lo 
importante fue el abatimiento del rubro O que asumió el Poder Ejecutivo en la Administración Central entre 
2016 y 2017. Ese abatimiento supera los $ 800.000.000. Ahí hubo una fuerte señal de austeridad o de 
compromiso con la responsabilidad o con el ordenamiento fiscal, asumiendo una baja del rubro O que ningún 
ministerio hace en forma ligera. El rubro O es lo que cada uno más pelea y lo que más se siente cuando se 
reduce, pero entendemos que esa fue una señal bien importante de priorización, para viabilizar el incremento 
de recursos hacia la educación, que fue lo que se discutió en la pasada rendición de cuentas. 


Reitero que lo que se plantea aquí es relativamente marginal, y por eso entendemos que no va a afectar en lo 
sustantivo lo que plantea el señor diputado Gandini. Los dos Incisos que fueron excluidos de esta regla 
general, Turismo y Relaciones Exteriores, lo fueron justamente porque se trataba de un monto menor y 
porque su subejecución del rubro O ya era bastante reducida como para poder afectarla con un abatimiento 
adicional, con la misma lógica que planteaba el señor diputado. 


SEÑOR ESTÉVEZ (Fernando).- El artículo 233, cuyo antecedente es la Ley N* 19.485, básicamente asigna 
recursos para el cumplimiento de los convenios establecidos en dicha norma. 


En el primer inciso se establece una partida de $ 160.000.000 por única vez para los años 2017, 2018 y 2019, 
para atender las cuotas establecidas en esos convenios. Son tres cuotas iguales y consecutivas. 


El segundo inciso establece los créditos para los aumentos salariales establecidos en los convenios de 
carácter permanente. Es por eso que el tercer inciso faculta a la Contaduría General de la Nación a realizar 
reasignaciones de los créditos establecidos en el segundo inciso con carácter permanente. Esto es un 
incremento salarial que luego queda en los salarios. 


El artículo 234 establece una solución para algunas situaciones, planteadas tanto por el Poder Judicial como 
la Fiscalía General de la Nación. En concreto, viene a solucionar qué hacer con los cargos vacantes que se 
llenan por fuera del escalafón, ya que a la fecha hay dos niveles salariales. Uno es el de aquellos que son 
firmantes de los convenios y el otro es el de los que no son firmantes. Por tanto, con esto se da una solución 
para que los nuevos cargos entren en los niveles establecidos en los convenios. 


Como estos convenios han recogido la adhesión por encima del 80% -como lo establecía la ley-, la idea es 
tender al 100% y la mayoría de los cargos van a estar en el mismo nivel salarial. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Me gustaría solicitar una aclaración porque hay algo que no entendí bien. 


En la presentación que hace el Poder Ejecutivo de los recursos que financian los incrementos de gastos, se 
estableció que los US$ 72.000.000 incrementales de esta rendición consistían en US$ 50.000.000 para 
cumplir el convenio con ANEP, US$ 12.000.000 para cumplir el convenio con la Universidad y 

US$ 10.000.000 para cumplir con la cuota correspondiente a cada año de la firma del convenio con un grupo 
de funcionarios del Poder Judicial. Pero acá yo no veo los US$ 10.000.000, sino $ 160.000.000, y si los sumo 
a las partidas del segundo inciso, la cuenta tampoco me da. Por tanto, quiero entender la presentación original 
del rubro correspondiente. 


Aquí parece decir que lo que hay fijo son los $ 160.000.000, que es una especie de cuota anual, para cumplir 
en tres etapas el monto que quedó acordado de la deuda pasada, por el ajuste no realizado. 


Luego, en el segundo inciso aparecen partidas para el incremento salarial, que serían a partir del ejercicio 
2018. Y en el artículo 324 se establece que los que ingresan, lo hacen ya con ese salario nuevo. Los que 
quedan para atrás en todo son los que no firmaron, que no ajustan ni cobran. Reitero: no me da el cálculo 
para llegar a los US$ 10.000.000. 


SEÑOR ESTÉVEZ (Fernando).- Los $ 160.000.000 se repiten durante los tres años. Los $ 75.000.000 y los 

$ 70.000.000, como se reasignan con carácter permanente, al final del día, como dicen los economistas, dan 
como resultado $ 305.000.000. Por lo tanto, se trata de aproximadamente US$ 10.000.000, porque se tendrían 
que sumar $ 160.000.000 más $ 75.000.000 más $ 70.000.000, que al quedar en el permanente son 

$ 140.000.000. ¿Se entiende? De ahí surge la diferencia. El primer año no va a haber, pero queda en el 
permanente. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pasamos al inciso 24 "Diversos 
créditos", que comprende los artículos 235 y 236 . 


SEÑOR APEZTEGUÍA (Pedro).- El artículo 235 extiende la facultad del Poder Ejecutivo de ajustar 
determinados créditos vinculados con infraestructuras, de acuerdo a la evolución del Índice de Precios al 
Consumo. Este artículo deja plasmado legalmente un acuerdo con el Congreso de Intendentes, que fue 
elevado por la Comisión Sectorial de Descentralización al Poder Ejecutivo y recogido en el presupuesto 
nacional. 


La financiación de los programas de caminería se realiza de tres formas: una, por partidas que son 
descontadas de lo que corresponde, de acuerdo al artículo 214 de la Constitución de la República, otra que es 
directamente financiada por Rentas Generales, y otra, que es la contrapartida de los Gobiernos 
departamentales, que se financia en base a la derogación de la exoneración de la contribución inmobiliaria 
rural. Con este artículo se permite al Poder Ejecutivo, en acuerdo con los señores intendentes, ajustar por IPC 
las partidas que aportan los gobiernos departamentales del artículo 214 e incrementar, también por el Índice 
de Precios al Consumo, la partida que proviene de Rentas Generales. 


De alguna manera, esto ya estaba comprendido en los artículos presupuestales; simplemente se hace una 
aclaración a los efectos de facilitar la mecánica de los ajustes. 


El artículo 236 aclara que todas las partidas que están referidas al Fondo de Incentivos para la Gestión de los 
Municipios estaban expresadas en la ley de presupuesto a valores de 2015 y, por lo tanto, deben ser ajustadas 
por la variación del Indice de Precios al Consumo. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pasamos al artículo 239. 


SEÑOR ESTÉVEZ (Fernando).- En este artículo se prevé el pago de los juicios, de acuerdo con el artículo 
733 de la Ley N* 19.355. 


Se establecen $ 200.000.000 con destino a cancelar total o parcialmente las obligaciones, y a esto se puede 
adicionar las diferencias que surjan entre lo establecido en la condena y la reliquidación que se hace en el 
momento del pago por el Código Civil. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- ¿Esto se refiere a algún juicio en concreto? Da la sensación de que se 
dispone este dinero porque existe alguna sentencia que se quiere cubrir. Por eso consulto si hay alguna 
sentencia específica en ese sentido. 


SEÑOR ESTÉVEZ (Fernando).- Hay muchos casos. 


El procedimiento establece que se debe retener una suma de dinero en la Contaduría General de la Nación y 
luego se realizan las previsiones, que es lo que se está haciendo. 


Hay incontables casos y no podría citar uno en particular. Se toman previsiones para todos los casos que haya 
dentro de los límites presupuestales y lo que se vote en el Parlamento. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Antes de entrar a la parte de recursos, como anunciamos en esta Comisión en el 
día de ayer, nos interesa que las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas realicen algunos 
comentarios respecto a las recientes afirmaciones del señor ministro de esa cartera, contador Danilo Astori, 
en relación a la utilización del Fondo de Estabilización Energética. El ministro manifestó que se utilizarían 
US$ 173.000.000 que se destinarían a realizar inversiones en relación con la anunciada inversión de UPM en 
nuestro país. 


El Fondo de Estabilización Energética fue creado por la Ley de Presupuesto N* 18.719 del año 2010 con el 
objetivo de reducir -es lo que dice el artículo 773- el impacto negativo de los déficits hídricos sobre la 
situación financiera de la Administración de Usinas y Trasmisiones Eléctricas -UTE- y sobre las finanzas 
públicas globales. El Fondo estaba constituido en la Corporación Nacional para el Desarrollo y, de acuerdo 
con el artículo 773, el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de UTE lo reglamentó a través del Decreto 

N* 442/011, con algunas modificaciones que fueron introducidas posteriormente por el Decreto N* 305/014, 
de 22 de octubre de 2014. 


Las reglas para el uso del Fondo están regidas por criterios vinculados con las condiciones hidrológicas de las 
cuencas relevantes para la producción de energía eléctrica. Además, se estableció que este Fondo podía tener 
una disponibilidad de hasta 4.000.000.000 de unidades indexadas, que equivalen aproximadamente a 

US$ 480.000.000. Esto era lo que estaba establecido. Asimismo, en el Decreto N* 442/011 y en su 
modificativo, el Decreto N* 305/014, se establecieron los criterios a los efectos de determinar los montos. 


Por eso, nos han llamado especialmente la atención las afirmaciones del señor ministro en cuanto a la 
utilización de este Fondo para un fin distinto al de su creación. Este hecho guarda un antecedente, porque a 
fines del año 2016 se hizo una triangulación por la que se estableció una transferencia a UTE, en función de 
la valoración que se hacía del nivel del Fondo. Más aun, cuando no había llegado al monto previsto de 
4.000.000.000 de unidades indexadas, inmediatamente el Poder Ejecutivo, a través de una resolución, 
dispuso que UTE debía adelantar una cifra equivalente a la que se había transferido a Rentas Generales, y 
posteriormente, el Poder Ejecutivo hizo una transferencia a OSE, para cumplir con obligaciones contraídas 
por ese organismo del Estado. 


Por lo tanto, quiero saber cuáles son las normas legales habilitantes para que el Poder Ejecutivo disponga de 
recursos establecidos en este fondo que, por lo pronto, no están contenidos en el artículo 773 que lo creó; 
tampoco hay una referencia en los decretos que reglamentaron la forma en que se hacían los aportes y no se 
estableció ninguna consideración especial en lo que refiere a su disposición. A nuestro juicio, en la medida 
que este fondo fue creado por ley, por ley debería establecerse cualquier otro uso distinto al que fue previsto 
en el artículo 773 de la Ley N* 18.719, 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tal como lo expresaba el señor diputado 
Posada, el Fondo de Estabilización Energética fue creado por el artículo 773 de la ley de presupuesto 
nacional del período pasado 2010-2014, Ley N* 18.719, 


Entendemos que en la propia redacción del artículo están los fundamentos legales sobre los que preguntaba el 
señor diputado Posada. El inciso primero del artículo 773 dice "Créase un Fondo de Estabilización Energética 
(FEE) [...]" y, el segundo, "El FEE estará constituido en la Corporación Nacional para el Desarrollo", y 
establece dos obligaciones del Poder Ejecutivo. 


En el primer caso, el artículo 773 establece que "El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de UTE, 
reglamentará la forma en que se realizarán los aportes al FEE [...]" y, en segundo lugar, dice que el Poder 
Ejecutivo reglamentará "las condiciones de administración y utilización de los recursos". 


Por lo tanto, los decretos reglamentarios establecen las condiciones de administración y uso de los recursos 
de este fondo. Entendemos que esta norma es la que habilita al Poder Ejecutivo para reglamentar la 
administración y uso de los fondos. 


Como muy bien dijo el señor diputado Posada, el Decreto 442, de 19 de diciembre de 2011, reglamenta los 
aspectos vinculados a la administración y uso de estos fondos. Sin embargo, creo que el señor diputado 
Posada no mencionó el Decreto N* 139, de 2017, que genera un agregado al Decreto N* 442 de 2011, que en 
su artículo 4 establece: "Fuera de las situaciones previstas en el inciso precedente, en caso de que el saldo del 
Fondo de Estabilización Energética supere el VOCF anual estimado más un incremento del 50% (cincuenta 
por ciento), el Poder Ejecutivo, en consulta con la Administración de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, podrá 
transferirle fondos con cargo al excedente". 


Entonces, entendemos que la habilitación está dada en el inciso segundo del artículo 773 de la Ley N* 18.719 
y en los decretos reglamentarios Nos. 442, de 2011, y 139, de 2017. 


Más allá de la explicación de esta correlación de normas, para determinadas condiciones hidrológicas 
-previstas en el artículo 773- era necesario contar con un fondo de determinada magnitud, en virtud de la 
matriz energética que tenía el país. Luego de la transformación de la matriz energética de nuestro país, las 
necesidades de este fondo son diferentes y, por ende, su magnitud. 


Por lo tanto, la transformación energética, que redujo la dependencia del nivel de precipitaciones, es la razón 
de que necesitemos un fondo de dimensiones diferentes, en este caso, menor, y la habilitación normativa está 
dada por la correlación de normas a la cual hicimos referencia. 


Otro momento es cuando rentas generales decide utilizar fondos con determinado fin. Es claro que si se 
quieren utilizar estos fondos, debe existir la correspondiente expresión presupuestal, a través de una norma 
de rango presupuestal -por ejemplo, futuras rendiciones de cuentas- o de fortalecimiento de rubros en 
aquellos casos que lo permitan. 


Un aspecto para nosotros muy importante tiene que ver con la prudencia con que se deben utilizar estos 
fondos, porque se trata de recursos que provienen de un fondo que pueden utilizarse por única vez y, por lo 
tanto, muy mal haríamos si utilizamos estos recursos para financiar gastos permanentes. Esa no es la 
intención del Poder Ejecutivo y, por lo tanto, entendemos que estos recursos deben utilizarse en cuestiones 
que generen un gasto también por única vez y utilizarlo en financiamiento infraestructural -creo que todos 
coincidimos que es uno de los desafíos más importantes que tiene el país- nos pareció la alternativa más 
adecuada. Me refiero, en particular -esto forma parte de decisiones que se deberán tomar en su momento-, la 
construcción de una línea férrea que conecte el centro y el norte con Montevideo, no solo está vinculada con 
la potencial instalación de una tercer planta de producción de celulosa, sino además tiene que ver con un 
cambio logístico para transportar el producido de la actividad agroindustrial de esa zona del país, porque 
cambia radicalmente la ecuación de costos. Muchos proyectos agroindustriales, más allá de la planta de 
celulosa, que actualmente por los costos de los fletes a Montevideo no serían rentables, cuando se establezca 
una línea férrea podrían volverlos rentables y, por lo tanto, generar niveles de actividad y de empleo 
importantes en esta zona geográfica que vale la pena recordar que es la que tiene los peores indicadores 
sociales y económicos de todo el país. 


Me referí a los aspectos jurídicos que habilitan, a nuestro entender, al Poder Ejecutivo a trasladar los fondos, 
al cambio de necesidades en virtud de la transformación de la matriz energética, a la necesidad de no utilizar 
los fondos que se obtienen por única vez en gastos permanentes, sino en gastos que se realicen por única vez, 
y a las ganancias de competitividad del país que vuelven rentables muchos emprendimientos agroindustriales 


en la zona centro y norte del país que, reitero, tiene los indicadores de desarrollo social y económico más 
deprimidos. 


Por todos estos factores, la expresión de voluntad del Poder Ejecutivo es avanzar en esa línea. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En primer lugar, quiero decir que el artículo 773 se refiere a la administración y 
utilización de los recursos del fondo con relación al objetivo que fue planteado en su creación. Por tanto, la 
disposición de esos recursos debe estar contenida dentro de ese objetivo y por eso se establece expresamente: 
"Las reglas para el uso del FEE estarán regidas por criterios vinculados con las condiciones hidrológicas de 
las cuencas relevantes para la producción de energía eléctrica". Cualquier otro destino que se quiera dar a 
estos dineros claramente debe requerir una norma de carácter legal. Aquí lo que se ha hecho es una 
triangulación. 


No me refiero a este caso específico porque todavía no ha culminado el procedimiento, pero tenemos el 
antecedente del año 2016. El decreto 139 al que hizo referencia el señor ministro interino es del año 2017, 
por lo que no estaba vigente en el año 2016, y yo lo cuestiono preguntándome si realmente el Poder Ejecutivo 
está habilitado para establecer una norma en este sentido. 


Voy a leer el agregado que mencionó el señor ministro interino, que expresa: "Fuera de las situaciones 
previstas en el inciso precedente, en caso de que el saldo del Fondo de Estabilización Energética supere el 
VOCF anual estimado más un incremento del 50% (cincuenta por ciento), el Poder Ejecutivo, en consulta 
con la Administración de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, podrá transferirle fondos con cargo al excedente". 
La transferencia de fondo se ha hecho y eso está de acuerdo a derecho. 


Sin embargo, el Poder Ejecutivo inmediatamente después de transferir los fondos -esta fue la operativa que se 
siguió sobre finales del año 2016- requiere a UTE un aporte a Rentas Generales por igual importe al que 
había transferido. Y después por otra resolución le transfiere ese mismo importe -la diferencia es que la 
resolución de transferencia que se hace a OSE está fijada en pesos pero es equivalente al monto que se había 
requerido- a OSE. A nuestro juicio, esa transferencia se hizo sin una norma habilitante y a nuestro entender el 
Poder Ejecutivo tampoco tiene norma habilitante para realizar una suerte de triangulación porque, en 
definitiva, se terminan utilizando recursos con un sentido absolutamente diferente al de la creación del fondo. 


Yo entiendo perfectamente y comparto en su totalidad el argumento de que el Uruguay ha cambiado la matriz 
desde el punto de vista de la generación de energía; este es un dato de la realidad. Pero me parece que en todo 
caso, habida cuenta de esa nueva realidad, el Poder Ejecutivo debió haber planteado en este ámbito una 
modificación del fondo de eficiencia energética. 


Tengo muy presentes los argumentos utilizados por el entonces ministro Fernando Lorenzo a la hora de 
plantear la creación de este fondo porque existía una preocupación por el desbalance que generaban en las 
cuentas públicas las situaciones muchas veces derivadas de la sequía. Por tanto, el fundamento del ministro 
apuntaba a incorporar una política contracíclica de forma tal de que tuviéramos los recaudos o las reservas 
necesarias para que como consecuencia de una sequía, por ejemplo, no se diera una suba de las tarifas. Este 
fue el sentido de la creación del fondo. 


Aquí el Poder Ejecutivo ha dispuesto el uso del fondo para otros fines que no tienen nada que ver con él y se 
ha hecho por la vía de una triangulación. Inclusive, está el antecedente que es anterior a este decreto del año 
2017 por lo acontecido en el año 2016. Ahora, se acaba de hacer una transferencia a UTE del orden de 

US$ 173.000.000. Yo no he mirado si el Poder Ejecutivo dictó alguna otra resolución con posterioridad pero 
el propio ministro de Economía y Finanzas nos está anunciando que va a utilizar esos US$ 173.000.000 en 
función de lo que pueden ser las necesidades en materia de infraestructura, atento a la inversión que va a 
realizar UPM en el país con una nueva pastera. 


Además, más allá de los compromisos que derivan de declarar el lugar donde va a operar UPM como una 
nueva zona franca, con todos los beneficios tributarios que de ello derivan, este Parlamento desconoce 
absolutamente si el Poder Ejecutivo se ha comprometido a otro tipo de realizaciones de infraestructura en 
relación con la instalación de esa planta; no sé si los demás sectores políticos tiene alguna información al 
respecto. 


Por tanto, que en el pasado se haya utilizado un fondo sin autorización legal y que se esté hablando de su 
utilización cuando en definitiva fue concebido para otros fines ya que la ley establece claramente cuál es el 
destino de esos recursos, que en todo caso en su origen tenían que ver con las propias tarifas de UTE, parece 
por lo menos una situación que no es regular. Y queremos traerla a colación porque me parece realmente 
grave que al margen, en una instancia en la que precisamente estamos discutiendo la asignación de los 
recursos, el propio Ministerio de Economía y Finanzas nos diga que los recursos que integran un determinado 
fondo van a ser utilizados con otro destino, en un informe que no se ha dado ni forma parte de lo que es la 
rendición de cuentas. ¿A partir de cuándo se van a utilizar esos recursos? ¿Cuándo va a realizar el Poder 
Ejecutivo un planteo en relación al uso de estos recursos? Pero, sobre todo, ¿cuál es la autorización legal? 
Aquí no ha habido autorización legal. Entonces, parecería que si hay disposición para modificar el fondo de 
eficiencia energética -reitero que comparto la valoración que se hace en relación al cambio de la matriz 
energética- debería estar planteado en esta instancia y no deberíamos habernos enterado por la prensa de que, 
en definitiva, este objetivo que estaba planteado aquí en cuanto a tener una disponibilidad de 4.000.000.000 
de UI ha quedado por lo menos fuera del objetivo del Poder Ejecutivo. En la propia ley de rendición de 
cuentas debió haberse planteado una modificación de este fondo y una utilización de los recursos excedentes 
con otro destino pero no ha sido así. Y repito que en el artículo 773 no está previsto de ninguna manera el uso 
de este fondo de eficiencia energética con otro destino que para el que fue creado. 


Por eso, quiero dejar planteado este tema; es una situación que nos preocupa. Nosotros vamos a requerir, a su 
debido momento, que el Poder Ejecutivo informe al Parlamento sobre cuáles son los acuerdos que parecen 
existir con la empresa UPM con relación a la realización de obras de infraestructura. Más allá de lo que se ha 
comentado públicamente, nos parece que tiene que haber un informe circunstanciado de parte del Poder 
Ejecutivo en relación a los compromisos que ha asumido la República en lo que tiene que ver con este tema, 
porque, a fin de cuentas, de estos aspectos nos enteramos por otra vía, a través de un reportaje que se le 
realizó al ministro, pero de esto absolutamente nada se informó en el ámbito parlamentario, en la instancia en 
que se dio ingreso a esta modificación presupuestal que acompaña la rendición de cuentas que tenemos a 
estudio. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En esta ocasión lamento no coincidir con el señor ministro interino y lamento 
que no esté aquí el señor ministro de Economía y Finanzas, que fue quien hizo estos anuncios públicos y no 
los anunció ante la Comisión cuando nos vino a presentar recursos, ingresos y cambios que teníamos. Debió 
haberlo dicho acá; se lo guardó para una entrevista radial. 


Lamento no coincidir con el fundamento que hace el señor ministro interino, porque no hay decreto que 
pueda cambiar una ley: el decreto reglamenta la ley. Y la ley es clara, dice: "Créase un Fondo de 
Estabilización Energética (FEE) con el objetivo de reducir el impacto [...]". Reitero, "con el objetivo", fija 
cuál es el cometido: "[...] el objetivo de reducir el impacto negativo de los déficit hídricos sobre la situación 
financiera de la Administración de Usinas [...]". 


Si usted me dijera que no lo van a usar para amortiguar los cambios financieros que puede generar la 
utilización de energías caras, como el fueloil, cuando hay que prender la Central Batlle por una sequía, que es 
por lo que esto se generó y yo voté, y que lo van a usar para construir, por ejemplo, una represa, bueno. Pero 
no hay manera de justificar que este dinero vaya para otro fin, porque yo le traería aquí y le leería completa la 
versión taquigráfica que motivó esto y no tiene nada que ver con lo que se nos está diciendo ahora: ni en el 
texto ni en la intención del legislador figura la posibilidad de que esto termine en UPM. Si a mí me hubieran 
dicho que esto terminaría en una empresa privada, yo lo habría votado en contra y lo voté a favor. ¡A mí me 
mintieron entonces! Termina en un beneficio para UPM. 


Como dijo el diputado Posada, no hay marco legal, está actuando fuera de la ley el señor ministro de 
Economía, y lo quiero personalizar; está actuando fuera de la ley. Pero además tampoco tiene marco legal 
para darle destino sin ley. ¿Por qué es el señor ministro el que dice: "Lo voy a poner para construir 
infraestructura para UPM"? ¡Debería venir aquí y decir: "Tengo US$ 173.000.000 más en Rentas Generales, 
porque interpreto que puedo tomar ese dinero, por un decreto, y los pongo acá"! Y es el Parlamento el que va 
a decir cuál es su destino. 


Yo diría, US$ 173.000.000, para una vez, bueno, a ver. Con US$ 173.000.000, por ejemplo, yo podría crear 
un fondo de emergencia para el cambio climático, ya que cada vez que tenemos un tornado o una inundación, 
andamos pidiendo colchones, chapas y bloques. Porque tenemos un Fondo de Emergencias Climáticas para la 


granja, pero no para esto, para lo que tenemos rubro, pero nunca hay plata y tenemos que andar reforzando 
rubros, y con US$ 30.000.000 andamos bárbaro. Y pongámosle que con US$ 100.000.000 hacemos el 
Hospital de Clínicas, y voy a discutir con el que sea a ver si es mejor poner US$ 170.000.000 para UPM o 
US$ 100.000.000 para hacer de vuelta el Hospital de Clínicas. Y todavía me sobran US$ 40.000.000 y con 
eso les pago a los judiciales, a los que les digo que no les estoy pagando la deuda porque no tengo y resulta 
que parece que tengo: tener tengo, no quiero, se lo quiero dar a UPM. Y no tiene el señor ministro marco 
legal. Y si el señor ministro dispone de esos recursos para construir vías para una empresa que aún no ha 
resuelto instalarse en el país y, por lo tanto, lo deja en Rentas Generales y lo reserva para ello, vence el 
ejercicio y lo usó para abatir déficit, entonces, nosotros vamos a agotar todos los caminos que políticamente 
tenemos para ejercer nuestro deber y exigir las responsabilidades del desvío de recursos públicos, ¡porque 
esto es un desvío ilegal de recursos públicos! Tanto disponer de un fondo que fue creado con un objetivo que 
no se respeta, como disponer el destino de un dinero de recursos públicos que llegó a Rentas Generales por 
esa triangulación ficticia sin que el Parlamento disponga cuál es su destino. Es el Parlamento el que lo 
dispone, sea en una ley presupuestal o en una ley especial. Y si es mucho, porque cambió la matriz energética 
-y estoy de acuerdo en que es mucho-, porque hoy tenemos otros respaldos que no son solo las centrales 
térmicas, entonces, cambiemos esta ley, modifiquemos el artículo 773 de una ley presupuestal y pongamos en 
su inciso cuarto: "El Fondo de Estabilización Energética podrá tener una disponibilidad de hasta 
1.000.000.000 de Ul, que son US$ 120.000.000, que es lo que le van a dejar una vez que retiren 

US$ 173.000.000. Y si los técnicos entienden que con este colchón es suficiente, establezcamos que para el 
futuro UTE disponga de ese monto para la estabilización y el resto se lo devuelva a sus clientes rebajándoles 
las tarifas, pero no se lo queda en un colchón para que lo manotee el ministro de turno. ¡Eso no es lo que 
quisimos acá! Nos mintieron cuando nos hicieron votar esto, porque era para otro objetivo. ¡Y yo creo que, 
en realidad, no nos mintieron! En ese momento era absolutamente cierto y por eso lo votamos. Y si ahora 
sobra, pues digámosle al Parlamento; sé que no es comparable, pero este dinero es más que lo que van a 
producir todos los impuestos que nos traen; sé que uno es gasto corriente y permanente y otro es por una vez, 
pero dentro del dinero que estamos buscando acá la bancada oficialista y las bancadas de oposición hay un 
montón de gastos por una vez que podríamos financiar con ese dinero. Acabo de expresar algunos de ellos: 
con los US$ 173.000.000 hacemos el Clínicas, les pagamos a los judiciales y hacemos un fondo de 
emergencia. Y la imaginación es infinita para darle destino, pero hay ciento treinta parlamentarios que 
deberíamos trabajar en eso, y ni que hablar de que la iniciativa del Poder Ejecutivo sería aceptada y 
saludable, pero es el Parlamento el que decide. 


Todo esto es una opinión. Ahora voy a hacer una pregunta. ¿En qué punto se encuentra el anuncio? ¿Se ha 
ejecutado esa decisión del señor ministro y el dinero ya se trasladó desde el Fondo de Estabilización 
Energética y está disponible para Rentas Generales o el anuncio está en etapa de anuncio y aún no se ha 
ejecutado? 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quiero hacer solo unos comentarios; supongo que el ministerio contestará 
debidamente este tema. 


Se habló de que se lamentaba la ausencia del ministro para poder contestar esto. Este no es un tema de 
rendición de cuentas... 


(Interrupción del señor diputado Posada) ... dado que no figura en el articulado, y por lo tanto no estaba 
previsto que se hablara hoy al respecto. Tenemos una Comisión de Hacienda que perfectamente puede citar al 
ministro, en el momento en que esté, para consultarlo sobre los comentarios que hizo en la prensa. 


Pero lo que sí no puedo dejar pasar es que se diga que en las declaraciones que hizo el ministro, hizo 
referencia a darle este monto a una empresa privada: esto es para inversión pública. Esto se aclaró en el 
marco de los doce mil millones de inversión pública que se presentó en instancias del presupuesto nacional y 
que se ha reiterado en otras rendiciones de cuentas; sigue siendo objetivo del Gobierno realizar una 
importante inversión pública, entre otros, en el rubro ferroviario. 


Por lo tanto, no es para la empresa UPM. 


En caso de concretarse, sí será inversión pública para el transporte ferroviario, que tanto necesita Uruguay y 
que mucho puede mejorar la competitividad, no solo en el área forestal sino también en las actividades del 
centro del país. Es más, con una buena estructura ferroviaria se permitiría que actividades que hoy no se 
desarrollan comiencen a hacerlo porque serían rentables con un medio de transporte de este tipo. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero dejar una constancia. 


El señor presidente no hubiera habilitado este planteamiento si no hubiese entendido que se trata de un tema 
vinculado a la rendición de cuentas. Estamos hablando del Fondo de Estabilización Energética, creado a 
través de una ley de presupuesto, y su evolución sí es un asunto a considerar en la rendición de cuentas. El 
destino de este fondo, en todo caso, es objeto de una eventual ley. 


Por lo tanto, se enmarca dentro de lo que estamos discutiendo. 


El uso sin autorización legal de parte de este fondo para destinarlo a OSE se hizo en el año 2016. Si no 
recuerdo mal, fue en noviembre o diciembre del año pasado, cuando se aprobaron las tres resoluciones. Una 
de ellas permitía la transferencia a UTE de aproximadamente US$ 18.000.000; otra resolución tenía que ver 
con requerir a UTE un anticipo para Rentas Generales; y la tercera determinaba el destino de ese mismo 
importe a OSE. 


Por lo tanto, estamos dentro de tema. Sí es claro que no había habilitación legal que determinara que el Poder 
Ejecutivo -sin perjucio de lo que se anuncie ahora- pudiera hacer lo que hizo. 


Simplemente quería dejar esta constancia. Nos reservamos el derecho a convocar al señor ministro de 
Economía y Finanzas. Creo que el tema es grave, y lo amerita. Además, es necesario que de una vez por 
todas el Poder Ejecutivo informe al Parlamento respecto a los compromisos asumidos en materia de 
infraestructura pública en las conversaciones mantenidas con la empresa UPM. 


No estoy haciendo valoraciones respecto al uso de esos recursos; sí las hago con relación a la legalidad de las 
decisiones que ha tomado el Poder Ejecutivo. Desde hace mucho tiempo reclamamos que el país realice una 
inversión en materia ferroviaria que, lamentablemente, no ha pasado del discurso y los anuncios. En todo 
caso, esa es otra discusión. 


Lo importante acá es la habilitación legal que, a nuestro entender, no existe para hacer lo que el Poder 
Ejecutivo hizo. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Simplemente quiero decir que en el día de ayer el ministro de Transporte se 
congratuló con esto de los US$ 173.000.000; dijo que a él le vendría bárbaro y que era una buena noticia 
contar con ellos para llevar adelante las inversiones necesarias para la empresa UPM. 


Esto figura en la versión taquigráfica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a la comisión lo siguiente. 


Al menos para mí este es un instante trascendente. Cuando el señor diputado Posada me planteó el tema yo 
hice las consultas y le comuniqué a él y a esta comisión que este día jueves el ministro de Economía no se 
encontraría en el país porque estaría defendiendo la tasa consular en el Mercosur, como es de pública 
notoriedad y todo el mundo puede apreciar a través de la televisión. 


No se ocultó ni se dijo que no se vendría a hablar de esto. No dio la espaada. Debería estar acá, pero no puede 
porque físicamente está en otro lado. ¡Lo anuncié a todo el mundo! 


La reunión del Mercosur, en Mendoza, estaba agendada antes de que el diputado me planteara este asunto. 


De todas formas, los compañeros del ministerio de Economía y Finanzas, presentes en este ámbito, están 
dando las respuestas -gustarán o no; son diez tantos aparte- a la inquietud del señor diputado Posada, que me 
la reiteró en horas de la mañana en esta mesa. 


No esquivamos el bulto ni escapamos a la discusión. Y se puede decir todo lo que se quiera, pero me parece 
que este es un tema que deberíamos sacar de este ámbito; que en la Comisión de Hacienda llamen al ministro 
y lo tengan todo el día preguntándole por qué son las cosas. A esta altura del partido, creo que es el camino 
más correcto. Me parece bien que se discuta y que se hagan los planteamientos que se estimen pertinentes. 
No vamos a dejar a nadie con las ganas de decir lo que quiera sobre un tema que es trascendente para la vida 
de la República. Ahora, ¡las cosas claras! Si el ministro hoy no está acá, no es porque no haya querido 


concurrir, sino porque físicamente está en otro lado. Como ustedes saben, las leyes de la física son 
inmutables, y una cosa no puede estar en dos lugares diferentes a la misma vez. 


¡Que quede claro! 


SEÑOR POSADA (Iván).- Suscribo absolutamente todas las palabras del señor presidente. Así ocurrieron las 
cosas, y quiero dar testimonio en ese sentido, pues usted ha actuado como correspondía. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Me informan que hay algunas leyes de 
física que dicen que hay algunos electrones que pueden estar en dos lugares al mismo tiempo. Eso es otra 
cosa... 


(Hilaridad.- Diálogos) 


———C on relación a este punto, en esta instancia o en todas las que sean necesarias, gustosamente el Poder 
Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas y el señor ministro concurrirán a dar su visión y las 
explicaciones que sean necesarias por el proceder que se ha tenido. 


Como bien ha dicho el señor presidente, las explicaciones pueden compartirse o no. Entendemos que hay un 
fundamento legal, que es el artículo 773, porque no solo se dice que se podrá administrar y definir el uso, 
sino que en el párrafo siguiente se establece un máximo del fondo, pero nunca se indica un mínimo. 


Entonces, si no tiene mínimo y su utilización y administración se pueden definir, entendemos que este 
artículo y las reglamentaciones posteriores son las que habilitan; ese es el fundamento jurídico para avanzar 
en esta materia. 


Parecería que hubiéramos dicho cosas distintas, pero en nuestra primera intervención dijimos que una cosa 
tiene que ver con llevar recursos de este fondo a Rentas Generales y otra es la definición de su utilización, y 
marcamos cuál era la predilección el Poder Ejecutivo. 


También dijimos que para poder utilizar dichos fondos en el destino que el Poder Ejecutivo entiende que es 
correcto -es correcto no solo porque no se financia gasto permanente sino gastos o inversiones puntuales y 
por la importancia que este tipo de emprendimientos puede tener para el desarrollo económico y social de un 
área del país muy deprimida- deberían definirse en futuras instancias presupuestales los mecanismos para 
poder aplicar los fondos. Esto tiene que ver con la utilización de mecanismos de refuerzo de rubros, que se ha 
establecido en una ley presupuestal, o será necesaria una nueva instancia, una nueva rendición de cuentas, en 
la que se apliquen esos fondos. 


No veo ninguna discrepancia con lo que han manifestado los señores diputados que me precedieron en el uso 
de la palabra. Aquí no se dice que el ministro de Economía dirá que la plata va para un lado porque se le 
antoja; no es eso. Lo que sí se está diciendo es que se utilizarán los mecanismos y se marca cuál es, a nuestro 
entender, la mejor forma de hacerlo. Puede haber otras opciones de utilización; el señor diputado Gandini ha 
mencionado una, pero puede haber otras. Reitero que el mecanismo de refuerzo de rubros, o las futuras 
instancias presupuestales, indicarán cómo se deben utilizar. Por tanto, no se hará nada por fuera de la ley. 


Por otro lado, quiero dejar constancia de que esto no es plata para UPM. Por tanto, degradar la importancia 
que puede tener el ferrocarril para transportar mercadería desde la zona centro norte de nuestro país hacia 
Montevideo a un solo emprendimiento me parece que es desconocer los potenciales impactos positivos que 
generaría la baja de costos logísticos. En realidad, esa baja volvería rentables un montón de emprendimientos 
que actualmente deben transportar su mercadería en camión, y a 9 centavos de dólar la tonelada. Sin duda, si 
pudieran transportar su mercadería por ferrocarril se volverían rentables, ya que lo harían a un precio bastante 
inferior, lo que no tiene que ver específicamente con UPM; estamos hablando de otros emprendimientos. 


Por supuesto, si este emprendimiento termina cuajando, podrá utilizar esta vía, al igual que otros. Reitero que 
no estamos hablando de que se le estarán destinando US$ 173.000.000 a una empresa privada. Eso es falso; 
no es así. 


Con respecto al acuerdo de inversión en el que se está trabajando entre el gobierno uruguayo y UPM, debo 
decir que en el momento en que quede definido, obviamente, será informado en todos los ámbitos que 


corresponda, no solo en los institucionales, sino también a la ciudadanía en su conjunto. ¿Por qué no se ha 
informado aún? Sencillamente, porque no hay un acuerdo cerrado; todavía se está discutiendo. Por lo tanto, 
cuando ese trabajo quede terminado, se darán las noticias que correspondan. 


Para hacer referencia al aspecto temporal mencionado por el diputado Posada quisiera cederle la palabra -si el 
señor presidente me lo permite- al economista Andrés Masoller; hará referencia a la transferencia de fondos 
hacia OSE. 


SEÑOR MASOLLER (Andrés).- Simplemente quiero aclarar que en la primera operación vinculada a la 
empresa OSE se procedió a hacer una parte de la transferencia, que fue la que se realizó desde Rentas 
Generales y a través de un convenio con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y medio 
ambiente. 


Por otro lado, la transferencia del Fondo de Estabilización Energética hacia UTE todavía no se ha concretado, 
en el entendido de que no se disponía de la base reglamentaria para ello, pero entendemos que luego del 
Decreto N* 139 de 2017, recientemente emitido, estamos habilitados para llevarla a cabo. En realidad, a partir 
de una reformulación de las formas de uso del Fondo se viabiliza esa transferencia. Reitero que dicha 
transferencia a UTE aún no se ha concretado, ya que se la unirá a la que debe hacerse a OSE a fin de hacerlas 
conjuntamente. 


SEÑOR ÁLVAREZ (Marcos).- En rigor, tengo pocos elementos que aportar a la explicación que efectuó el 
señor ministro interino, pero quiero decir que las afirmaciones realizadas con énfasis por los señores 
diputados me obligan a insistir en la interpretación que hizo el Poder Ejecutivo con respecto a la facultad que 
se anuncia que se utilizará. 


Es cierto que la disposición legal creó un fondo con un destino, pero también lo es que el legislador facultó al 
Poder Ejecutivo a llevar adelante una reglamentación en dos momentos distintos. Los señores diputados 
saben perfectamente que en materia presupuestal es muy común la delegación legislativa y creemos que este 
es un típico ejemplo de dicha delegación en favor de la Administración. 


¿Por qué me referí a dos momentos? Porque la legislación, en el inciso segundo -referido por el señor 
ministro interino-, facultó al Poder Ejecutivo, mediante reglamentación, a efectuar los aportes -esto es: 
necesariamente se va a referir al momento previo-, pero también utilizó dos sustantivos que son muy 
reveladores: administración y utilización. ¿Qué es administrar? Entendemos que es gestionar. Y ¿qué es 
utilizar? Entre otros conceptos, consideramos que implica dar un destino a los fondos. 


Por tanto, más allá de cuestiones opinables -que puede haber, como en tantas cuestiones jurídicas-, 
entendemos que estamos ante una típica hipótesis en la que el legislador facultó al Poder Ejecutivo a disponer 
de los fondos. 


Por supuesto, no voy a entrar en las explicaciones de corte coyuntural o fáctico que abundan, ya que no me 
corresponde; simplemente, me voy a limitar al aspecto jurídico. Por tanto, debo decir que entendemos que 
estamos ante una delegación legislativa, y que los verbos "administrar" y "utilizar" facultan a realizar lo que 
el señor ministro anunció. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera que el señor abogado me indicara dónde dice que facultamos, ya que 
no veo ningún lugar que diga "Facúltase". Lo que veo es que dice: "El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
de UTE, reglamentará la forma en que se realizarán los aportes al FEE, así como las condiciones de 
administración y utilización de los recursos. Las reglas para el uso del FEE estarán regidas por criterios 
vinculados con las condiciones hidrológicas de las cuencas relevantes para la producción de energía 
eléctrica". Ese es el marco, porque el artículo, tal como leí, dice: "[...] estarán regidas por las condiciones 
hidrológicas de las cuencas [...]". De ahí no se puede apartar; eso fue lo que nosotros autorizamos. 


Por tanto, ¿me puede explicar dónde dice que nosotros autorizamos al Poder Ejecutivo a disponer otra cosa? 
Lo consulto porque no veo la palabra "autorízase" por ningún lado. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Para mayor abundamiento, si hiciéramos una lectura del Decreto N* 442/011, y de 
su posterior modificación, el Decreto N* 305/014, podríamos ver que siempre se habla de regular los aportes 
a UTE y de cómo se calculan. En realidad, se define una fórmula para establecer el cálculo, pero en ningún 


caso -en este decreto y en su modificativo- se habla sobre la utilización de estos recursos con un fin distinto 
para el que fueron creados. 


Solo quería dejar esta constancia. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que tanto el señor diputado Posada como el diputado Gandini han sido 
categóricos y contundentes en cuanto a la argumentación política y jurídica. 


Francamente, los argumentos jurídicos que acaban de pronunciarse no solo no nos aclaran la situación, sino 
que nos reafirman mucho más en la misma posición. Diría más: a esta altura estoy tentado a pensar -sin haber 
leído los decretos; lo digo sinceramente-, de acuerdo con lo se dijo en sala el día de hoy, que esa 
reglamentación es ilegal. Si bien el inciso segundo, tal como el doctor acaba de decir, establece que el Poder 
Ejecutivo reglamentará la administración y utilización de los recursos, no se trata de administrar en cualquier 
sentido y utilizar para cualquier cosa. Acá hay un tema de hermenéutica jurídica. Este segundo inciso no 
puede entenderse ni interpretarse si no es a la luz del primer inciso, a la luz de un fondo que establece un 
objetivo concreto, que es el impacto de los déficits hídricos en la situación financiera de UTE y en las 
finanzas públicas. Ese es el fin. Capaz que es una fórmula excesivamente rígida o lo suficientemente cerrada 
como para que el Poder Ejecutivo no pueda tener una discrecionalidad mayor a la hora de hacer, por ejemplo, 
lo que ahora pretende. Evidentemente, de acuerdo con el sentido literal del artículo 733, no estaría en 
condiciones de hacerlo, salvo que se hiciera una modificación legal. Se supone que las leyes tienen una dosis 
de rigidez mayor que el decreto reglamentario, que el decreto del Poder Ejecutivo modifica por su propia 
voluntad, pero esto no quiere decir que no exista la flexibilidad suficiente como para que una ley se cambie 
por otra. En ese sentido, creo que el espíritu del legislador y el mandato legislativo son muy claros. Alcanza 
con revisar los antecedentes de esta disposición. Esto estuvo presente en la discusión que dimos 
oportunamente, cuando todos votamos por unanimidad este artículo. No se planteó que si los niveles de 
hidraulicidad lo permitían el Poder Ejecutivo iba a construir vías férreas o lo dedicaría a otro destino. Podría 
ser muy loable desde el punto de vista político o del aprovechamiento de los recursos; es materia opinable; 
ahí entramos en el plano de lo subjetivo. Ahora, es evidente que el Poder Ejecutivo no tiene mandato o 
facultad legal suficiente para concretarlo. Debería pedirse al Parlamento la adecuación de esta norma. A esta 
altura y después de las respuestas o argumentos que se intentaron ensayar recientemente, esto ha quedado 
absolutamente demostrado, sobre todo cuando la ley reafirma que la reglamentación de esta disposición 
inexorablemente debe estar referida a criterios vinculados con lo hidrológico. Y lo hidrológico es la 
generación de energía, no la construcción de vías férreas. Creo que no podemos hacer decir a la ley lo que no 
dice; creo que la ley es muy clara en ese sentido. Si a esta altura de las circunstancias se sostiene la 
utilización de este instrumento en función de la evolución satisfactoria que el país ha tenido desde el punto de 
vista del suministro energético -podría ser-, entonces, hay que adecuar la ley; no hay que estirarla ni 
violentarla, que en los hechos es lo que, a partir de un fin que puede ser más o menos compartible, el Poder 
Ejecutivo está intentando hacer. 


Gracias. 


SEÑOR ÁLVAREZ (Marcos).- En su primera intervención, el diputado Gandini hacía una distinción muy 
importante. Me refiero a que distinguió muy correctamente la autorización legal para disponer del fondo de la 
utilización legal, es decir, de qué hacer con esos fondos presuntamente retirados. Esta distinción es muy 
correcta y viene muy a propósito de lo que estamos discutiendo. 


Francamente, entendemos que cuando el legislador permitió administrar y utilizar está incluyendo verbos que 
permitirían lo que el señor ministro anunció. Por "administrar" entendemos gestionar determinados negocios 
y por "la utilización" entendemos, entre otras cosas, dar destino. Precisamente, es aquello que la hipótesis 
normativa está regulando y que facultó mediante reglamentación, por supuesto, al Poder Ejecutivo a efectuar. 
Esto es, si se facultó a reglamentar y se utilizó el instrumento jurídico reglamentador por excelencia, como es 
el decreto, no vemos la necesaria y contundente ilegalidad que los señores diputados -con poderosos 
argumentos- afirman. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que podemos dar por zanjado este tema. La Comisión de Hacienda 
podrá considerarlo cuando lo entienda conveniente. Seguramente, este asunto da para mucho más. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Quiero hacer una pregunta con respecto al artículo 237. Se trata de una 
trasposición de fondos que, según la fundamentación del articulado que recibimos, refiere a la creación de la 


Secretaría de Transformación Productiva y Competitividad. 


Concretamente, quisiera saber de cuántas personas estamos hablando, porque se mencionan contratos 
temporales de derecho público y sueldo anual complementario; supongo que esto es materia de 
remuneraciones. Me gustaría conocer a cuántas personas refiere este artículo para evaluar los primeros 
efectos de la ley. 


SEÑOR BORCHARDT (Michael).- Quiero aclarar que el artículo 237 fue presentado por Presidencia de la 
República. Nosotros no podemos aportar elementos nuevos al contenido, como demanda el diputado Mujica. 


Asimismo, el artículo 238 fue presentado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Suponemos que 
en oportunidad de la comparecencia de las autoridades de dicha Cartera, lo plantearon y defendieron. 


Pensamos que el artículo 237 había sido presentado y defendido por los representantes de Presidencia de la 
República cuando concurrieron a la Comisión. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que es muy oportuna la consulta del diputado Mujica, porque 
efectivamente nos habíamos salteado -supongo que deliberadamente, por razones de competencia- el análisis 
de este artículo. En él se establece una reasignación de rubros, que son los que se detallan en el cuadro 
correspondiente, y el objeto del gasto es "Otros gastos". La pregunta que surge, por sentido común, es cuáles 
son esos gastos. Supongo que el Poder Ejecutivo, en función de que reasigna recursos, debe tener previsto 
financiarlos. Creo que eso es lo que preguntaba el diputado Mujica. No sé si hay algún detalle al respecto o si 
podemos obtener alguna respuesta concreta. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- En la fundamentación del articulado, con respecto al artículo 237 se señala que 
en el marco de la Ley N* 19.472 se creó en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto el Proyecto 210, 
Secretaría de Transformación Productiva y Competitividad -esto tiene que ver con aquella ley que se votó en 
el Parlamento-, lo que implicó la redistribución de recursos en varios proyectos de esta Oficina, impactando 
en la programación financiera de los recursos asignados para el ejercicio. 


Como esto es una reasignación, lo primero que pregunto -porque, reitero, esto es materia remunerativa- es 
cuánto personal se reasignó. Me queda cierta duda en cuanto a si esto tiene costo o no; no sé si se trata de 
contratos que estaban vigentes y se transfirieron o si se hicieron otros contratos. 


Cuando recibimos a las autoridades de Presidencia de la República no tratamos este artículo en particular. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tomamos nota de la inquietud y 
pediremos a Presidencia que informe a esta Comisión por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, zanjamos de esa manera la inquietud planteada. 
(Apoyados) 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Me pareció muy bien lo que decía el ministro interino Ferreri con 
respecto a la competitividad de la producción. Lo digo con absoluta propiedad. Fui muy crítico cuando se 
creó el Sistema Nacional de Competitividad porque consideré que se trataba de un agrupamiento de 
organismos que ya existían. En esa oportunidad dije -y lo volví a repetir al director de la OPP, cuando 
vinieron las autoridades de Presidencia de la República- que dejaron afuera del Sistema Nacional de 
Competitividad nada más y nada menos que al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Cuando pregunté 
al ministro por qué no había participado, me dijo que no lo habían invitado a integrar el Sistema Nacional de 
Competitividad. Cuando recibimos a los representantes de Presidencia de la República planteé esto al 
director de la OPP y me respondió que no podían armar un gabinete paralelo y que había que elegir. Y se 
eligió hasta al Ministerio de Educación y Cultura para que integrara el Sistema Nacional de Competitividad 
-creo que lo integra- y se dejó afuera al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por eso, cuando se dice 
que hoy una de las pocas cosas que le puede dar competitividad a un sector de la producción es el costo de la 
logística, no entiendo. 


¿Ustedes creen que UPM está exigiendo el ferrocarril porque le queda cómodo? Lo están exigiendo porque es 
imprescindible para hacer la inversión. Si no bajan el costo del transporte de la producción, no cierra. Se lo 


dije al director de la OPP y me dijo que la visión que él tenía de la competitividad no era tan complicada. En 
la zona del norte de Paysandú y Salto ya no se puede producir soja, porque no resiste un costo de flete de 
US$ 47 al puerto de Nueva Palmira. Y digo estas cosas que, quizás, no tienen nada que ver con el articulado, 
pero hacen al país que queremos desarrollar y que deseamos que crezca. 


Acá se dice que esta trasposición del rubro a la vía férrea que va a haber desde Paso de los Toros a 
Montevideo no es para una empresa multinacional. El señor ministro de Transporte y Obras Públicas hubiese 
quedado encantado si hubieran venido a decir que de estos US$ 170.000.000 se iban a destinar 

US$ 110.000.000 a hacer los 143 kilómetros de vía férrea que no se pudieron hacer -el señor ministro 
interino estuvo en la reunión que mantuvimos con el señor ministro y con el intendente de Río Negro- entre 
Algorta y Fray Bentos. Ese tramo hace cinco años que se está por hacer. Se licitó; se le dio a la empresa; esta 
no consiguió el financiamiento por PPP, y no se pudo hacer. 


Entiendo la logística y el beneficio de tener una vía férrea, pero también hay otros lugares donde invertir. 


Otro tema que quisiera plantear -quiero hacerlo antes de comenzar a analizar el tema de los recursos y ver de 
dónde obtenemos dinero- tiene que ver con varias declaraciones y publicaciones de prensa. Una de ellas fue 
publicada el 4 de mayo de este año, en la que el vicepresidente de la República decía: "No estamos pensando 
en una reforma tributaria ni en cambios impositivos, pero sí creo que hay que ser más eficientes y recaudar 
los impuestos que, por ley, están vigentes en todo el país para permitir mejor justicia e igualdad". 


Posteriormente habla de que es un orgullo la poca evasión que hay del IVA. 


En el año 2012, el ministro interino Ferreri hablaba de que la DGI había lanzado un operativo fiscal sobre 
cien empresas agropecuarias. Creo que fue un operativo exitoso e importante en cuanto a recaudación. 


Posteriormente, el 17 de marzo de este año, el director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Álvaro 
García, al ser consultado sobre posibles cambios impositivos, dijo: "Lo primero que hay que hacer es cobrar 
todos los impuestos que hay". Señaló que "hay mucha tela para cortar", respecto a la evasión del Impuesto a 
la Renta de las Actividades Empresariales -IRAE-, que ubicó por encima del 40 %. 


Tanto el vicepresidente como el director de la OPP "citaron un informe del Departamento de Estudios 
Económico-Tributarios de la Dirección General Impositiva (DGI) que estimó la evasión potencial del IRAE 
en 44,7% para el bienio 2012-2013 (último estudio realizado). Esto indicaría que en 2016 hubo unos 

US$ 667,8 millones que el fisco dejó de cobrar por dicho tributo, al tomar la recaudación anual del IRAE que 
ascendió a US$ 1.494 millones". 


Simplemente, quiero saber si esto es así antes de empezar a ver de qué otro lado se puede sacar dinero. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Antes de ingresar al Capítulo de 
Recursos Financieros, quiero hacer algún comentario que pretende responder a la interrogante planteada por 
el señor diputado Lafluf con respecto a los niveles de evasión tributaria y a la posibilidad de obtener recursos 
disminuyéndola. 


En el caso de Uruguay, vale la pena ver cuál ha sido la trayectoria en los temas vinculados con la evasión 
fiscal y su combate, la cual ha sido muy exitosa producto de la transformación organizacional que la DGI ha 
llevado adelante en los últimos años. 


Hay que recordar que la transformación de la DGI fue realizada por un decreto del año 2005, que 
reglamentaba una ley del año 2003 votada por la unanimidad del sistema político. Al reglamentar esa ley, ese 
decreto del año 2005 estableció un cambio muy profundo en temas que al día de hoy parecería hasta ridículo 
plantearnos. Por ejemplo, hasta el año 2005 los funcionarios de la DGI podían trabajar en la administración 
tributaria y, a su vez, asesorar a clientes en el ámbito privado. A su vez, la inversión en tecnología en la DGI 
era de aproximadamente US$ 50.000 por año. No hace cuatro o cinco décadas; esa era la situación de la DGI 
del Uruguay en el año 2005. 


Además de un cambio organizacional, donde se estableció la exclusividad de los funcionarios, se comenzó a 
invertir en tecnología como nunca se había hecho. En el primer quinquenio, que va desde el año 2005 al año 
2010 se invirtieron más de US$ 10.000.000 en tecnología. Esas cifras fueron creciendo durante el periodo 


2010-2015, y crecieron nuevamente en este período. Eso ha implicado un cambio tecnológico y 
organizacional muy fuerte de la administración tributaria. 


Según los ranking internacionales, elaborados por organismos internacionales multilaterales, Uruguay tenía 
una de las tres o cuatro peores administraciones tributarias de América Latina. Y ese no es solo el resultado 
de una situación organizacional sino de la voluntad política, porque un organismo que invierte US$ 50.000 
por año en tecnología y deja que sus funcionarios asesoren al sector privado es porque, obviamente, la 
voluntad política quiere que no se controle lo que se tiene que controlar. Esa voluntad política cambió, en 
primer lugar, con una ley votada por la unanimidad del sistema político y, en segundo término, con un 
decreto reglamentario en el año 2005. 


En los años 2002 y 2003 Uruguay tenía una tasa de evasión, en el caso del IVA, que superaba el 40% y, en el 
caso del impuesto a la renta empresarial, que superaba el 80%. Se ha ido combatiendo la evasión y 
disminuyendo estos niveles. Al día de hoy, la tasa de evasión del IVA se ubica entre el 10% y el 12% y, en el 
caso del impuesto a la renta empresarial -el diputado Lafluf hacía referencia a cifras de hace algunos años, 
con niveles algo superiores al 40%-, las estimaciones actuales de la DGI marcan niveles algo más bajos, y se 
ubican en el entorno del 30%. 


La pregunta es por qué si la tasa de evasión del IVA es del 10% al 12%, la del IRAE se ubica en el entorno 
del 30%. Esta es una regla que se da a nivel internacional: por cada peso que se evade de IVA, en general se 
evaden $ 3 del impuesto a la renta corporativa. Esto tiene que ver simplemente con la mecánica de 
liquidación de los impuestos. Para que se pueda evadir $ 1 de IVA es porque antes, en el estado de resultados, 
las cuentas determinaron que se evadieran $ 3 en el impuesto a la renta empresarial. Esta regla -más, menos- 
se cumple en todas las administraciones tributarias del mundo, es decir, que la evasión del impuesto a la renta 
es aproximadamente tres veces la del Impuesto al Valor Agregado. 


Siempre se puede mejorar, pero hoy Uruguay tiene, desde hace tres o cuatro años, en el caso del IVA -que es 
la que es más fácil de medir y de comparar a nivel internacional y por lo tanto hay tablas comparativas de 
todo el continente-, la tasa de evasión más baja de toda América Latina. Este es un dato no menor. ¿Se puede 
bajar la tasa de evasión del IVA del 10%, 12% a un número menor? Probablemente, sí. La posibilidad 
marginal de ir bajando va disminuyendo a medida que la tasa es más baja. Por lo tanto, al tener esta regla que 
determina que, aproximadamente, la relación sea uno a tres, es que tenemos niveles de evasión del impuesto 
a la renta empresarial de esta magnitud. Dicho de otra manera. Si quisiéramos tener una tasa de evasión del 
impuesto a la renta empresarial de 10%, tendríamos que tener una tasa de evasión del IVA de 3%, y eso no 
existe ni en América Latina ni en ningún otro lugar del mundo. Tasas de evasión de un solo dígito, cercanas a 
diez pero por debajo, solamente tienen los países con un elevadísimo cumplimiento de nivel tributario, con 
administraciones tributarias hiperdesarrolladas; no es lo que ocurre en América Latina. Uruguay y Chile son 
los únicos dos países que se pueden ubicar dentro de un rango cercano a estos valores. Por lo tanto, no solo se 
ha avanzado muchísimo, sino que los márgenes para bajarla son cada vez más apretados y la línea tiene que 
ver con continuar la profesionalización y la utilización de tecnología de punta, que es lo que ha venido 
haciendo la DGI en los últimos años. Reitero, no solo tenemos los mejores niveles de América Latina, sino 
que el espacio para reducir esto es cada vez menor. 


No sé si esto contesta las inquietudes del señor diputado. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Los datos de cuánto era antes y cuánto es ahora los supe en un 
seminario que dio el señor ministro interino. 


Yo hice un pedido de informes, pero todavía no lo tengo porque hace muy poco tiempo que lo solicité. No 
obstante, quiero señalar que aquí se habla de una proyección para 2016 de US$ 667.000.000, que es 
muchísima plata. Supongamos que haya bajado algo, y capaz que estaríamos hablando de US$ 400.000.000 
de evasión. Es lógico que el IVA sea el menor porque lo paga mucha más gente que la que paga el impuesto a 
la renta. Pero US$ 600.000.000 no los evade una despensa. 


Quería saber esto y le agradezco la información. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No entendí cuál era la pregunta concreta 
en esta segunda intervención del señor diputado. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Simplemente, pedí una valoración y si tenía el dato de cuánto es hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión me permite, voy a referirme a un tema del cual se ha hablado 
mucho, que es el ferrocarril de UPM. 


El ferrocarril uruguayo en su época de oro, teniendo toda la malla que ustedes ven en los mapas viejos, yendo 
a Bella Unión, Rocha, a todos los lugares, manejado por los ingleses, nunca trasportó más de 1.700.000 
toneladas de carga. El año récord de los ingleses fue ese, con guerras de por medio y todo lo demás. El 
segundo récord de toneladas transportadas de carga fue en el año 2006 o 2007, con más de 1.400.000. 


La vía de UPM -que se debería decir la vía de Uruguay por la que UPM va a pasar por arriba, entre otros- 
aporta solamente en el tramo Paso de los Toros-Montevideo 2.000.000 de toneladas de carga. 


Ahora, ¿cuál es el potencial de esa vía que vamos a hacer? ¿Son 2.000.000 de toneladas o es el doble o el 
triple de eso? 


Va a ser una vía moderna, bien señalizada, en donde puede llegar gran parte de la producción sojera, que va a 
entrar al puerto al lado mismo de los silos; además, va a tener una velocidad y una seriedad que hoy, 
lamentablemente, el ferrocarril uruguayo no puede ofrecer. 


Reitero, cuando se habla de la vía de UPM, deberíamos tener en cuenta que es uruguaya, es para el ferrocarril 
uruguayo. UPM lo que nos da es la justificación para hacer la inversión, que va a tener un potencial mucho 
más grande del que nosotros pensamos, porque por ahí van a pasar otros que van a ver la oportunidad, no 
solo esta empresa. No solo va a haber operadores ferroviarios del Estado, también vendrán otros. A partir de 
ahí, se va a dar un modelo en el que el ferrocarril va a tener una participación más grande en las 22.000.000 
de toneladas de carga que se mueven al año en el país. Actualmente, el ferrocarril participa en menos de 
1.000.000 de toneladas. 


Esta inversión es de una potencialidad que ni siquiera se tuvo en la época de los ingleses. Eran unos 

fenómenos, pero hicieron el ferrocarril dando vueltas -como bien dice el amigo Sánchez-, porque cobraban 
7% por encima de la inversión realizada por kilómetro, con un contrato del Estado uruguayo, y no pagaban 
nada. ¿Saben que ni siquiera pagaban impuestos por las escobas que traían? Todo está escrito en los libros. 


Quise hacer esta breve disquisición para que se vea el potencial que hay allí, y que se pueda mejorar la 
competitividad si lo hacemos bien y si los que andan por arriba son serios; si no, será lo que será. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero pedir disculpas por haber llegado unos minutos más tarde 
debido a que estaba en una reunión con la Ministra de Educación y Cultura. 


El señor ministro interino avanzó sobre recursos. Quisiera saber si ya damos por discutido el Inciso 
"Subsidios y Subvenciones", porque quisiera hacer una pregunta al respecto. Estamos en el artículo 230, y 
como la discusión del articulado se modificó en la medida en que la mayor parte del tiempo se trató el tema 
del fondo de US$ 173.000.000, quiero saber cuál es la posición de la Mesa en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La secretaría me acota que nos embarcamos en la discusión del fondo energético y 
no tratamos esos temas. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- No puedo dejar de hacer un comentario de lo que usted dijo. 
Estudiemos cuál fue la política de José Batlle y Ordóñez para combatir a los ingleses y ahí vamos a entender 
por qué tenemos el trazado de las rutas paralelas a las vías. Pero eso es para los profesores de historia. 


Tengo un problema y la verdad es que se lo tengo que preguntar al señor ministro interino. En el artículo 657 
de la Ley N* 19.355 de Presupuesto -que teóricamente es quinquenal, pero no es quinquenal- dice: 
"Increméntase en el Inciso 21 'Subsidios y Subvenciones', unidad ejecutora 021 'Subsidios y Subvenciones', 
Proyecto 401 'Centro para la Inclusión Tecnológica y Social", en el objeto del gasto 552.037 "Plan Ceibal', con 
cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales', una partida de $ 100.000.000 (cien millones de pesos 
uruguayos) para el ejercicio 2016 y de $ 250.000.000 (doscientos cincuenta millones de pesos uruguayos) 
anuales, a partir del ejercicio 2017". 


Como ha habido variaciones en el sentido de que los años se han considerado individualmente y hay partidas 
incrementales y partidas no incrementales, querría que me clarificaran algo. El problema es que, como el 
Plan Ceibal es una persona pública de derecho privado, no tenemos manera de saber cómo se desagregó esta 
partida. Cuando estábamos discutiendo el presupuesto de 2015, pregunté esto. En aquel momento, el director 
de la OPP no me contestó. Tampoco pasó nada en la otra rendición de cuentas y ahora pregunto qué está 
pasando porque hay trascendidos de prensa. Como legisladora de un régimen republicano democrático de 
gobierno me molesta que los representantes del pueblo nos informemos de las cosas por la prensa; dicho sea 
de paso, tampoco me gustan los tratados de confidencialidad entre las empresas y los gobiernos. Quiero saber 
si va a venir algo. Por lo visto, no. ¿Qué control tenemos de estos dineros que son públicos? No podemos 
hacer pedidos de informe; no tenemos información del Tribunal de Cuentas. Entonces, ¿Qué pasó con el Plan 
Ceibal? No tiene impacto en la educación. Se genera una infraestructura muy buena de tecnología -nadie lo 
discute-, pero no tiene impacto en los resultados. Ha trascendido que en este momento se han gastado -no sé 
si en el período 2015-2016 o cuándo- US$ 500.000.000. 


Quiero saber si se va a decir algo en esta rendición de cuentas. ¿Cómo podemos informarnos de qué se está 
haciendo con el Plan Ceibal y la utilización de los dineros públicos, si no es a través de ustedes? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si entendí bien, la pregunta refiere a la 
utilización de los recursos por parte del Plan Ceibal, pero la señora diputada comenzó hablando de los 
artículos 230 y 231, que no tienen nada que ver con el Plan Ceibal. ¿La pregunta tiene que ver con estos 
artículos o se mencionaron simplemente para hacer referencia al Inciso? 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- La partida que va para el Plan Ceibal forma parte del Inciso 
"Subsidios y Subvenciones”. Como leo el articulado y no aparece nada referido al proyecto 401, centro para 
la inclusión tecnológica social con el objeto del gasto Plan Ceibal, pregunto qué pasó que no aparece. La 
pregunta es clara. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entonces, no hay ninguna pregunta 
concreta sobre los artículos 230 y 231. 


SEÑORA BIANCHI POLL.- Si no me entienden, indíqueme cuándo pregunto esto, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás yo pueda interpretar la pregunta. En el Inciso "Subsidios y Subvenciones" 
está el Plan Ceibal. La señora diputada no pregunta nada acerca de los dos artículos, sino que quiere saber 
dónde están las partidas del Plan Ceibal, ya que no figuran en el Inciso "Subisidios y Subvenciones". 


SEÑOR BORCHARDT (Michael).- En la rendición de cuentas, lo único que se incluye son modificaciones 
respecto de las asignaciones que están preestablecidas. Acá no hay una modificación de asignaciones al Plan 
Ceibal; por eso, no aparece. Si hubiera alguna modificación, aparecería. 


Como se recordará, el Plan Ceibal tenía previsto un incremento de $ 150.000.000 en la partida, a partir del 
año 2017. Eso se postergó y recién entrará en vigencia en 2018. Se recordará el famoso artículo 6* de la 
rendición de cuentas pasada. El año que viene el Plan Ceibal va a tener un incremento de $ 150.000.000, pero 
no es necesario determinar una norma porque existen dos normas previas -el presupuesto y la rendición de 
cuentas- que así lo establecen. 


En cuanto a la consulta más de fondo respecto del Plan Ceibal, el Ministerio de Economía y Finanzas no es el 
que debe defender o plantear el tema -más allá de que participo del directorio del Plan Ceibal- con mayor 
extensión. Es perfectamente de recibo que la Comisión invite a las autoridades del Plan Ceibal a participar en 
lo que entienda necesario. Las autoridades del Plan Ceibal pidieron venir, pero la agenda ya estaba cerrada. 
Sería lógico que sean convocadas por la Comisión. 


Con respecto a todos los controles formales y sustantivos, entiendo que se cumplen con las auditorías y con 
la transparencia en cuanto a los procedimientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos a la consideración de la Sección VII, "Recursos". 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En esta Sección se incorporan normas 
vinculadas con algunos aspectos a los que me voy a referir en términos generales. 


Hay artículos vinculados con cambios tributarios del sistema de juego de Uruguay; hay un artículo que 
refiere a cambios en la tasa consular; hay artículos que no pretenden recaudar más, pero sí defender la base 
tributaria nacional frente a la proliferación y el aumento exponencial de las actividades económicas 
desarrolladas a través de nuevas plataformas informáticas y hay una serie de artículos vinculados con 
cambios en la normativa referente a la regulación de las zonas francas en Uruguay. 


¿Por qué estos artículos fueron incluidos aquí y no fueron enviados en el proyecto que modifica el régimen 
de zonas francas en general, a estudio del Parlamento? Básicamente, hay un aspecto temporal. Al momento 
de remitirse ese proyecto de ley al Parlamento, todavía no eran necesarios los cambios que se están 
proponiendo en esta rendición de cuentas. ¿¿Por qué? Estos artículos refieren al análisis que está haciendo el 
Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información Tributaria de la OCDE, que está vinculado con 
todos los regímenes preferenciales de los países que integran este Foro -prácticamente todos los países del 
mundo- y con cómo esta información es utilizada para la elaboración de una lista negra en la que se incluirán 
los regímenes preferenciales catalogados de nocivos por parte de la Unión Europea 


Lo que se determina como régimen tributario fiscal preferencial nocivo son aquellos regímenes que pueden 
tener preferencias de alguna manera, haciendo que se horaden las bases tributarias de los fiscos extranjeros. 
Esto hace que sea necesario tener controles o requerimientos adicionales para no estar perforando fiscos 
extranjeros, sin que haya sustancia de actividad económica real en el país donde esta se desarrolla. 


En el caso de Uruguay, los que están siendo analizados y sobre los cuales se presentaron inquietudes tienen 
que ver con el régimen de zonas francas, con el régimen promocional de la producción de software en 
Uruguay y con el régimen que incentiva la industria de la biotecnología. Estos artículos responden a la 
necesidad de avanzar en mejoras para esos regímenes, a efectos de que Uruguay no sea incluido en una lista 
negra y que, por lo tanto, quienes producen servicios desde zonas francas, software o biotecnología no tengan 
problemas a la hora de exportar. Si uno de estos regímenes fuese ubicado en una lista negra de esas 
características, sería prácticamente imposible para Uruguay exportar ese tipo de productos o servicios. 


En definitiva, a través de estos artículos se pretende asegurar que la actividad que se factura, por la que se 
obtienen beneficios tributarios, sea sustantiva y efectivamente desarrollada en la república. Por ejemplo, que 
no se facture al exterior software que no fue desarrollado en Uruguay y que simplemente se utilice el régimen 
tributario uruguayo para triangular software producido en otro lugar del mundo, a efectos de que no pague 
impuesto a la renta en ningún lugar; o que las royalties facturadas desde las zonas francas uruguayas por la 
utilización de propiedad intelectual corresponda a trabajos de propiedad intelectual desarrollados 
efectivamente en el país y no en el exterior. Es decir que se busca que la actividad sea sustantiva y 
efectivamente realizada en Uruguay y que no se utilicen esos regímenes para triangular bienes y servicios del 
exterior sin pagar impuesto a la renta ni en el lugar de origen ni en Uruguay. Entendemos que estos requisitos 
van en línea con la correcta utilización de esos regímenes, es decir, que se otorguen beneficios a quien 
efectivamente desarrolla una actividad y genera empleo en el país. 


Quería hacer estos comentarios en general antes de iniciar el análisis artículo por artículo, ya que reitero que 
van en línea con el espíritu original de esos regímenes y, además, tienen como cometido fundamental evitar 
que Uruguay ingrese en una lista negra de la Unión Europea, lo que perjudicaría el acceso a determinados 
mercados. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Si bien en la Sección VII, referida a recursos, de acuerdo con la técnica 
legislativa, el orden del articulado tiene que ver con el que tienen en las leyes, vamos a reagruparlos con un 
sentido temático, para ayudar a la comprensión. 


Como señaló el señor ministro interino, hay un conjunto de disposiciones que refieren a atacar el problema 
tributario de la economía digital y, en particular, el inconveniente que genera la irrupción en el territorio 
nacional de la economía disruptiva. Todos conocemos la forma en la que las empresas que tienen 
aplicaciones informáticas han desembarcado en el país. Estas nuevas modalidades de negocios generan 
problemas de interpretación en el ámbito tributario. Reconocemos que ni nuestro sistema tributario -ni el 
mundo en general- estaba preparado para estas nuevas modalidades, porque resulta muy complejo localizar 
dónde se genera la actividad y, por lo tanto, dónde se produce la renta de esas nuevas aplicaciones. 


Entonces, tenemos un conjunto integrado por los artículos 242, 243, 247, 248 y 250 que atacan el problema 
que mencionamos. 


En el artículo 242 se propone al Parlamento introducir una modificación en el literal B) del inciso primero del 
artículo 48 del Título 4 del Texto Ordenado de 1996, que refiere al impuesto a la renta de las actividades 
económicas. El literal B) regula la tributación de las trasmisiones televisivas desde el exterior. Este artículo 
tiene su espejo en el impuesto a la renta de los no residentes, que es una norma exactamente igual, que hace 
que se haga la misma tributación efectiva, tanto si la empresa que presta servicios en el exterior lo hace a 
través de un establecimiento permanente en Uruguay, con una base de negocios fija -en este caso tributaría el 
impuesto a la renta de las actividades económicas-, como si lo hace a distancia a través de las nuevas 
tecnologías. 


Hasta ahora, las empresas multinacionales trasmisoras de señales televisivas, series y películas vendían a los 
cables locales los derechos para retrasmitir en Uruguay. Eso genera una retención del impuesto por parte del 
operador de cable local cuando le paga a la empresa en el exterior y, obviamente, cuando el explotador de 
cable local realiza la actividad en territorio nacional, genera el impuesto a la renta y al valor agregado. El 
problema que tenemos actualmente con la irrupción de las nuevas modalidades a través de internet, mediante 
las que el usuario accede directamente a la trasmisión con la compañía que provee el servicio y no por medio 
de un operador de cable, es que esa compañía no tiene presencia física en Uruguay y no hay vínculos de 
orden jurídico para poder someterla a tributación. Por lo tanto, esta norma trata de definir a cuál régimen 
tributario quedarían sometidas las nuevas modalidades de explotación. 


A nuestro entender, las rentas provenientes de las trasmisiones televisivas realizadas a través de internet, ya 
están comprendidas dentro del literal B) del artículo 48, en tanto refiere a transferencias directas de televisión 
u otros medios similares. La interpretación de la administración tributaria es que actualmente se encuentran 
comprendidas en esta disposición, pero reconocemos que esto puede llegar a generar alguna duda, en el 
entendido de que no hay una presencia física en el territorio nacional y alguien podría decir que para que 
haya impuestos en Uruguay, es necesario que haya presencia física. 


Por lo tanto, el propósito de la norma es otorgar una trato igualitario a la explotación de las señales 
televisivas, tanto si se realizan con presencia física en territorio nacional a través de un operador de cable 
local, como si se llevan a cabo a distancia a través de un servidor informático mediante una señal de internet, 
que no se sabe dónde está localizada o que puede mudar permanentemente de lugar. En ese sentido, el 
artículo 242 señala que a partir del 1” de enero de 2018 -cuando entre en vigencia la ley de rendición de 
cuentas- las rentas correspondientes a trasmisiones televisivas serán consideradas íntegramente de fuente 
uruguaya. La norma actual indica que cuando el pago lo hace un operador de cable a una señal del exterior, el 
IRAE -la renta de fuente uruguaya- es del 30%, y el impuesto a las rentas de los no residentes es del 67,5%. 
La diferencia se da porque a la hora de aplicar la tasa efectiva -que en el IRAE es del 25% y en el IRNR del 
12%- confluyen las dos en una tasa efectiva del 7,5%. Pero lo que estamos diciendo es: "Así como fijamos 
una tributación 100% de fuente uruguaya en la señal a través de internet, que pasen todos a la misma lógica, 
y cuando sea una señal de una multinacional que vende a un operador de cable, que tribute en las mismas 
condiciones". Por tanto, esta norma propone que a partir del 1? de enero de 2018 estas rentas se consideren 
100% de fuente uruguaya. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- A uno se le despiertan dudas porque este es un universo; hoy se podría 
decir que es un universo infinito. 


Querríamos saber cómo se va a poder fiscalizar. Actualmente hay miles de aplicaciones que trasmiten 
televisión por streaming -es así como se llama-; entonces ¿cómo se puede ser equitativo? ¿Cómo se puede 
seleccionar a quién se fiscaliza, a quién se le va a cobrar el impuesto y a quién no? Necesitamos un ejemplo 
práctico de cómo se puede hacer esto. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Imagino lo difícil que debe ser instrumentar un mecanismo de cobro de 
impuestos para establecer cierta igualdad entre diferentes prestadores que operan dentro y fuera del país, en 
virtud de las nuevas tecnologías que, además, se superan permanentemente. 


La pregunta la hago para el caso de este artículo, pero también es válida para otros que están después. Para 
decirlo de un modo sencillo, entiendo que este artículo establece que la institución emisora de la tarjeta de 


crédito -que es el instrumento más utilizado- con la que se paga el servicio será la que retenga el impuesto, 
tanto el IVA, que aparece en el artículo 250, como otros impuestos. 


¿Qué pasa en el caso de otras modalidades que se están desarrollando, que no usan tarjeta de crédito, sino que 
operan por un pago a un sitio que después emite una orden para pagar cuentas? Por ejemplo, Pay Pal, pero sé 
que hay otros. Seguramente el director de Loterías sabe que esta modalidad se usa mucho en los juegos de 
apuestas por internet; Pay Pal acaba de prohibirlo por la presión de otros operadores, pero hay otros que lo 
hacen. Esto es muy difícil de controlar, porque el pago no pasa por la tarjeta de crédito, ya que se deposita 
una suma en un sitio -no sé por qué mecanismo- y desde allí se paga. Sin duda, el pago va a algún lugar, que 
seguramente no es acá. 


Entonces, ¿el Ministerio tiene una previsión o esa puede ser desde ya una perforación al intento de cobrar un 
impuesto a aquel operador que brinda un servicio o una intermediación mediante plataformas, aplicaciones o 
servicios de internet? 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Es importante aclarar que estos artículos no apuntan a solucionar el problema 
de la recaudación, sino que están focalizados concretamente en determinar la fuente de la renta y dónde debe 
tributar. Lo que se está arbitrando en este caso son eventuales dudas de interpretación respecto de que el 
hecho de que no hubiera actividad física en Uruguay implicaba que nuestro país no tuviera derecho a cobrar 
impuestos. Esta norma establece una suerte de presunción de que como la riqueza o fuente de pago está 
ubicada en nuestro país, genuinamente Uruguay tiene derecho a cobrar impuestos sobre esa actividad, aunque 
la empresa no tenga presencia física acá. 


Asimismo, estos artículos no definen la figura de una retención ni abordan una figura de retención para 
recaudar impuestos. Este conjunto de artículos no buscan solucionar eso, que reconocemos es un problema, 
que actualmente no solo no está solucionado en Uruguay, sino en el mundo. Actualmente, hay foros que están 
trabajando en esto y se está esperando qué surge de la experiencia que están desarrollando Corea y Rusia para 
garantizar la recaudación de estos impuestos. Es decir -para tranquilidad de los señores diputados-, este 
problema no está resuelto en ningún lugar del planeta. 


La estrategia del Poder Ejecutivo en esta materia -no en este caso particular, sino en el caso de otras 
aplicaciones informáticas que se utilizan en el territorio nacional- es sentar a estas empresas a la mesa, como 
se hizo en el caso de las empresas que intermedian en el transporte de pasajeros. Muchas han anunciado su 
vocación de tributar como corresponde porque, de lo contrario, se les va a generar un problema a nivel 
global; no olvidemos que vamos a avanzar en materia de intercambio de información en coordinación con 
otras administraciones tributarias. Actualmente hay tres empresas que intermedian en el transporte de 
pasajeros que operan en territorio nacional y todas están sentadas a la mesa, y una de ellas, que era 
absolutamente disruptiva y se había negado a aplicar las reglas en Uruguay, ya asumió la normativa en 
materia de disposiciones municipales y está asumiendo las exigencias tributarias que soberanamente nuestro 
país instrumenta. 


Estas medidas han provocado que estas empresas se sienten a la mesa, pero a la vez presentaron recursos, 
porque tuvimos que solucionar por vía reglamentaria -a entender del Poder Ejecutivo, en una interpretación 
genuina de las normas legales- problemas que nuestra legislación no contemplaba. Esto no nos ha salvado de 
que esta empresa presentara sendos recursos, y convocamos al Parlamento para que laude por vía de 
interpretación genuina -por interpretación legal- que el Estado uruguayo tiene la potestad soberana de gravar 
a estas empresas porque esa riqueza que fluye al exterior se genera en nuestro país. 


Las aplicaciones que intermedian en nuestro país con servicios de alojamiento y de transporte están en franca 
competencia con empresas que venían desarrollando la misma actividad con métodos tradicionales; la 
histórica forma de llamar al taxi por teléfono a la patronal de taxis o a Taxi Punta Gorda ha quedado 
absolutamente desplazada. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Sigo sin entender cómo se puede llevar adelante esto en la práctica. ¿Quién 
pasa ese cernidor? ¿Quién dice a qué empresa le cobro y a cuál no? ¿Cómo la identificao? 


Quien se maneje bastante bien con la tecnología sabe que hay miles de aplicaciones. Cualquier sistema 
operativo de un teléfono celular -Android, IOS, etcétera- accede a miles de aplicaciones, muchas de ellas 


pagas. 


Por ejemplo, yo pago a mis hijos una suscripción para jugar al Playstation, ¿se va a gravar a Sony 
internacional por este juego en Uruguay? ¿Se va a gravar a Youtube porque podemos acceder a contenidos de 
televisión por streaming? 


Mis dudas surgen por la aplicación práctica. ¿Cómo se puede poner en marcha algo que no tiene límites? 
Controlando tarjetas de crédito quizás no se pueda saber cuál es el gasto. 


Creo que son dudas normales. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- El señor diputado plantea dos dudas: cómo se va a recaudar y en qué casos está 
gravada la actividad. 


Los casos que estén gravados los va a determinar el Parlamento. Si la fuente pagadora es uruguaya y por un 
servicio de streaming se realiza un pago desde Uruguay, como lo establece la ley, dicha renta está sometida a 
tributación en Uruguay. Es simplemente eso. 


Como dije antes, el articulado no busca solucionar cómo recaudar. Eso es harina de otro costal, que no está 
definido en esta normativa que se somete a consideración de los señores parlamentarios. 


Asumimos que, al igual que en el caso de cualquier control de tributación nacional, la agencia tributaria, es 
decir la Dirección General Impositiva, instrumentará sistemas de control en base a la proporcionalidad y al 
esfuerzo que implica la relación costo-beneficio. Por ejemplo, en el territorio nacional hay decenas de miles 
de contribuyentes, pero la Dirección General Impositiva no está controlando permanentemente a todos; tiene 
técnicas de auditoría que determinan qué casos son los realmente relevantes. Aquí no apuntamos a atender a 
todo el universo, sino a los que realmente están erosionando la base tributaria nacional y se llevan rentas 
realmente importantes. Los casos se irán seleccionando en la medida en que pasen a ser relevantes, pero no 
interesa que nos desgastemos en recaudar impuestos de todas las aplicaciones informáticas que existen en el 
mundo. Solamente deberíamos focalizarnos, por razones de eficiencia, en aquellas que realmente detraen la 
base tributaria nacional. ¿Cuáles son? Resultan perfectamente identificables; sabemos cuáles son y todos las 
conocemos. Hay muchísimas que son insignificantes, pero veremos la forma de traer a la mesa a las 
conocidas y relevantes para que se ajusten a las disposiciones soberanas de la República Oriental del 
Uruguay. 


El artículo 243 sigue la misma lógica y, así como el artículo anterior buscaba determinar certeza tributaria 
cuando el servicio prestado a través de estas aplicaciones informáticas es consumido directamente en 
territorio nacional, este apunta a atacar el problema que se da cuando estas aplicaciones informáticas no 
prestan el servicio directo al usuario, sino que intermedian entre dos agentes. Como ejemplo podemos 
mencionar las aplicaciones informáticas que solucionan problemas de transporte y buscan contactar al chofer, 
es decir el prestador del servicio, con el usuario, que es el pasajero, así como recién decíamos que esto se 
lograba a través de una operadora telefónica mediante la que se pedía un taxi. 


Este artículo se refiere, en primer lugar, al caso en que el oferente y el demandante se encuentran en Uruguay 
y a las rentas que obtienen estas compañías por la mediación entre dos sujetos que están dentro del territorio 
nacional, y busca equiparar el tratamiento tributario. De manera que cuando el demandante y el oferente 
están en territorio nacional, hay una actividad plena de esta aplicación informática -cuyo servidor no sabemos 
dónde está localizado-, por lo cual entendemos por vía legal que el 100% de esta renta se genera dentro del 
territorio nacional aunque no tenga presencia física en Uruguay. Eso es lo que establece la primera parte de 
este artículo. 


En segundo término, el artículo refiere a los casos en que esta aplicación informática conecta a dos personas 
o intermedia entre dos sujetos, uno de ellos localizado en el exterior y otro en territorio nacional. Esto es muy 
usual en los contratos de hospedaje o de hotelería, donde tal vez el demandante esté en el exterior y el 
oferente en territorio nacional. En el caso de la renta obtenida a través de esas aplicaciones se reputa que el 
50% es de fuente uruguaya. 


El inciso segundo del artículo no establece regímenes de retención por la utilización de medios de pago 
electrónico, sino una presunción -se repite en los diferentes artículos-: cuando el pago proviene de la 
utilización de un instrumento o dinero electrónico administrado en Uruguay, la renta es de fuente uruguaya. 
Como ustedes sabrán, esta presunción es de carácter relativo y admitirá prueba en contrario, en el caso de que 


la empresa del exterior se presente, se siente a la mesa -como corresponde a cualquier contribuyente- y 
demuestre al fisco uruguayo que la actividad no se desarrolló en Uruguay, sino en el exterior. 


Hay mucho de soberanía en materia tributaria en estas normas que estamos proponiendo. 


Esto también se repite en el caso del impuesto a la renta de las actividades económicas y en el del impuesto a 
las rentas de los no residentes. 


El artículo 250 va en la misma línea y busca establecer disposiciones con relación al impuesto al valor 
agregado. También han surgido algunas dudas en cuento a si la irrupción de estas empresas que realizan 
actividades a través de medios electrónicos o de aplicaciones informáticas están obligadas a pagar el 
impuesto al valor agregado uruguayo o no. Entonces, este artículo establece un agregado al artículo 5” del 
Título 10 del Texto Ordenado de 1996, que refiere a la territorialidad del IVA. En primer término, se 
establece una interpretación; y en segundo lugar, una constitución. 


El primer inciso de este agregado hace una interpretación con respecto a los servicios de mediación o 
intermediación prestados a través de internet, plataformas tecnológicas y todo este tipo de aplicaciones de las 
que veníamos hablando. Cuando esa mediación se haga entre un oferente y un demandante que están en 
territorio nacional, la renta que obtenga la empresa del exterior por conectar a dos sujetos que están en 
territorio uruguayo genera el impuesto al valor agregado. Es la misma lógica que el impuesto a la renta: 
aunque la empresa no tenga presencia física en Uruguay, está desarrollando una actividad en el país y, por 
tanto, está sometida -como aquella que lo hace a través de la presencia física-, a pagar el impuesto a la renta y 
el impuesto al valor agregado. 


Recordemos que de las tres empresas de servicios de transporte que mencionamos que se sentaron a la mesa 
para regularizar lo que refiere a la tributación, hay dos que están un establecidas en Uruguay, no han 
presentado ningún problema, se han sometido a las leyes tributarias uruguayas, y hacen exactamente lo 
mismo que desarrolla la otra empresa que no tiene presencia física en Uruguay, sino que trabaja a través de 
una aplicación desde el exterior. Por razones de equidad entendemos que estos dos tipos de modalidades de 
prestación deberían tener exactamente el mismo tratamiento tributario. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Uno entiende y comparte que haya un tratamiento igualitario, pero vuelvo 
a insistir con el ejemplo práctico. En el caso de que yo contrate internacionalmente un antivirus para mi 
computadora, quiero saber quién paga el impuesto por la contratación y renovación anual de esa aplicación 
que es legal, con derechos de software, etcétera. ¿A quién se le cobra? ¿El Estado uruguayo le va a cobrar a la 
empresa internacional que hace el antivirus o lo vamos a pagar quienes lo compramos? Esa es la duda. 


SEÑOR SÁNCHEZ (Alejandro).- Quisiera sumar una duda porque este artículo tiene que ver con una 
persona que está en el territorio nacional y que se vincula mediante una aplicación con una persona o 
empresa que está en el exterior. Recién se plantearon una serie de dudas con respecto a las plataformas 
tecnológicas; evidentemente, ese es el mundo del futuro y no alcanzará con estos artículos, sino que 
deberemos trabajar fuertemente para ir avanzando y adaptando la legislación a lo que se viene. Aquí se habló 
de aplicaciones tecnológicas como Uber, concretamente, que es la compañía de taxis más grande del mundo, 
pero no tiene un solo auto. Lo digo para poner un solo ejemplo de las dificultades inherentes a este nuevo 
mundo que se está creando. 


Pero mi pregunta va por otro lado y tiene que ver con la existencia de muchas plataformas tecnológicas que 
permiten el juego on line. A través de estos artículos estamos definiendo -de manera bastante loable y con lo 
que estoy de acuerdo- que la renta que se genera es uruguaya, pero me surge la duda relativa a si al consagrar 
algunas definiciones de renta no deberíamos buscar la manera de establecer que, si bien vamos a cobrar 
impuestos, por esta vía no estamos legalizando la posibilidad del juego on line. Mi pregunta va en este 
sentido porque mañana se podría argumentar que, como le estamos cobrando impuestos, de alguna manera 
estamos legalizando la posibilidad del juego on line. 


Entonces, lo que no tengo claro es cómo se podría consagrar esta situación, si es sin perjuicio de la ley, 
porque en realidad es ilegal el juego on line, o si hay que poner específicamente en el artículo claramente que 
está prohibido el juego on line. Me parece que eso es importante, porque en este marco podría darse el caso 
de que en algunas plataformas tecnológicas yo decidiera jugar en un casino- ya hemos definido que la renta 
es uruguaya, etcétera-, y podría por ahí estarse legalizando implícitamente esta situación. Me imagino que no 


es la intención, pero por eso quiero que quede claro y pregunto si no es el caso de poner aquí algunos de estos 
elementos. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- La intervención del compañero Sánchez me lleva a hacer una apreciación sobre el 
punto. 


El tema del juego on line lo tenemos previsto en un proyecto de ley de institucionalización de los juegos de 
azar que está pendiente de tratamiento en la Comisión de Hacienda, pero es oportuno, dado que aquí tenemos 
estas disposiciones, adelantar algo. Evidentemente, en aquel momento se prohibía el juego on line, salvo que 
tuviera una licencia y esta se otorgara por ley. Seguramente el Ministerio podrá ahondar en este tema. 


Me quiero referir a lo que acá se mencionó varias veces, de cómo vamos adaptando la legislación, en 
particular la posibilidad de determinación de rentas, a través de las sucesivas etapas, recordando, por 
ejemplo, que en el presupuesto 2015, antes de que apareciera Uber -el presupuesto empezó a tratarse en esta 
Cámara en setiembre del año 2015 y Uber apareció en noviembre-, ya había normas que preveían 
determinada forma de terminación y de responsabilidad de quienes prestaran estos servicios, que obviamente 
se estaban planteando en las plataformas de transporte y de arrendamiento de inmuebles. 


De allí hasta este momento, han pasado y seguramente seguirán pasando distintas formas de actuación de este 
tipo de economía virtual que nos irán obligando a seguir adaptando nuestra tecnología. Ahora, eso no nos 
inhibe de tomar hoy la resolución de determinar qué es renta nacional, cuando la actividad se realiza no 
importa dónde, pero la renta se genera en consumidores que están ubicados en nuestro país. 


Ese tema de cómo vamos mejorando nuestras armas tiene que ver con algo que ya adelantó el contador 
Fernando Serra, que son los acuerdos internacionales de compartir información y de hacer los análisis de 
cómo evitar que este tipo de actividades en definitiva no esté gravadas en ningún lado. Seguramente, el 
Ministerio podrá explicarnos más sobre esa posibilidad de acuerdos internacionales. 


SEÑOR SÁNCHEZ (Alejandro).- La reflexión del diputado Asti y algunas de las preguntas que se hicieron 
tienen que ver con la labor que tenemos por delante, porque estamos hablando, primero, de una definición 
clara de que la renta es nacional, y eso me parece que es un avance importantísimo desde el punto de vista de 
la legislación, pero evidentemente esto va a requerir discusiones posteriores. Hoy el diputado Gandini habló 
de Paypal y de las pasarelas de pago, que no van a estar alcanzadas por estas disposiciones por el momento, 
lo que tendrá que ser motivo de discusiones en el futuro y de elaboración de algunos mecanismos, porque, de 
hecho, hoy existen algunos mecanismos que lo que hacen es vincular a quien está comprando con quien está 
vendiendo. En realidad, la pasarela de pago no es más que un POS como el que existe en un comercio, lo 
único que son POS electrónicos. De hecho hoy, en el Uruguay, ya existen algunas posibilidades en las redes 
físicas de depositar dinero, levantar un váucher y con ese váucher jugar en un casino. O sea, hay una serie de 
perforaciones que se van haciendo producto del avance tecnológico. 


Ahora, en función de lo que dijo el diputado Asti, quiero expresar que el Uruguay viene avanzando en su 
legislación para ir regulando estas cuestiones. Habrá que trabajar mucho y muy bien hacia adelante porque, 
evidentemente, los cambios tecnológicos son muy grandes, pero dar el paso de definir que la renta es 
nacional cuando, en realidad, estamos hablando de riqueza que sale del país es un paso relevante. Después 
viene la discusión sobre la definición de los sujetos pasivos, sobre cómo vamos a cobrar, sobre cuáles son los 
nuevos instrumentos. Y creo que ahí vamos a tener que trabajar fuertemente hacia adelante, porque no está 
claro todavía cómo avanzar en este nuevo mundo, donde ya existen desde los bitcoins hasta una serie de 
instrumentos que se nos van escapando. En definitiva, hay que ir adaptando la legislación a los cambios 
tecnológicos. 


Quiero dejar marcada la relevancia de avanzar: por lo menos poner un pie en esto, ir definiendo cosas y tratar 
de dejar marcado todo un camino de trabajo hacia adelante en el que el Parlamento se tiene que involucrar 
mucho más. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer un par de comentarios que 
van en línea con muchas cosas que aquí se han dicho. Hoy por hoy, en lo que tiene que ver con la economía 
digital, estamos no en una época de cambio, sino en un cambio de época, no solo los mismos bienes y 
servicios se están vendiendo con otras plataformas, sino que surgen híbridos entre bienes y servicios y 


nuevos servicios que no existían antes y, por lo tanto, nunca nadie pensó en cómo gravarlos, simplemente 
porque no existían. 


Hace diez años, la publicidad en Facebook o en Twitter, la forma en la cual se llegaba al consumo de 
servicios audiovisuales o la provisión de servicios de transporte como hoy se dan, no existían y, por lo tanto, 
nadie podía pensar cómo gravarlos. La propia definición de los cambios disruptivos es que nadie está 
preparado para ellos porque no sabe cómo van a ser. Por lo tanto, cuando prevemos que los cambios futuros 
sean disruptivos estamos diciendo que, como no sabemos cuáles son, no podemos saber cómo cobrarles 
impuestos. 


Este no es un problema solo de Uruguay sino internacional. En los foros de la OCD, uno de los principales 
temas tiene que ver, justamente, con el tratamiento de la economía digital. Es algo para lo cual hay que estar 
lo mejor preparado posible, pero vamos reaccionando en función de las cosas que van ocurriendo y en la 
medida que vamos avanzando. 


Entendemos que este arco normativo que proponemos es, como decían los propios legisladores, un primer 
paso de aspectos que habrá que analizar con mayor profundidad a la luz de los cambios que están por venir 
en materia de actividad económica. 


Obviamente, cuando se presta un servicio desde el exterior lo que pretendemos es que quien lo genera, si lo 
presta en territorio uruguayo, pague impuesto a la renta por ello. Por lo tanto, es el vendedor del servicio el 
que tendrá que pagar el impuesto. 


Con respecto al juego on line, que está más vinculado a la economía digital, por supuesto que no se está 
tratando de regularizar lo que entendemos es el desarrollo de una actividad ilegal. Así como ocurre cuando se 
producen apuestas o juegos de azar fuera de los habilitados por el Poder Ejecutivo y con la venia -cuando 
corresponde- del Poder Legislativo, lo mismo sucede cuando se da de manera on line. No todo el juego on 
line es ilegal. En Uruguay existe, por ejemplo, el Supermatch, que está debidamente habilitado, sobre lo que 
el director nacional de Loterías y Quinielas podría abundar. Ese juego fue debidamente autorizado, se lleva 
adelante y, por lo tanto, hay que cobrarle impuestos. 


No tenemos problema en dejar claro que el juego on line, cuando no está autorizado mediante los 
mecanismos correspondientes, es una actividad ilegal, lo cual no quiere decir que no se le cobre impuestos. 
Un viejo principio del Código Tributario es que esta y otras actividades no dejan de ser ilegales porque 
paguen impuestos. 


Reitero que en este caso el objetivo no es legalizar o sacralizar una actividad prohibida, porque el Estado 
tiene el monopolio. De hecho, el Poder Ejecutivo está comenzando a estudiar la posibilidad de emitir un 
decreto donde se establezcan prohibiciones amparadas en el marco legal vigente, a fin de bloquear señales de 
juego on line que desarrollan una actividad ilegal en nuestro país. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Los retos que nos impone la economía digital son imponderables y son miles, 
pero en esta oportunidad somos modestos y tratamos de ir puntualmente a los temas que hoy nos generan 
problemas de erosión de la base recaudatoria que, en particular, son todos estos que comentamos. 


Con relación a la pregunta del señor diputado Andújar, la normativa propuesta al Parlamento lauda la 
tributación en materia empresarial. Acá el impuesto recae en la empresa que desarrolla la actividad, no en el 
usuario. Si después, por vía de los precios, el dueño de la aplicación informática lo traslada a los nuevos 
precios, es un problema comercial, un problema de contratación entre partes. Como pasa en todo el ámbito de 
la economía mundial, los impuestos directos se trasladan a los precios. Con respecto al comentario del señor 
diputado Asti relativo a los convenios para evitar la doble imposición, reconocemos que la norma que 
proponemos generará problemas de doble imposición. Uruguay los querrá gravar, al igual que el país de 
residencia de la empresa de la aplicación informática. Esto es como en el truco: la primera en casa, y después 
nos sentaremos a conversar con la contraparte a ver cómo sometemos a tributación esta renta entre los dos 
países. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- A través del artículo 246 se grava con 
IRPF los premios de los juegos de azar y se establece un límite indicando que la relación entre el premio y el 
monto de lo apostado debe superar las cuarenta veces. En este caso proponemos una modificación -luego de 


conversaciones con los actores del juego-, que no tiene un efecto sustantivo o, mejor dicho, tiene un efecto 
absolutamente marginal en la recaudación, pero que simplificará los costos de transacción y administración 
del impuesto, dejando afuera apuestas muy menores. 


Proponemos que la relación original de cuarenta veces sea de setenta y una. En el caso de la quiniela, 
dejamos de lado los premios de dos cifras, que son muy importantes en cantidad pero no en el monto de lo 
recaudado, que es absolutamente despreciable y serían más las complicaciones que lo recaudado. 


Reitero que planteamos ese cambio normativo para que la relación sea de setenta y una veces. 


De esta manera avanzamos en algo que entendemos que corresponde, que tiene que ver con tributar el 
impuesto a la renta a las personas físicas por algunos de los premios obtenidos mediante los juegos de azar. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Relacionado con el artículo que acaba de presentar el ministro interino está el 
artículo 245 del proyecto remitido, en el que se introduce una disposición en el impuesto a la renta a las 
personas físicas relativo a qué tipo de renta es la obtenida a partir de los cobros de premios de juegos de azar. 


En rigor, la renta por incremento patrimonial, que actualmente está gravada por el IRPF, es la que proviene 
de incrementos patrimoniales, básicamente de la enajenación de bienes. En este sentido, no estaría 
contemplada una renta que obtuviera un contribuyente por el cobro de un préstamos, porque no responde a 
una enajenación de bienes. Si bien constituye en el sentido lógico un incremento patrimonial, no es en rigor 
una renta proveniente de enajenación de bienes. 


En el artículo 17 del Título 7, que figura en el artículo 245 del proyecto, se incluye el literal C), calificando 
como incremento patrimonial el resultado de comparar los premios de los juegos de azar y de las carreras de 
caballo con el monto de la apuesta, siempre que se cumpla -como decía el señor ministro interino- la relación 
entre el monto de la apuesta y el premio que supere las setenta y una veces. 


Quiero aclarar que acá no se incluyen los premios hípicos que no responden a una apuesta, sino que se 
estarían gravando los premios que provienen de la realización de una apuesta. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Con respecto al nuevo literal que se agregaría al artículo 17 del Texto Ordenado, 
no sé si sería necesario cambiar el acápite e incluir ese origen, porque hay una definición en la que 
estrictamente no estaría incluido dicho concepto. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Me resulta buena la aclaración que se hace porque este no es un impuesto al 
juego, tal como se ha dicho, sino que es un nuevo IRPF. Es un IRPF al incremento patrimonial en una 
modalidad que no estaba prevista. Por lo tanto, hay un nuevo IRPF en este proyecto de ley. 


Las empresas de juego no van a pagar más, salvo lo dispuesto en el artículo 253; no sé si será más o menos, 
pero hay una modalidad diferente de tributación del IRAE para algunas empresas vinculadas a las apuestas. 
En el resto de los casos, quien paga será el jugador que obtenga un premio. Acá lo calificamos de modo 
risueño diciendo que es un impuesto a la suerte, pues quien tenga suerte, pagará. 


Se modifica la relación entre premio y apuesta -que cambia el monto imponible- y se establece setenta y una 
veces porque las dos cifras en la quiniela, que es el juego más común, paga setenta veces más; no las tres 
cifras, que paga quinientas veces más. Es decir, la quiniela en dos cifras no paga. Sí pagara la quiniela en tres 
cifras a partir de un mínimo que fijará el Poder Ejecutivo. 


No hay caballo que pague setenta veces a una, y el premio hípico tampoco paga. Supongo que pagarán los 
premios especiales, por ejemplo la combitriple o alguna de esas cosas. Lástima que no está presente el 
director de Casinos, que es quien sabe de turf. Creo que es muy poco lo que paga. El turf es un juego que no 
paga IVA; la apuesta no paga nada. Es decir, las carreras de caballo quedan afuera y el apostador pagará solo 
en un caso excepcional. 


La ruleta paga treinta y seis. Por lo tanto, no paga. 


Los slots pagan debajo de setenta; solamente lo supera algún premio especial, y difícilmente controlable, 
porque es muy difícil empezar en una máquina y seguir en la otra. O sea, los slots no pagan. 


En realidad pagarán la Tómbola, alguna quiniela y los tres pozos del 5 de Oro. Estos tres juegos son los 
únicos que pagan IVA en las apuestas, que ya está dentro del monto. Además, el 5 de Oro paga un premio 
específico de 5%, si mal no recuerdo. O sea que van a pagar más los que ya pagan. 


Por tanto, en primer lugar, quiero que se me aclare cuáles son los juegos de azar y de caballos que están 
incluyendo aquí. 


En segundo término, quisiera saber cómo se llega a la conclusión de que se recaudarán $ 500.000.000. En 
realidad, el Poder Ejecutivo, en la presentación que hizo, para equilibrar egresos e ingresos entendió que la 
recaudación prevista por juegos, por estos impuestos, por este IRPF, es de $ 500.000.000, es decir, unos 

US$ 17.000.000. Sin duda, me cuesta creer que se pueda llegar a este monto; es más, me cuesta creer que 
supere la tercera parte, pero a lo mejor no conozco algún aspecto. Por tanto, me gustaría que se explicara eso. 


Obviamente, atado a estos dos artículos está el 253, que deroga el artículo 3* del Decreto-Ley N* 15.716, que 
establece un modo ficto de tributar de IRAE -si no entendí mal- para las bancas de quinielas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Para la estimación de la recaudación 
proveniente de los juegos no solo deben considerarse los aspectos vinculados a los juegos específicos y a la 
recaudación que estos generan, sino también al cambio propuesto en la rendición de cuentas con respecto al 
régimen de liquidación del impuesto a la renta empresarial por parte de la Banca de Loterías y Quinielas, que 
hoy liquida este impuesto en función de un régimen ficto de deducción de gastos. 


Recordemos que en nuestro ordenamiento jurídico las empresas que superan la facturación de 4.000.000 de 
unidades indexadas deben liquidar el impuesto a la renta empresarial de manera preceptiva y por el régimen 
real, no por uno ficto. En este caso, lo que se está quitando es la posibilidad, excepcional, que actualmente 
tiene la Banca de Quinielas de liquidar el impuesto por un régimen ficto. Por tanto, dado su volumen de 
facturación, se establece que realice su liquidación, al igual que el resto de los contribuyentes, por el régimen 
real del impuesto a la renta empresarial. 


De la suma de los tributos que se cobran en cada juego, más este cambio, surge la estimación de recaudación 
que, en su momento, realizó el Poder Ejecutivo. 


Lo que se está grabando aquí no solo refiere a algunos de los juegos vinculados con la Banca de Quinielas, 
sino que también tiene que ver con algunos pozos progresivos que afectan a la actividad hípica y a los slots. 
En realidad, al igual que en los juegos de la banca que mencionó el diputado Gandini, estamos hablando de 
los que tienen una concentración de pozos, que si bien son los menos, tienen montos importantes. Sucede lo 
mismo que en el 5 de Oro, que tiene determinados pozos importantes y los ganadores son muchos menos que 
los de la quiniela; eso es lo que ocurre en el caso de los slots, o las carreras de caballos, cuando hablamos de 
pozos progresivos, que tienen una relación bastante superior a setenta veces el monto apostado. Por lo tanto, 
están dentro de los juegos que pasan a estar gravados. 


SEÑOR POSADA (Iván).- El artículo 245 incorpora, como incremento patrimonial, el resultado de los 
premios de los juegos de azar y las carreras de caballos. 


Actualmente, los juegos de azar, por lo menos la lotería, tienen un gravamen establecido por medio de una 
tasa. ¿Se entiende que la tasa que corresponda a ese incremento patrimonial va a ser aplicada sobre la 
diferencia? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No entendí la pregunta. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Por ejemplo, la lotería nacional ya tiene una tasa que, en su momento, se redujo 
del 10% al 5%. Por tanto, consulto si el impuesto relativo al incremento patrimonial que se establece ahora 
aplicará la tasa del impuesto -que supongo que será del 5%- sobre el remanente, es decir, el 95%. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECOMOMÍA Y FINANZAS:- Esta tasa afecta al primer premio, y es 
del 5%. 


De todos modos, para analizar este tema es importante recordar que, con la relación de setenta y uno a uno 
3 
que estamos planteando, no todos los premios de lotería estarán gravados; por tanto, esto afectará a muy 


pocos juegos. 


Como estamos hablando de un impuesto a la renta de las personas físicas, esto tiene que ver con el monto 
recibido. Si sobre un juego de 100 el monto que se recibe es 95, y esa es la ganancia del apostador, 
obviamente, el impuesto a la renta se aplicará sobre la renta de 95 y no de 100. 


También quiero aclarar que no se está creando un nuevo IRPF; simplemente, se levantará una exoneración, 
que está vigente hasta el día de hoy, que refiere a los incrementos de capital gravados. Cabe preguntarse si 
era correcto que se exonerara del pago del impuesto a la renta de las personas físicas -que grava muchos otros 
casos- a alguien que ganaba un premio de un juego de azar. 


El contador Fernando Serra va a continuar con el análisis del articulado. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- A continuación, y siguiendo la línea indicada por el señor ministro interino, 
nos toca abordar el conjunto de artículos relativos a la adopción de estándares internacionales en materia de 
prevención de prácticas fiscales nocivas. 


En el Foro Global sobre Prácticas Nocivas se asumió un estándar internacional. La quinta acción del 
denominado Plan de Acción BEPS apunta al otorgamiento de beneficios tributarios y establece cómo los 
países deben ponerse de acuerdo para otorgar beneficios tributarios sin que ello origine una erosión en las 
bases del resto de los países del mundo. 


Básicamente, lo que indica este plan de acción, al que Uruguay ha adherido, es que los beneficios tributarios 
deberían darse en atención a la sustancia y a la transparencia. Es decir, no habría que dar lugar a otorgar 
beneficios tributarios a aquellos regímenes que no tengan una actividad real y localizada en el territorio 
correspondiente a la jurisdicción. Además, el régimen de otorgamiento de beneficios tributarios debería ser 
transparente, de acceso público. Por ejemplo, no debería ser, tal como sucede en algunos países nórdicos, un 
acuerdo entre la administración tributaria y el contribuyente, en el que se establece un tratamiento 
preferencial, sin que sea transparente. 


Otro de los elementos que toma en cuenta este estándar internacional refiere al concepto de estanquidad del 
régimen. Es decir, un régimen que otorga beneficios tributarios cuando las operaciones se realizan con no 
residentes, pero no cuando esas operaciones se llevan a cabo con residentes, de por sí es calificado como 
nocivo. ¿Por qué? Porque la propia jurisdicción se blinda contra el régimen, y no lo otorga cuando las 
operaciones apuntan a su mercado doméstico. Entonces, este conjunto de normas apunta a tres regímenes 
que tienen base legal. El primero de ellos, refiere a la exoneración al software; el segundo, a la ley de 
inversiones y, el tercero, al régimen de zonas francas, como indicaba el señor ministro interino. 


Nos estamos refiriendo a los artículos 244, 240 y 241, que están relacionados. 


Con respecto al régimen de software, intentamos atacar dos problemas. Como ustedes saben, el software, la 
biotecnología y la bioinformática tienen exoneración. 


La exoneración que actualmente tiene el software no exige ningún tipo de actividad sustantiva. Es decir, para 
que el vendedor de software acceda a la exoneración, no se requiere que él haya desarrollado ese software a 
través de actividades propias. El problema adicional, como mencionábamos, es que cumple con la 
configuración del concepto de estanqueidad. Entonces, está exonerado en tanto el software se venda en el 
exterior y sea utilizado económicamente fuera del territorio nacional. Como decíamos, por definición, si se 
otorga una exoneración cuando la venta es a no residentes y no se otorga cuando la venta es a residentes, esto 
genera un problema; la jurisdicción se blinda contra un régimen que ella misma está reconociendo que es 
potencialmente nocivo. 


El artículo 244 introduce una modificación al literal S) del artículo 52 del Título 4 del Texto Ordenado, que 
consagra las exoneraciones a la producción de soportes lógicos, a la prestación de servicios vinculados a 
soportes lógicos y al desarrollo en biotecnología y bioinformática. 


Lo que está disponiendo esta norma que se somete a consideración del Parlamento es que el beneficio quede 
condicionado a que la actividad sea desarrollada por la empresa situada en el territorio nacional, para evitar 
las modalidades de triangulación de software o de triangulación de derechos de la propiedad intelectual que 


no se genera en territorio nacional, de forma tal que se utilice en forma abusiva la exoneración que otorga 
Uruguay para erosionar otras bases tributarias. 


Conocido es el caso reciente ocurrido en Irlanda, por las rentas que alocaba la empresa Apple, generando una 
perforación en el resto de las empresas que compraban los derechos de propiedad intelectual. 


Estamos revisando y analizando nuevamente este artículo de conformidad con el estándar internacional. Es 
muy probable que remitamos al Parlamento un ajuste a esta normativa, de manera de adecuarlo más 
rigurosamente, porque no estamos para nada complacidos con la redacción. Nos parece que le falta algún 
grado de certeza. Estamos trabajando para afinar la certeza para presentarles un texto alternativo. 


Con esta lógica, la venta de software quedaría exonerada solo en la medida en que estuviera desarrollado por 
la empresa local. Asimismo, la exoneración se realizará en las ventas tanto a no residentes como a residentes. 


Los artículos relacionados, el 240 y el 241, adecuan la técnica de liquidación del IRAE a estas nuevas 
disposiciones. Por ejemplo, el artículo 241, que propone la derogación del literal I) del artículo 23 del Título 
4 del Texto Ordenado, elimina el cómputo de un gasto incrementado por una vez y media. Este inciso 
dispone que las empresas que compren software podrán computar el gasto por una vez y media. Si ahora 
vamos a exonerar esas rentas derivadas de la venta de soportes lógicos, mal podríamos incentivar que el gasto 
que compute el adquirente se pueda considerar por una vez y media el gasto efectuado. 


En el mismo sentido, el artículo 240 lleva la lógica de la regla de topes para la deducción de gastos en el 
IRAE, la regla que indica que el gasto es deducible en forma proporcional a que la contraparte pague el 
impuesto a la renta; de manera que debemos alinearlo con las disposiciones generales y establecer que 
también queda sometido a la regla de topes. Quiere decir que si el vendedor realiza un servicio o vende una 
licencia de uso de software que está exonerada, de acuerdo con la normativa general, la contraparte no podrá 
deducir ese gasto. 


Pasamos a considerar el artículo 261, que refiere a un ajuste a la Ley N” 16.906, que también está relacionada 
con los derechos de la propiedad intelectual. En la misma lógica que recién comentábamos para el desarrollo 
de software, estamos proponiendo al Parlamento introducir un inciso al artículo 15 de la ley de inversiones 
que condicione la exoneración a otorgar en el marco de la ley de inversiones a que la renta que obtengan las 
empresas amparadas en esta ley, derivadas de derechos de la propiedad intelectual y otros bienes intangibles, 
sean desarrolladas por ellas mismas. En la misma lógica, esta norma busca que a través de la utilización 
abusiva del régimen promocional uruguayo se triangule con derechos de la propiedad intelectual. En la 
medida en que esas rentas no sean genuinamente desarrolladas por el contribuyente quedarán fuera de la 
exoneración. 


Dentro de este paquete de normas que apuntan a ajustar los beneficios tributarios que otorga nuestra 
legislación, queremos referirnos a las vinculadas con la ley de zonas francas. 


Proponemos hacer un ajuste a la Ley N* 15.921, de manera tal de adecuarla a los nuevos estándares 
internacionales en materia de que los usuarios de zonas francas que hoy tienen amplísimas exoneraciones 
tributarias puedan acceder a ellas siempre que realicen una actividad de carácter sustantivo, es decir, que la 
actividad que desarrollan en zonas francas no sea una de las denominadas de papel, esto es, que haya una 
actividad real, genuina, de las que interesan al país y están en línea con el artículo 1% de la ley N* 15.921 que 
plantea los objetivos para los cuales fueron creadas las zonas francas. 


Asimismo, queremos dotar al régimen de mayor transparencia. Esto es, planteamos ajustes de manera tal que 
se otorguen beneficios siempre que el Estado pueda controlar que realmente se realiza una actividad de 
carácter sustantivo. Saben los señores legisladores que hoy basta con que exista un contrato entre un usuario 
directo y otro indirecto para que se acceda en forma plena a los beneficios tributarios que otorga la ley de 
zonas francas. Lo que queremos hacer, en línea con estos estándares, es que el Estado revise y autorice el 
otorgamiento de las exoneraciones en el marco de este contrato siempre que se cumpla con los objetivos 
primordiales de la ley de zonas francas. 


Para seguir en la lógica del diseño, el otro punto está vinculado también a los derechos de la propiedad 
intelectual y es un poco más de lo que ya comentamos. Es decir, el usuario de zonas francas podrá acceder a 
las franquicias fiscales por la explotación de los derechos de la propiedad intelectual siempre que sean 


desarrollados dentro de las zonas francas. Tratamos de bloquear la posibilidad de que el usuario de zonas 
francas compre software desarrollado en el exterior, lo triangule y venda al resto del globo. Es decir, en la 
misma línea de lo que manifestamos en materia de software en el marco de la ley de inversiones, se 
reproduce el mismo diseño para el acceso a los beneficios provenientes de la explotación de los derechos de 
la propiedad intelectual. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En el Capítulo "Recursos" hay seis artículos vinculados a las zonas francas, al 
mismo tiempo que en la Comisión de Hacienda tenemos un proyecto de ley relativo al tema con media 
sanción. Dos de esos artículos coinciden: el 6% con el 254, y el 11 con el 256 actual; los otros artículos son 
diferentes, son nuevos. 


Este fue un proyecto muy discutido. El Poder Ejecutivo sabe que el Senado tuvo un largo debate sobre el 
tema, que comparecieron muchos interesados en la materia -tanto públicos como privados-, y que surgió un 
proyecto de ley producto de un acuerdo político, que no todos votaron contentos, pero que tuvo un 
importante respaldo en la Cámara de Senadores. Ahora esa iniciativa está a estudio de la Cámara de 
Diputados. Por lo tanto, creo que lo más saludable sería desglosar este Capítulo, enviarlo a la Comisión de 
Hacienda de Diputados y analizarlo en su conjunto porque, de lo contrario, vamos por partes en un tema que 
parece ser uno solo. Además, la Comisión de Hacienda de Diputados tomará opinión. Pienso que aprobar esto 
sin recibir la opinión de los actores económicos -que son diversos y a veces contrapuestos- no parece 
prudente, y acá no tenemos tiempo para hacerlo. 


Quisiera saber si hay inconveniente en que estos artículos se analicen en conjunto con una ley que, 
seguramente, saldrá de la Cámara de Diputados antes de que finalice el año, coincidiendo con la entrada en 
vigencia de esta rendición de cuentas. ¿Hay alguna urgencia en que esto ocurra antes? ¿Esto colide, de algún 
modo, con el acuerdo político que se hizo en la Cámara de Senadores? Como hay artículos nuevos, ¿el texto 
actual contradice el acuerdo realizado? La verdad, es un tema que merece mucha atención y mucho cuidado 
y, en mi caso, todavía no he tenido tiempo de contrastar con nuestros senadores ni preguntarle a los sectores 
interesados en la materia. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Son buenas las preguntas que hace el 
diputado Gandini, porque son aspectos que entendemos corresponde aclarar. 


En mi primera intervención hacía referencia a la necesidad de generar estos artículos dado que tienen relación 
con la promulgación de una lista negra por parte de la OCDE, vinculada con regímenes preferenciales 
catalogados como nocivos. La OCDE estará emitiendo esta lista negra en el mes de setiembre. Por lo tanto, el 
análisis que se está haciendo tiene que ver con lo que se está auditando en este momento. Entonces, nos 
parecía adecuado que desarrollar una actividad proactiva y estar discutiendo esto en estos momentos por 
parte del Parlamento es lo que le permite a Uruguay tener una presentación de cara a la elaboración de esa 
lista negra del mes de setiembre. 


Esos son los motivos que nos llevaron a tener cierta urgencia para incluir esto en este momento. 


Por otro lado, una pregunta que también me parecía bien importante refería a si esto colide con lo que está en 
el proyecto de zonas francas. En este caso, no colide en absoluto con los artículos del proyecto. Como bien 
decía el señor diputado Gandini, hay artículos que no tienen nada que ver con lo que está en el proyecto de 
zonas francas porque, precisamente, son aspectos que surgieron después, en función de estas exigencias de la 
Unión Europea, pero que no coliden. 


Estos artículos tienen que ver, fundamentalmente, con la provisión de servicios más que con el comercio de 
bienes. Los aspectos más controversiales o más discutidos del proyecto que en este momento está a estudio 
de la Comisión de Hacienda de Diputados refieren al comercio de bienes y no al comercio de servicios. Por 
lo tanto, los artículos que no estaban en el proyecto de ley que está a estudio de Diputados no coliden en nada 
con lo que está en el proyecto de ley. 


Los dos artículos que estaban en el proyecto que está a estudio de la Comisión de Hacienda y que también 
están en este es porque tienen un pequeño giro, producto de las exigencias de la Unión Europea, pero siempre 
vinculados al área de servicios y no modifican absolutamente nada el espíritu de lo que estaba en el proyecto 
al que hacía referencia el diputado Gandini. Por lo tanto, no coliden ni alteran en absoluto lo que se fue 
discutiendo a lo largo del tratamiento parlamentario del otro proyecto de ley. 


Por supuesto, cuando recibimos la información con respecto a la elaboración de esta lista y las exigencias de 
la Unión Europea que, en un primer momento iban a ser para el año 2018 y terminaron siendo para setiembre 
de este año, lo primero que hicimos fue reunirnos con quienes actúan bajo estos diferentes regímenes, es 
decir, productores de software y los vinculados a explotadores y usuarios de zonas francas. Con todos ellos 
trabajamos y la conciencia de la urgencia del tema -producto de la elaboración de esta lista negra para 
setiembre- y el efecto devastador para la colocación de los servicios y el software que produce Uruguay, es 
absolutamente compartida. La elaboración de los artículos también fue fruto de un intercambio de trabajo que 
se realizó con estos operadores. 


Reitero que están vinculados, fundamentalmente, con los servicios y la materialidad de las actividades que se 
desarrollan, tanto en la producción de software como en el régimen de zonas francas a la hora de facturar 
estos servicios hacia el exterior, que en nada colide con el proyecto que estaba tratado y que fue elaborado en 
diálogo permanente con los actores de los distintos regímenes. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero volver a la consideración de los artículos 245 y 246. 


El artículo 246 establece una exoneración para el caso de que la relación entre el monto del premio y el 
monto apostado sea superior a setenta y una veces. 


Por otro lado, el artículo 245 establece un nuevo literal: "C) El resultado de comparar los premios de los 
juegos de azar y de carreras de caballos con el monto de la apuesta", y me parece que en ese sentido hay un 
problema. 


En el artículo 246 exoneramos los premios hasta setenta y una veces, donde está considerado el tema 
concreto de la quiniela de dos cifras. 


Supongamos que tenemos cualquier otro tipo de juego de azar donde se establece un premio cuya relación es 
de cien veces. Tal como está redactado el literal C) del artículo, el gravamen va a recaer sobre la totalidad del 
premio. Me parece que hay una situación de injusticia si se aplica un gravamen de esta naturaleza. En todo 
caso, cuando se agrega el literal C) en el artículo 245, habría que establecer el monto de exoneración de hasta 
setenta y una veces. 


Planteo esto porque, entre otras cosas, privilegiaríamos un juego -en el caso de la quiniela de dos cifras- 
operado por un privado frente al tratamiento que le daríamos a un premio otorgado por la lotería nacional 
para el caso de que esta superara las setenta y una veces. Por lo tanto, propongo -esto es lo que planteo al 
Ministerio de Economía y Finanzas- que el literal C) del artículo 245 que se agrega dijera: El resultado de 
comparar los premios de los juegos de azar y de carreras de caballos con el monto de la apuesta, por el monto 
que exceda la exoneración planteada en el literal M). Me parece que, de lo contario, se genera una situación 
injusta. La diferencia más clara es que algo que tenga una relación de setenta y dos veces estaría tributando 
por la totalidad y algo que tenga una relación de setenta y una veces estaría tributando cero. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, lo que se establece no es 
un mínimo no imponible que vale en todos los casos y que solamente si supera ese monto se paga por lo que 
supera. Lo que se establece es una exoneración que llega hasta setenta y una veces; si supera, paga por todo, 
pero no genera inequidad entre un juego y otro. El señor diputado hacía referencia, por ejemplo, a un premio 
de lotería nacional, que si supera las setenta y un veces, también va a pagar por todo. Hoy, hacía referencia a 
que se descontaba ese 5% porque no se cobra 100, se cobra 95; pero no quiere decir que se grave lo que 
supere las setenta y una veces en ese caso. No; la norma es pareja para todos. Es una exoneración y cuando 
supera la exoneración, en todos los casos paga. Quería dejar claro que esa es la situación, que se podrá 
compartir o no, pero no genera inequidad. Algo que podría ser análogo, pero absolutamente irrelevante en 
términos materiales es, por ejemplo, alguien que gana US$ 1.000.000 en el 5 de Oro, y el IRPF debería estar 
calculado sobre ese monto, menos los $ 30 de la apuesta. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Para mí sí hay una situación de indudable injusticia. 


A diferencia de lo que pasa en los otros literales, incluido en el artículo 17 del Título 7, indudablemente, hay 
una renta y es gravada en su globalidad. Si se establece una exoneración, se produce una situación de 
injusticia frente a la misma renta en función de su monto. No hay una relación directa en función de una 


determinada exoneración. Realmente, creo que lo que se consagra es una situación de injusticia y, además, de 
ventaja del operador privado en relación al operador público, en el sentido de rentas que superen ese monto. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En este caso no coincido con la apreciación de mi doble colega, legislador y 
contador. 


Estoy de acuerdo con lo decía el señor ministro interino de Economía y Finanzas en cuanto a que hay otros 
literales del artículo 27 que también establecen topes, por ejemplo, el literal I) de los incrementos 
patrimoniales, que están exonerados siempre que no superen 30.000 UL. Aquellas operaciones que superen 
30.000 Ul, desde cero hasta la cifra que sea, están gravadas. Solamente no lo están las menores a 30.000 UL. 
En este caso, la relación es de setenta veces con la apuesta realizada. 


Me quedó una pregunta que le hice al contador Fernando Serra pendiente de respuesta, con respecto al 
acápite del artículo 17 del Título 7. 


SEÑOR SERRA (Fernando).- Agradecemos la pregunta del señor diputado Alfredo Asti. 


A nuestro juicio, no es necesario agregarlo al acápite, porque el que el señor diputado señala refiere a la regla 
general de los incrementos patrimoniales. El inciso segundo establece una inclusión directa de otro tipo de 
incrementos patrimoniales que no responden a la regla general. El literal A) del inciso segundo establece que 
quedan incluidas en este artículo -es decir, las reputa incluidas aunque no cumplan con la regla general 
establecida en el inciso anterior- las rentas correspondientes a trasmisiones patrimoniales originadas en 
cualquier negocio jurídico que importe título hábil para trasmitir el dominio y sus desmembramientos. El 
literal B) refiere al resultado de comparar el valor en plaza con el valor fiscal de los bienes donados o 
enajenados a título gratuito, siempre que aquel fuera mayor a este; es decir, regula aspectos que no refieren a 
rentas provenientes de enajenación de bienes. Entendemos que bastaría con dejar el acápite del propio inciso 
segundo para que queden contempladas; es decir, para que queden incluidas en este artículo. En el literal C) 
entrarían el resultado de comparar los premios de los juegos de azar, etcétera, que no cumplen con la regla 
general establecida en el inciso primero. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero hacer una pregunta respecto a este tema ya que volvimos sobre él, y 
aprovechando que está el director nacional de Loterías y Quinielas en sala. 


Me queda claro que fijar un límite en premios como la quiniela tiene que ver con que es el juego -valga la 
redundancia- más jugado, más popular y en el que más apuesta se levanta. Está claro que, de paso, también 
levanta o genera la exoneración a otros juegos, como la ruleta, los caballos, etcétera. Pero, referido a la 
quiniela, quisiera saber si hay algún estudio vinculado a cómo puede afectar esto en las modalidades de juego 
clandestino. Pregunto esto porque ya tenemos un mundo paralelo, imposible de regular y controlar, por lo 
menos de prohibir, en los slots. La quiniela fue el juego que más se desarrolló clandestinamente en el país. Y 
la diferencia entre el juego clandestino de la quiniela y el hoy regulado, está en lo que paga, en lo que recibe 
el apostador. Ahí está la diferencia. Si el premio termina siendo más chico porque hay un impuesto que lo 
grava, esto puede generar condiciones favorables para hacer crecer el juego clandestino de la quiniela que, 
como todos sabemos, existe en algunos ambientes, cosa que no sucede con otros juegos. 


Me gustaría saber si se ha analizado un punto de equilibrio sobre el juego, obviamente, de quiniela de tres 
cifras, que sería el que no estaría exonerado, salvo que el mínimo que establece la otra variable que aquí está 
sea alto. En ese caso podría afectar solo a algunos premios de quiniela importantes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, el cambio propuesto para 
que el pozo supere en setenta y un veces y no en cuarenta veces es dejar fuera una parte importante de los 
premios de lotería, sobre todo aquellos que se dan con más asiduidad y, por lo tanto, el efecto que se estima 
que pueda tener esto de desincentivo al juego de la quiniela pasa a ser absolutamente marginal. En ese 
sentido, hemos propuesto el cambio al cual hacíamos referencia y que fue comentado anteriormente. 


En cuanto al mínimo no imponible, se está trabajando al respecto, y por eso se estableció que fuera por 
decreto reglamentario, pero la intención es actuar de la misma forma en la que estamos actuando con lo 
relativo al monto del pozo; es decir, ser muy selectivos y focalizarnos en dónde está la recaudación más 
importante, sin alterar las condiciones y los atractivos y sin generar un desincentivo al juego formal, 
beneficiando de esa manera al juego clandestino. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Supongo que el artículo 249 también pasa a setenta y un veces. 


Ustedes han dicho que pasan el límite de cuarenta a setenta y un veces, ¿eso no modifica la expectativa de 
recaudación que tienen? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como dije anteriormente, es 
absolutamente marginal lo que ocurre al aumentar de cuarenta veces a setenta y una veces porque, en el caso 
de Quiniela, en lo que tiene que ver con los aciertos de dos cifras, existe una recaudación totalmente 
marginal. Entendemos que esto no altera los grandes números de lo que hemos propuesto al Parlamento. 


Habiendo hecho los comentarios sobre los artículos vinculados con las zonas francas y con la necesidad de 
incluirlos para un rápido tratamiento que posicione bien al país a nivel internacional a la hora de la emisión 
de una lista negra por parte de la Unión Europea, pasamos a considerar el artículo 252 que establece las penas 
para el caso de la utilización en forma total o parcial de facturas apócrifas, es decir, truchas. En los últimos 
meses hemos visto el corolario de uno de los operativos más grandes de la historia de la DGI. Me refiero a 
una de las defraudaciones más importantes de la historia, de miles de millones de pesos. En este caso, 
sucedió algo un tanto incomprensible ya que no hubo procesados con prisión por este delito. Por lo tanto, se 
entendió necesario avanzar en una descripción de este delito tributario, con una pena que determine que 
quien utiliza facturas apócrifas tenga una pena de las características que aquí están establecidas. 


SEÑORA ACOSTA (Natalia).- Se trata de una circunstancia agravante especial del delito. No es un tipo 
nuevo o distinto del delito; la defraudación tributaria es el mismo tipo penal, que tendrá una circunstancia 
agravante especial. 


Como saben, las circunstancias agravantes pueden ser genéricas o especiales. Las genéricas son las comunes 
a todos los delitos y las especiales refieren a cada delito en particular. En este caso concreto, se trata de una 
circunstancia agravante especial del delito de defraudación tributaria, con un incremento de pena. Una 
circunstancia agravante altera la responsabilidad de forma tal que se puede llegar al mayor guarismo de pena 
o, en el caso de las circunstancias agravantes especiales, en general tienen una pena mayor y, en este caso, se 
establece entre dos y ocho años de penitenciaría. La pena del delito de defraudación tributaria es de seis 
meses de prisión a seis años de penitenciaría. La agravante especial se justifica -además de que no es una 
novedad en el derecho comparado, es una agravante común; todos los sistemas tributarios la tienen porque el 
uso de facturas truchas, apócrifas o ideológicamente falsas es un flagelo para las administraciones tributarias- 
porque el injusto es mayor. El injusto es la tipicidad más la antijuridicidad de la conducta. Es más grave el 
delito cometido cuando el engaño se perpetra a través de facturas, porque en general tienen una apariencia de 
legitimidad. Esto debe comprenderse también entendiendo cómo funciona el sistema tributario. El 
contribuyente tiene el deber de iniciativa; es el que le dice al fisco cuánto debe y cómo hace la liquidación. El 
delito es mucho más grave cuando, además, se apoya en documentación falsa porque al fisco le cuesta mucho 
más llegar a conocer el fraude cometido. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Hace un rato hablábamos de la preocupación por mejorar la evasión tributaria. 
Creo que con las explicaciones que dio la doctora Acosta, advertimos claramente la necesidad de tener este 
instrumento de modificación del Código Tributario, no del Código Penal, y relacionarlo con la necesidad de 
avanzar en este tema. A nivel internacional, las normas nos están impulsando a la definición del delito fiscal 
como un delito precedente al lavado de activos. El proyecto que en este momento está analizando el 
Parlamento así lo considera. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los artículos que van hasta el 261 están 
vinculados con este problema de los regímenes preferenciales y su análisis por parte del foro global de la 
OCDE y de la lista negra de la Unión Europea. 


El artículo 262, que se trabajó junto al Ministerio de Industria, Energía y Minería, busca generar incentivos, 
allanar el camino a quienes tienen iniciativas de innovación, de avance en la industria de la robótica y la 
electrónica. Previa declaratoria promocional de la actividad que habrá que generar, se está proponiendo 
exonerar de tasas y tributos a la importación de insumos, pero específicamente para su utilización en la 
elaboración de prototipos. Luego, se establecerá que estamos hablando de un número determinado de 
importaciones y por un valor acotado -estamos pensando en montos bajos-, que facilite la importación de 
estas determinadas piezas a quienes trabajan en lo que tiene que ver con la robótica y la electrónica en 
nuestro país. Esto también facilitaría los trámites aduaneros al permitir prescindir, solo en estos casos 


puntuales, de la intervención de despachantes de aduana. El espíritu es fomentar la robótica y la electrónica 
en Uruguay, un campo sobre el que hay mucho terreno para avanzar en nuestro país. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Me surgen algunas dudas. 


La expresión "pequeñas series de producción” merecería alguna precisión porque, de lo contrario, queda 
sumamente discrecional. Por más que entiendo el interés en promover el prototipado, no entiendo por qué 
esto no requiere la intervención preceptiva del despachante de aduana, cuando hemos aprobado un Código 
Aduanero que lo ha jerarquizado enormemente. El despachante de aduana se requiere, inclusive, para 
compras personales, en el caso de que sean de una cierta cuantía. Para retirarlas tengo que hacer el trámite 
con un despachante de aduana de por medio. 


Además, entiendo que la expresión "pequeña producción" habría que precisarla. Si, por ejemplo, vamos a 
producir prótesis, todas van a ser pequeñas producciones. 


Comprendo cuál es la lógica, pero me parece que este artículo requiere un poco más de afinamiento en el 
texto. Las pequeñas series deben ser especificadas. ¿A qué le vamos a llamar pequeña serie? 


Por otro lado, la no intervención del despachante de aduana no tiene justificación porque -reitero- en el 
Código Aduanero en muchos aspectos le hemos adjudicado el rol de agente colaborador del Estado. No 
entiendo por qué se lo excluye de este tipo de operaciones. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Voy a ser muy breve porque varias de las dudas que me genera este artículo me 
las ahorró el señor diputado Gonzalo Mujica. 


Quiero agregar que esto de "asociados a la innovación tecnológica del sector de electrónica o robótica" es un 
cambio amplísimo. Hoy la robótica puede estar asociada a los tractores, o sea a grandes elementos, porque la 
innovación y la aplicación tecnológica en la producción se va generalizando. O sea que no necesariamente 
estamos pensando en microchips, sino que esto puede comprender equipamientos de gran porte, aunque sea 
en pequeñas cantidades. Y es muy subjetiva la expresión "pequeños" o "prototipado" que, como decía el 
señor diputado Gonzalo Mujica, no tienen una definición. En definitiva, ¿de qué estamos hablando? Estamos 
hablando de plata. A unos se los exonera y a otros no. Y el que puede ayudar a definir esas cosas es el 
despachante, que no actúa y queda, pura y exclusivamente en manos de la administración. ¡El despachante es 
un auxiliar de la administración! Y si ese auxiliar no opera en la tarea -algo que definimos en el Código 
Aduanero recientemente-, la administración se queda sin un control importante. Así, la definición de una 
pequeña serie, de un prototipo y demás queda exclusivamente en manos de los funcionarios. 


Por tanto, como se decía recién, estos conceptos deben ser descritos y acotados mejor para poder 
acompañarlos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, con esto pretendemos 
facilitar y dinamizar una actividad. 


Los comentarios de los señores diputados, en la línea de la probabilidad de afinar o concretar detalles con 
mayor precisión en el artículo, pueden ser de recibo. Entendemos que para afinar este artículo se debería 
trabajar con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, que lidera esta iniciativa. Seguramente, llegado el 
caso, se podrá llegar a una mejor redacción. 


No está pensado, precisamente, para pocas piezas de muchísimo valor. Por el contrario, también se pretende 
exonerar la necesidad de un despachante de aduana porque hablamos de pequeñas piezas. No solo de 
pequeñas cantidades, sino de cuestiones de poco valor. 


El artículo 264 busca focalizar mejor un beneficio que otorga el Banco de Previsión Social y que hoy permite 
que en el mes de diciembre sea otorgado para todos sus contribuyentes. Consiste en una bonificación de hasta 
el 10% con respecto a los pagos al BPS en el mes de diciembre, siempre que se tenga la calidad de buen 
pagador. Este artículo establece un cambio que pretende focalizar ese beneficio y aumentarlo en el caso 
donde se focaliza. Es decir que, en vez de otorgar un beneficio general para todas las empresas, se pretende 
hacer foco en lo que tiene que ver con las obligaciones jubilatorias patronales de las micro y pequeñas 


empresas. Y a su vez, pasar este beneficio de un 10% a un 15%. Es decir, focalizarlo en las micro y pequeñas 
empresas y aumentarlo de un 10% a un 15%. 


Con respecto al artículo 265, solicito que haga uso de la palabra la doctora Natalia Acosta. 


SEÑORA ACOSTA (Natalia).- Este artículo pretende modificar parcialmente el artículo 39 de la Ley N* 
19.484, que refiere al secreto de la información que va a tener el registro de beneficiarios finales y titulares 
de participaciones patrimoniales al portador. La razón de esta modificación tiene que ver con que entre la 
discusión y la sanción de la ley hubo un movimiento de artículos y quedaron mal indicados. Entonces, 
correspondería que la información de carácter secreto fuera la de los artículos 23, 24, 25, 29 y 30, que 
refieren a la obligación de identificar a los beneficiarios finales de las entidades de los residentes y la de los 
no residentes. 


En realidad, la modificación aparece en el artículo 25 -dado que por error había quedado en el 26-, que 
establece la obligación adicional para las entidades emisoras de acciones o partes sociales nominativas. Los 
artículos 29 y 30, que ya estaban, establecen la obligación de informar. En definitiva, no es otra cosa que 
sanear un error. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Con respecto al artículo 264, me gustaría saber si significa un 
aumento de ingresos -y de ser así, saber si tienen un cálculo- , en la medida en que se quita el beneficio del 
10% a todas las empresas en general, siendo buen pagador y si se aplica únicamente a las micro y pequeñas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La intención es redistribuir el esfuerzo 
fiscal, pero basándose y focalizándose en las micro y pequeñas empresas. 


Cabe recordar que las mipymes en Uruguay superan largamente el 95% de todas las empresas del país. Y en 
este caso, más del 95% de las empresas del Uruguay, el beneficio pasa de ser un 10% a un 15%. Y por el 
contrario, no hay un afán recaudador en esta medida, sino que, precisamente, se trata de focalizar mejor el 
esfuerzo que se hace al otorgar una bonificación de este tipo. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- El razonamiento lo entiendo, pero quería saber si hay un cálculo 
porque, si bien es cierto que el 95% de las empresas son micro y pequeñas empresas, hay un 5% de grandes 
empresas con grandes aportes. En la medida en que se les saca el beneficio del 10% -a pesar del aumento del 
15%-, capaz que no, es lo mismo o menos. Solo quería saber si tienen ese dato. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Podemos acercar esa información al 
señor diputado, pero reitero que la intención es reequilibrar el mismo esfuerzo. No hay una intención de 
recortar el monto del beneficio. 


El artículo 266 propone cambios en la tasa consular. Cabe recordar que hoy esa tasa se ubica en un 2%, tanto 
para bienes extra zona Mercosur como para bienes del Mercosur. Aquí se está planteando un aumento 
temporal de esta tasa y, al mismo tiempo, se está proponiendo un mecanismo con un cronograma para su 
disminución. 


Se está proponiendo un aumento temporal para los bienes extra Mercosur del 5% y para los del Mercosur del 
3%. Y luego, una disminución de 0,5% por año, a partir del 1 de enero de 2020. En el caso de los bienes extra 
zona, esto llevaría un retorno al valor del 2%, pero en el caso de los bienes del Mercosur, no solo se volvería 
a este valor sino que se continuaría en la reducción hasta la desaparición de esta tasa. 


También es importante recordar que esta tasa no se aplica, por ejemplo, en el caso de los servicios y tampoco 
a los bienes que ingresan al territorio nacional en régimen de admisión temporaria ni el petróleo crudo. 
Tampoco se aplica -y esto es muy importante- a la importación de bienes de capital de uso, relativos a los 
sectores industrial, agropecuario y pesquero. Por lo tanto, los bienes de capital están exonerados, al igual que 
los servicios y lo que aplica al ingreso bajo el régimen de admisión temporaria. Esta medida, que no es 
deseada como dijo el ministro, es necesaria y tiene como finalidad equilibrar los ingresos y egresos 
presentados en esta rendición de cuentas para poder avanzar en el cumplimiento de objetivos sociales, como 
los gastos incrementales que se plantean en educación. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Sobre este asunto se ha discutido mucho a nivel público y creo que hay 
opiniones y posiciones tomadas. Simplemente, quiero marcar algunos aspectos. 


En la presentación del informe económico financiero que acompaña la rendición de cuentas, hay un cuadro 
que muestra la evolución del costo de las importaciones y, según lo que pude apreciar, con este aumento en la 
tasa consular, volveríamos a la franja de los años 1998-2001. 


En mi opinión, con este aumento de impuestos no solo se va a gravar la importación de productos que pueden 
ser suntuarios, porque son importados, sino también insumos o partes de la industria nacional, ya que algunas 
están exoneradas y otras no. En ese sentido, quiero dejar constancia de lo que alguna vez he escuchado en 
cuanto a que todo impuesto a la importación termina transformándose en un impuesto a la exportación, 
porque es natural que cuando se aumentan los impuestos a quien exporta a nuestro país -una medida contra la 
apertura de mercados y de tipo proteccionista-, se reciban medidas compensatorias de igual calidad. En ese 
sentido, no sería deseable que Uruguay tuviera que pagar o perder mercados por recaudar algunos impuestos 
de la tasa consular. 


Hago esta constancia para que quede en la versión taquigráfica. Espero que cuando hagamos el análisis de los 
resultados podamos ver cuál fue su impacto real en la recaudación, que se estima de aproximadamente 

US$ 100.000.000 y en otros efectos colaterales, seguramente no queridos, que también pueden estar 
presentes. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Cuando concurrieron las autoridades del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca -no estaba el ministro, sino el subsecretario-, en la medida en que el sector utiliza un gran 
porcentaje de productos importados, pregunté cómo afectaría este incremento en el sector. 


Además, me gustaría saber si esto puede afectar la importación de bienes cuando empiece la construcción de 
la planta de Botnia. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nosotros entendemos que la importación 
de bienes a Uruguay no se verá resentida. Estamos hablando de un incremento muy menor en los costos, que 
además es transitorio; en algunos casos llega al 3%, pero si por ejemplo tomamos en cuenta una variable 
absolutamente fundamental a la hora de medir los costos de una importación, como es el tipo de cambio, 
podemos ver que el dólar ha tenido una depreciación en el último año y medio de más del 15%. Si 
comparamos esa depreciación de más del 15% con el incremento transitorio de la tasa de 3%, obviamente el 
efecto neto no generará problemas relevantes a la hora de importar bienes en nuestro país. Es así tanto para 
cualquier emprendimiento en general, como para el caso de UPM en particular, teniendo en cuenta lo que 
dijimos en cuanto a la importación de bienes de capital, que está exonerada y no aplica ni la tasa actual de 2% 
ni la incrementada ni cuando vuelva a bajar. 


Por lo tanto, cuando en ese emprendimiento productivo o en cualquier otro se continúen importando bienes 
de capital, no estarán alcanzados por esta tasa. 


Vamos a continuar con el artículo 269, que propone cambiar la forma en que se adoptan las resoluciones en la 
comisión que otorga reparaciones a los afectados por la dictadura cívico-militar en Uruguay. En el caso 
previsto en el artículo 11 de la Ley N* 18.596, se pretende cambiar la toma de decisiones de mayoría absoluta 
a unanimidad. 


Luego de hablar con todos los actores involucrados, entendemos que en este momento no es conveniente 
realizar este cambio. Por lo tanto, el Poder Ejecutivo propone retirar el artículo. 


El artículo 267 está vinculado al LATU y fue propuesto por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, por 
lo que entendemos que las autoridades de esa Cartera deben hacer la argumentación. El artículo 268 fue 
propuesto por Presidencia de la República. Por lo tanto, son las autoridades de ese organismo las que tienen 
que opinar al respecto. 


(Diálogos) 


Los artículos 270 a 275 están vinculados a la ley de inclusión financiera y son los últimos a los que nos 
vamos a referir. En ese sentido, solicito que haga uso de la palabra el economista Martín Vallcorba. 


SEÑOR VALLCORBA (Martín).- Con los artículos 270 y 271 se busca resolver algunas dificultades 
operativas que ha enfrentado el Banco de Previsión Social para poder abonar las asignaciones familiares en la 
forma prevista por el artículo 17 de la Ley N* 19.210, básicamente porque como las prestaciones fueron 
otorgadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley, no se cuenta con toda la información para la 
apertura de la cuenta o el instrumento de dinero electrónico; por ejemplo, el dato referido al domicilio de los 
beneficiarios, que es una exigencia para concretar la apertura de la cuenta. En función de eso, se propone 
flexibilizar el criterio que estaba previsto para las prestaciones que se han brindado y establecer que lo 
estipulado en estos artículos regirá para las prestaciones que se brinden a partir del 1* de enero de 2018. 


El artículo 272 corrige la redacción del artículo 41 de la Ley N* 19.210, en la redacción dada por el artículo 
13 de la Ley N* 19.478, que modificó los artículos 40 -que refiere a la compraventa de inmuebles- y 41 -de 
automóviles-, transacciones que tienen mecánicas muy análogas, pero por una omisión en el ajuste de 
redacción no quedó contemplada en la redacción del artículo 41 la posibilidad de inscribir definitivamente el 
negocio de los vehículos, en los casos en que se haya abonado con medios diferentes a los previstos y luego 
de abonar la multa correspondiente, prevista en la propia ley. Ese cambio se introdujo en el artículo 40, pero 
no en el 41, por la omisión que referí. 


Por lo tanto, el artículo 272 plantea subsanar esta omisión en un tema que fue trabajado oportunamente con la 
Asociación de Escribanos del Uruguay que, precisamente, fue la que nos hizo notar tal omisión. 


Los artículos 273 y 274 tienen que ver con algunos ajustes al Programa Ahorro Joven para Vivienda, previsto 
en la ley de inclusión financiera, que establece una serie de apoyos económicos y de subsidios para aquellos 
trabajadores formales jóvenes que ahorraran por un período superior a los dieciocho meses, en los casos que 
destinaran dichos ahorros a una solución habitacional, que podía ser la compra, el alquiler o el acceso a 
algunos de los programas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o de la 
Agencia Nacional de Vivienda. 


En primer lugar, se modifica el artículo 48 de la Ley N* 19.210 y se prevé la posibilidad de que, además de 
cuentas bancarias, se pueda canalizar el ahorro a través de otros instrumentos de ahorro administrados por 
agentes regulados y supervisados por el Banco Central del Uruguay. De alguna manera se trata de ampliar el 
tipo de instrumentos por los que se pueda canalizar este ahorro, siempre que se trate de instituciones 
habilitadas, reguladas y supervisadas por el Banco Central del Uruguay para realizar dichas actividades. 


Por su parte, con la redacción propuesta en el artículo 274 para modificar el artículo 51 de la Ley N* 19.210 
se introducen dos modificaciones. En primer lugar, el período en el cual el ahorro de estos trabajadores 
podría ser beneficiado con el subsidio de hasta un 30 % previsto en la ley. Originalmente, se preveía que este 
período se extendería por cuatro años -desde que se reglamentara la ley en lo que hace al Programa Ahorro 
Joven para Vivienda- a partir de su entrada en vigencia. Por lo tanto, el programa entró en vigencia el 18 de 
setiembre de 2014, con lo cual los ahorros que se podrían beneficiar se extenderían hasta setiembre de 2018. 
Lo que se propone en este artículo es extender este plazo para abrir una ventana mayor de tiempo y los 
beneficiarios del programa puedan beneficiarse con el subsidio, extendiéndolo hasta el 30 de junio de 2020. 


Recordemos que el programa preveía dos plazos: uno tenía una vigencia máxima de seis años, que se 
mantiene, y otro de cuatro años, donde se computaban los ahorros a efectos del beneficio. En este caso, 
estamos extendiendo el plazo de cuatro años, llevándolo hasta el 30 de junio de 2020. 


Simultáneamente, en el artículo 274, que modifica el artículo 51 de la Ley N* 19.210, se prevé que las 
cuentas para ser beneficiarias de este Programa Ahorro Joven para Vivienda deben estar inscriptas en el 
programa con anterioridad al 31 de diciembre de 2018. 


Estos son los cambios que se introducen en estos dos artículos que, reitero, tienen como objetivo ampliar el 
horizonte temporal del período de beneficios previsto en el Programa Ahorro Joven para Vivienda y, al 
mismo tiempo, ampliar el tipo de instrumentos por los cuales se puede canalizar el ahorro. 


Por último, el artículo 275 refiere a la facultad para reglamentar la interoperabilidad de las redes de POS. La 
implementación de este artículo permitió mejorar de manera notoria el funcionamiento de las redes de POS y 
el mercado de las tarjetas. Para entender mejor este asunto, quizás convenga comentar cómo se caracteriza el 
funcionamiento de los mercados de tarjetas. Básicamente los estudios especializados lo catalogan como una 
industria de dos lados. Es decir, no existe una única relación entre demandante y oferente sino que es un 


mercado que opera en dos mostradores diferentes, donde intervienen gran cantidad de actores. En todo el 
funcionamiento de la operativa con las tarjetas podemos identificar, en principio, siete actores principales: en 
primer lugar el emisor del medio de pago, el sello, que autoriza la emisión de ese medio de pago, el 
procesador, el adquirente, que es quien se vincula con el comercio, el tarjetahabiente, que se vincula con el 
emisor, y el comercio que se vincula con el adquirente. Estos son los dos lados del mostrador. Es decir, hay 
una relación del emisor con el tarjetahabiente, por un lado, y del adquirente con el comercio, por otro 


En medio tenemos la red de POS, que sería el séptimo actor principal. 


El mercado a dos lados tiene implicancias importantes en todo lo que hace al funcionamiento competitivo del 
mercado. Hay bastante evidencia de que esta lógica de funcionamiento, desde el punto de vista del 
funcionamiento competitivo, muchas veces introduce dificultades en la operativa cotidiana de estos 
mercados. 


En muchos países estos temas han constituido una preocupación central, precisamente, para tratar de generar 
condiciones a través de acciones regulatorias que permitan incrementar los niveles de competencia y lograr 
un funcionamiento más eficiente de estos mercados. Por ejemplo, Australia, Estados Unidos, Chipre, 
Colombia, Argentina, Chile, Canadá, Países Bajos, Portugal, entre otros, han tomado distintas medidas cuyo 
foco principal fue mejorar condiciones de mayor competencia y eficiencia en estos mercados, y se han 
enfocado, fundamentalmente, en todo lo que tiene que ver con el funcionamiento del lado de la adquirencia, 
es decir, del vínculo con los comercios, que incluye a quien cumple con el rol de adquirente y también con el 
rol de empresa administradora de los POS. 


Esta introducción es el marco general para identificar la situación en Uruguay, cuánto se ha avanzado y 
cuáles son los problemas que aún subsisten y se intenta resolver con este artículo 275. 


Antes del 2014 el mercado en Uruguay no tenía interoperabilidad; había tarjetas que, aun queriendo pasar, no 
pasaban por algunas redes de POS, y algunas redes de POS que no permitían que algunas tarjetas pasaran por 
su red. Esto sin duda generaba problemas de competencia, de eficiencia y también de incremento de costos 
para los comercios, porque el que quisiera aceptar todos los medios de pago debía tener más de una terminal 
de POS para poder trabajar con todos ellos. 


Existe una empresa que es la que tiene una posición dominante en el mercado de las redes de POS -esta es 
información que se ha manejado públicamente en distintas oportunidades- pero vale aclarar que en total 
existen nueve empresas que prestan este servicio. Estas son: Abitab, Geocom, New Age Data, POS2000, 
Pranasys, RedPos, Resonance, Scanntech y Sisteco, pero dentro de ellas hay una que tiene la posición 
dominante ya que posee una mayor presencia en el mercado y al mismo tiempo sus propietarios eran, 
precisamente, los principales emisores de tarjetas de crédito y de débito. Entonces, allí teníamos una posición 
dominante cruzada entre el mercado de POS y los mercados de los emisiones de tarjetas. Estas posiciones de 
alguna manera se utilizaban en el pasado para defender esa posición dominante y limitar el surgimiento de 
competidores. Entonces, por ejemplo, una tarjeta pequeña a la que no se dejaba pasar por la principal red de 
POS perdía valor porque quien la poseía tenía dificultades para poder utilizarla en los comercios. Por lo 
tanto, eso limitaba la capacidad de competir de las tarjetas pequeñas con los grandes emisores. Por otro lado, 
teníamos a las empresas de POS que querían instalarse en el mercado, pero en la medida en que las 
principales tarjetas no permitían que sus tarjetas pasaran por esa red de POS también veían limitadas su 
capacidad de competencia porque el valor que tenía esa red de POS, en un sector que opera con fuertes 
externalidades de red, precisamente tiene que ver con la capacidad de que las tarjetas pasen por esa red; si no 
pueden pasar se reducía el valor que tenían. Esa era la situación que teníamos previo al año 2004. 


Cuando comenzamos a trabajar en el programa de inclusión financiera se adoptaron una serie de medidas y 
se generaron ámbitos de intercambio con los distintos actores para tratar de resolver este problema claro que 
afectaba la competencia en el mercado. En la medida en que no se pudo resolver a partir de estos espacios de 
trabajo e intercambio con los diversos actores fue que en el año 2012, a través del artículo 14 de la Ley 

N* 18.910, se facultó al Poder Ejecutivo a "[...] fijar reglas y patrones técnicos que aseguren la 
compatibilidad, interconexión e interoperación de las redes de transacciones electrónicas, así como el 
correcto y seguro funcionamiento de los equipos que se conecten a ellas y de los instrumentos de pago que 
utilicen las redes [...]". Luego de otorgar esta facultad también se siguió trabajando para tratar de encontrar 
una solución entre los actores del mercado, lo cual no fue posible. Finalmente, haciendo uso de esta facultad, 
en el año 2014, a través del Decreto N* 306/14, se estableció un reglamento de interoperabilidad de redes de 


terminales de procesamiento electrónico de pagos y de interconexión de sus administradores con los emisores 
de medios de pago electrónicos y adquirentes. 


Esta interoperabilidad se estableció sobre la base de tres principios fundamentales: en primer lugar, la 
obligatoriedad; o sea que en definitiva cualquiera de las dos partes que estamos analizando, es decir la 
empresa que administra la red de POS y el emisor de la tarjeta, tenía el derecho de solicitar que la tarjeta 
pasara por la red. Se establecía la obligatoriedad de la interconexión, de dar paso a las tarjetas, y de que todas 
las tarjetas pudieran pasar por todas las redes. El segundo principio fundamental tenía que ver con que se 
trataba de un acuerdo entre partes y la reglamentación no establecía las condiciones en las cuales se tenía que 
generar ese acuerdo; el tercer principio establecía el marco general, que era la no discriminación, es decir 
evitar el trato discriminatorio para generar condiciones de mayor equidad y tratamiento igualitario entre los 
distintos actores. 


A la vez, ese decreto designó a la Ursec como organismo responsable de la supervisión del cumplimiento de 
lo previsto en el reglamento de interoperabilidad y los resultados que se obtuvieron desde entonces 
permitieron avanzar en forma importante en la resolución de algunos de estos problemas. En particular, en el 
corto plazo se pudo resolver uno de los problemas de la interoperabilidad y todas las tarjetas de menor 
tamaño que lo solicitaron pudieron pasar por la red principal de POS, lo que antes no podían hacer. De hecho, 
entonces, se logró resolver los problemas competitivos que había en el mercado de las tarjetas. 


En lo que tiene que ver con la otra parte del asunto, es decir que por cualquier red de POS puedan pasar todas 
las tarjetas, se presentaron mayores dificultades fundamentalmente asociadas a que el decreto preveía que los 
emisores o adquirentes debían establecer las condiciones de seguridad y las certificaciones que las redes de 
POS tenían que cumplir para que esas tarjetas pudieran pasar. Esto generó una primera dificultad que tenía 
que ver con el cumplimiento de esas certificaciones o de las homologaciones exigidas por los adquirentes, 
generándose plazos bastante extensos para que las redes de POS pudieran culminar ese proceso de 
certificación y habilitación. 


Esto es lo que sucedió en la práctica a pesar de que el propio decreto preveía plazos perentorios de resolución 
en caso en que no hubiera acuerdo entre las partes, ya que debía recurrirse a la Ursec, la cual en un plazo 
máximo de cinco meses y medio tenía que resolver el diferendo y establecer las bases del acuerdo, y al 
mismo tiempo preveía una resolución provisoria de interconexión en un plazo máximo de cuarenta y cinco 
días. Entonces, el decreto preveía la solución a este problema pero los agentes decidieron no utilizar esa 
herramienta en la medida en que ese tipo de acciones implicaba una disputa con una contraparte comercial 
relevante. Pero el marco regulatorio está y los mecanismos para resolver también están. 


Entonces, ¿cuál es la dificultad que nos queda pendiente resolver, que es a lo que apunta el artículo que 
estamos analizando? Es lo que tiene que ver con el pago que los adquirentes deben realizar por el servicio 
que brinda la red de POS. En este sentido, la situación actual muestra que los principales sellos emisores de 
tarjetas de crédito y débito, que tienen la posición dominante en el mercado, han manifestado que no están 
dispuestos a pagar por el servicio que brindan las redes de POS chicas que no son de su propiedad cuando el 
que solicita la interconexión es la red de POS. Al respecto no hay un marco legal claro que establezca que en 
esos casos el adquirente debe abonar una tarifa por los servicios que la red de POS le brinda, porque sin esa 
red que está instalada en un determinado comercio esa tarjeta no podría ser utilizada y, por lo tanto, ese 
servicio implica costos por prestación y de alguna manera parece razonable que deba ser reembolsado. 
Entonces, haciendo uso de la posición dominante que tienen estos actores en el mercado y resistiéndose a 
abonar por ese servicio, se limita la competencia en el mundo de las redes de POS y nos queda un aspecto sin 
resolver del problema de interconexión que originalmente existía. 


En función de eso es que estamos proponiendo esta modificación en este artículo, en primer lugar, 
modificando el artículo 14 de la Ley N* 18.910. El primer inciso simplemente implica correcciones formales 
por las que se mejora la redacción y se precisan los conceptos de interoperabilidad e interconexión, 
distinguiendo la interoperabilidad que refiere a la operativa de las redes de terminales de procesamiento 
electrónico de pagos, y la interconexión que implica el vínculo entre esas redes y los adquirentes, lo que antes 
no estaba del todo preciso en la redacción original. Luego se incorpora un segundo inciso en el cual se 
establecen los principios que deben regir la interconexión, que estaban previstos en el decreto pero que nos 
parecía importante que quedaran claros en la norma legal. De esta forma, se determina que estos convenios 
de interconexión entre las redes y los adquirentes se pactan libremente entre las partes y se rigen por el 


principio de no discriminación pero, al mismo tiempo, se estipula que ninguna de las partes puede negarse a 
la interconexión, de manera de asegurar que esta se va a verificar y estableciendo, por lo tanto, los principios 
sobre los cuales se deben regir esos convenios de interconexión. 


Finalmente, en el tercer inciso, se establecen las bases sobre las cuales la Ursec debe actuar, porque la 
redacción original establece que en caso de que no exista acuerdo entre las partes es la Ursec la que, por 
ejemplo, debe fijar las tarifas, pero sin establecer cuáles eran los criterios que debía utilizar para avanzar en 
esa actividad. Por eso es que en este caso se incluyen los criterios que debe seguir la Ursec para fijar esas 
tarifas. Es así que se establecen tres principios básicos como criterios rectores a tener en cuenta, la promoción 
de la defensa de la competencia, la eficiencia económica y el desarrollo del mercado, y al mismo tiempo, se 
determina que el establecimiento de las tarifas a aplicar debe contemplar la preservación de los principios 
recién mencionados y atender a los diversos componentes del costo de los actores que intervienen, teniendo 
en cuenta también las tarifas vigentes para servicios equivalentes en el mercado local y en los mercados 
comparables. 


En definitiva, se trata de definir cuál es el marco de actuación que debe seguir la Ursec cuando no exista 
acuerdo entre las partes para establecer la tarifa a aplicar. 


Hasta aquí las razones y el fundamento de esta modificación. 


Por otra parte, quiero dejar planteada una propuesta de modificación a la redacción que está incorporada en el 
artículo, porque no resultó del todo clara, sobre todo en la última oración, que dice: "Dichas tarifas serán de 
aplicación en todos los casos, independientemente de quién haya solicitado la interconexión". La referencia a 
que serán de aplicación en todos los casos puede generar dudas porque, en definitiva, las resoluciones de la 
Ursec se aplican caso a caso, en los casos en los cuales no haya acuerdo. Por lo tanto, la referencia a todos los 
casos parecería que no es la más adecuada. En función de ello, proponemos que esta oración se elimine y se 
incorpore en el cuerpo del texto, y que la redacción de la última oración quede de la siguiente manera: "En 
caso de no existir acuerdo e independientemente de quién haya solicitado la interconexión, la URSEC 
establecerá las tarifas a abonar por el adquirente contemplando la preservación de los referidos principios 
[...]", luego sigue como está previsto. 


Les entregaremos una copia para que quede a consideración de la Comisión esta propuesta de cambio de 
redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quiere decir que "Dichas tarifas serán de aplicación [...]" sale todo? 
SEÑOR VALLCORBA (Martín).- Efectivamente. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera saber si en algún momento que no estuve se trataron los dos artículos 
sobre subsidios y subvenciones referidos al rubro de industria de la vestimenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, los trató Industria. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Perfecto. Yo quiero agradecer a la contadora Laura Tabárez la información que 
nos ha remitido, solicitada por la Comisión, a través de nota del presidente acordada con la Comisión, 
respecto al estado de situación del fondo de subsidios y subvenciones y el grado de ejecución que el mismo 
tiene. 


Respecto a la respuesta que se nos dio, que es muy completa, aparecen algunas instituciones que no han 
rendido cuentas sobre los fondos recibidos en el año 2014; no han rendido cuentas en 2015 ni en 2016. 
Entonces, debemos suponer que por esa razón no han recibido nuevos fondos durante los años 2015 y 2016, 
¿es así? 


Luego hay dos o tres instituciones que se señala en el planillado que no se ha podido contactar al 
beneficiario. Esto quiere decir que, entonces, no han recibido los fondos dispuestos, ¿es así? 


La respuesta es importante porque son unos pesitos que quedan flotando y tenemos una cola larga de 
instituciones que levantan la mano y dicen: "Estoy aquí". Y no es mucho, pero todo ayuda. 


SEÑORA TABÁREZ (Laura).- Efectivamente, las instituciones que reciben subsidio tienen sesenta días a 
partir de que reciben los fondos para rendir, y si no lo hacen, se suspende el pago y ese crédito queda sin 
utilizar. En general se ejecuta hasta que se verifica que no se ha rendido. 


Y hay algunas instituciones que sí solicitan el ingreso a la lista y después demora su inscripción en el RUT. 
La Administración en general se trata de contactar con ellas para facilitarles la inscripción, porque son 
instituciones que tienen problemas para cumplir con el papeleo, pero en esos casos -son dos o tres y, además, 
de poco monto- el Mides no se ha podido contactar con ellos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Subrayamos el comentario de la 
contadora Tabárez con respecto al poco monto. Digo esto a la hora de considerar que esto no genera ningún 
espacio adicional. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Saben los colegas que hay instituciones que pasan por acá y creen que tenemos 
para repartir todos los años, y quisimos tener esta información. 


Agradezco nuevamente a la contadora Laura Tabárez por el trabajo realizado. 


Voy a formular una pregunta más, un poco más compleja que la anterior y que refiere a un poquito más de 
dinero. 


Hace algunos días convocamos a las dos particiones del Fondes, primero a Fondes ANDE y, después, a 
Fondes Inacoop -he resaltado la gestión de esta nueva administración y formato institucional del Fondes y, en 
particular, de Inacoop, que heredó las situaciones más complejas y difíciles-, y quedó planteado allí que no 
podrá recibir la principal fuente de financiamiento que tiene, que es un porcentaje de los dividendos del 
Banco de la República, en tanto el Banco de la República por algunos años no podrá destinar los dividendos a 
este fin. Sin embargo, los representantes de Fondes Inacoop nos dijeron que su rol se podría cumplir de todos 
modos, en tanto se cumpla con la obligación emergente del artículo 20 de su ley de creación -o de 
reformulación-, que establece que los dividendos del Banco de la República correspondientes al Ejercicio 
2013 -si mal no recuerdo- corresponderán al Fondes Inacoop. Este ha recibido unos US$ 10.000.000, unos 

$ 305.000.000, por un decreto que se emitió para que los recursos que sí recibió y en cantidades importantes 
el Fondes ANDE se transfirieran a Inacoop, pero esos son los únicos que ha tenido, y los ha dispuesto 
correctamente. Pero allí se habla de un monto de unos US$ 30.000.000 que ya el Banco de la República 
habría transferido al Ministerio de Economía, pero este no habría transferido a Inacoop. Y este es un dato 
muy importante porque, si no, Inacoop no llega al final del período o llega sin cumplir su objetivo, ya que 
lleva gastándose una parte importante de su propio financiamiento, que asciende a US$ 750.000 por año, para 
prender la luz. 


Queremos saber qué hay de ese dinero, si la información y la expectativa son correctas, y si la podemos 
transformar en una esperanza cercana. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tomamos en cuenta los comentarios del 
señor diputado Gandini, que serán analizados. 


Deseo recordar los artículos 11 y 40 de la Ley N* 18.716, Carta Orgánica del Banco de la República Oriental 
del Uruguay. En el artículo 40 se establece que se podrán requerir contribuciones adicionales, pero esto 
siempre debe ser vinculado con el artículo 11, que indica que "podrán realizarse contribuciones a Rentas 
Generales cuando la responsabilidad patrimonial neta del Banco supere en más del 30% el nivel mínimo 
exigido por la normativa del Banco Central del Uruguay". Por lo tanto, eso deberá ser tenido en cuenta. 


El señor diputado hizo referencia a la Ley N” 19.337, En el artículo 20 de dicha norma se establece: "Las 
contribuciones que se dispongan con destino al Fondes, en virtud de lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 
N* 18.716, de 24 de diciembre de 2010, correspondientes a utilidades netas generadas en el ejercicio 2013, 
corresponderán en su totalidad al Fondes Inacoop". 


En este nuevo diseño institucional se establece que si se reparten utilidades por encima del 50% -que por 
orden de prelación son las que obtiene Rentas Generales-, le corresponden al Fondes Inacoop. Las utilidades 
que superan el 50% no fueron distribuidas y, por lo tanto, todavía no fueron vertidas al Fondes Inacoop. De 
todas formas, a cuenta de ese monto -no recuerdo si fue en la última Ley de Presupuesto o en la pasada 


rendición de cuentas- se generó una transferencia desde ANDE de aproximadamente US$ 10.000.000 al 
Fondes Inacoop. 


Por lo tanto, en parte esos recursos fueron transferidos por este otro mecanismo, y con esos recursos hoy el 
Fondes Inacoop está funcionando. 


Reitero que tomamos en cuenta los planteamientos del señor diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Solicito que la versión taquigráfica de esta parte de la sesión se envíe al Fondes 
Inacoop, porque me parece que había otras expectativas en función de otra interpretación. 


Es bueno que la Comisión reciba la información que nos debe brindar el Ministerio, y la visión de Inacoop. 
Estamos hablando de una diferencia importante de recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 17. 
(Es la hora 15 y 38) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 17 y 9) 


(Ingresa a sala una delegación del Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente, Inisa) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir al Instituto Nacional 
de Inclusión Social Adolescente (Inisa), representado por su presidenta, la psicóloga María Gabriela Fulco; 
por su vicepresidente, el doctor Eduardo Katz Oltarz; por su director, el señor Jorge Álvaro Viviano Baldi; 
por la asesora, asistente social Betty Policar; por su gerente general, técnico en administración Jorge 
Barragán; por la contadora Nora Medina; por la directora general de Administración, doctora Alicia Díaz, y 
por la directora de Jurídica, la doctora Andrea Caffiro. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Estimados miembros de la Comisión de Presupuesto integrada con la 
de Hacienda: tenemos el honor de ser recibidos por este cuerpo legislativo para cumplir con la presentación 
de la Rendición de Cuentas y solicitud de presupuesto. 


En el entendido de que los señores miembros de la Comisión tienen un profundo conocimiento de la 
evolución y circunstancias que han caracterizado al sistema de privación de libertad de los adolescentes en 
conflicto con la ley, nos vamos a ceñir estrictamente al objetivo de la convocatoria. 


(Se acompaña la exposición con una presentación power point) 


Consideramos oportuno comenzar proyectando la estadística de la población atendida durante el año 
2016. 


El primer cuadro muestra la población atendida, según género, por mes, y el segundo cuadro refiere a la 
población atendida, por edad, por mes, señalando la franja de dieciséis a diecisiete años, con una mayor 
concentración de esta población. 


La población alcanzó la mayor concentración de adolescentes privados de libertad en los meses de febrero, 
con 687, y en noviembre, con 685. Al día de la fecha, el total de la población atendida es de 459 adolescentes, 
con un promedio oscilante de 500. 


Para cumplir con la misión prevista en la ley de creación del Inisa, el personal destinado a trato directo es el 
siguiente. 


Hay 87 coordinadores, lo que representa un promedio de 5 coordinadores por centro, para coordinar seis 
turnos. Se requeriría un coordinador por cada uno y un séptimo que permitiría cubrir el usufructo de licencias 


reglamentarias de los seis fijos. Asimismo, hay 508 educadores distribuidos en seis turnos, lo que arroja un 
promedio de 4 educadores por turno, lo que dista ampliamente de la relación ideal educador-educando, que 
permitiría intervenir correctamente el proceso socio-educativo. 


Estas cifras alertan y señalan sobre una de las principales debilidades del sistema: la relación para el área de 
asistencia técnica que asesora al sistema de justicia desde el Centro de Ingreso, Estudio, Diagnóstico y 
Derivación de jóvenes (Ciedd), es de 9 técnicos profesionales asignados al área pericial, para un promedio de 
jóvenes que oscila entre 80 y 100. Esta tarea debe ser cumplida en un plazo exiguo de 20 días, para la 
remisión de informes en el período cautelar. 


A modo de recordatorio y énfasis sobre los pilares sobre los que se construye la nueva institución 
mencionamos, en primer lugar, la normativa internacional en materia de derechos humanos, ratificada por 
nuestro país y conocida por todos, en la que no vamos a explayarnos. En segundo término, está la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, que alude en forma particular al objetivo 16 que citamos, relativo a 
promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para 
todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles. A ello se suma el Plan 
Nacional de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia 2016—2030, que retoma seis lineamientos 
estratégicos y que ustedes también conocen. 


Quiero recordar que, cuando hablamos de población vulnerable o vulnerabilizada como resultado de procesos 
de victimización tempranos, hablamos de niños, niñas y adolescentes que, en una etapa crucial y de alta 
complejidad para el desarrollo, llegan al extremo, a la terminal: la cárcel, el psiquiátrico o el cementerio. 


En nuestra terminal están los ciudadanos más desamparados, los que han perdido todo: han perdido la 
libertad, están alejados de su familia, se encuentran en un medio hostil y perderán preciados años de su 
juventud bajo la medidas del control social punitivo. Pero no han perdido sus derechos y la obligación del 
Estado es, precisamente, la de brindar todas las posibilidades de superación para que este sea un tiempo 
ganado. 


Por tanto, el trabajo con adolescentes privados de libertad vulnerabilizados requiere de recursos en todos los 
niveles de la gestión y de un alto nivel de especialización para la tarea. 


Culminando con esta breve introducción y, dado que los señores diputados disponen de un documento 
detallado sobre los programas desplegados en 2016, cuya lectura excedería el tiempo asignado, lo presentaré 
con el respaldo de un video y la lectura telegráfica de las líneas que destacan los avances logrados. 


Antes de ello, quiero decir que este Directorio, apoyado por el esfuerzo de muchos funcionarios, va en el 
camino de una transformación profunda, que no es otra cosa que la atención de una deuda que el país arrastra 
con el sistema de privación de libertad de menores de edad. Estamos convencidos y seguros del trabajo que 
realizamos. Estamos seguros de que, al finalizar el quinquenio, el Uruguay dejará de ser señalado 
negativamente por la situación del sistema de reclusión de menores y podrá seguir mejorando sobre los 
sólidos cimientos en los que hoy estamos trabajando. Para ello necesitamos apoyos que se traduzcan en un 
presupuesto acorde con las necesidades de una institución que se empieza a construir. Este Directorio y todo 
el equipo técnico que nos acompaña asumimos un compromiso con los jóvenes, que no es una promesa, sino 
la firme voluntad de dar nuestro máximo esfuerzo para mejorar y lograr que el pasaje por esta institución 
marque una diferencia en sus vidas. 


Los ejes de intervención estratégica que se destacan en el período 2016 son los siguientes: 

1) El Programa de Justicia e Inclusión, financiado por la Unión Europea, brindó herramientas para el 
diagnóstico de la situación del sistema, y se desplegaron las primeras instancias de formación en todos los 
niveles. Hoy, en el Inisa se instaló la formación continua en clave de derechos humanos. 

2) Tolerancia cero a cualquier forma de violencia institucional. Para ello, repasamos: 

A) Revisión de los protocolos de seguridad, sanciones y visitas, con el apoyo de la Oficina de la 


Coordinadora Residente de las Naciones Unidas-Unicef y la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito. 


B) Se diligenciaron ochenta y cuatro investigaciones administrativas y diecinueve procedimientos de 
instrucción de sumario administrativo. Como consecuencia de estos procedimientos, se llegó a la cifra de 
dieciséis funcionarios separados del cargo. 


C) Se presentaron treinta y cuatro denuncias penales. 
3) Centro de Ingreso, Estudio, Diagnóstico y Derivación (Ciedd). 


Al cumplirse el plazo judicial de noventa días y habiéndose definido la imposición de una medida 
socioeducativa, el adolescente debe ser derivado a un centro de permanencia. Al resultado emergente del 
estudio del Ciedd, se agregó la creación de la Junta de Traslado, como segunda instancia de evaluación y 
transparencia. 


4) Se crearon las Juntas de Tratamiento en cada centro de permanencia. Se trata de un órgano 
interdisciplinario a cargo del diseño de un plan integral personalizado para el desarrollo de la medida 
socioeducativa; la correcta evaluación de posibles sanciones; la remisión de informes al sistema de justicia 
sobre solicitudes de medidas sustitutivas, permisos de salidas domiciliarias, permisos de inserción en cupos 
laborales externos, por convenio, y la coordinación con el núcleo familiar. 


5) Se instalaron programas de salud mental a partir del desarrollo de grupos terapéuticos y de atención de las 
adicciones. 


6) Se creó la figura del retén, que consiste en la atención psicológica y social las veinticuatro horas 
posteriores a la ocurrencia de situaciones tales como conflicto entre pares, intentos de autoeliminación, 
intentos de fuga y todo otro incidente que amerite una intervención de urgencia. 


7) La educación como centro de la rehabilitación. La franja etaria de 13 a 17 años y más requiere dar 
continuidad al proceso educativo y, para ello, se estableció una meta de estudio de 365 días, apoyada en un 
convenio con el Consejo de Educación Secundaria. 


8) Se inauguró el Centro de Educación Inclusiva Adolescente (Cedina), en Complejo Belloni, lo cual ha sido 
un paso sustancial para reafirmar la prevalencia de la educación como eje estructurante de la rehabilitación. A 
ello se suman los talleres de plástica, escritura, cine-foro, teatro, informática, comunicación, expresión y 
comunicación, cestería, ajedrez, orfebrería, artesanías, huerta, boxeo, panadería y repostería, carpintería, 
música, hip hop, tambo. Se impulsó el desarrollo del deporte a partir del fútbol, el rugby, el ping-pong, el 
canotaje y la equitación. 


9) El Plan Ceibal desembarcó con fuerza, previéndose el otorgamiento gradual de una tablet para cada 
interno, como apoyo al proceso educativo y el acceso a la cultura. 


10) La voz de los jóvenes debe ser escuchada en las etapas de planificación de programas que los involucran, 
tal como lo indica la Convención sobre los Derechos del Niño. Es por ello que hoy cada centro cuenta con 
sus delegados, elegidos a través de un proceso eleccionario garantista, habiendo participado el cien por ciento 
de los internos. Ellos van a participar ahora de la Junta de Tratamiento y de instancias en nuestro Directorio. 


11) El área de la salud se encuentra muy comprometida. Contamos solamente con catorce médicos, cinco 
licenciados en enfermería, veintisiete auxiliares de enfermería y dos psiquiatras. Sin embargo, nos 
preocupamos y mejoramos la alimentación. La población está inmunizada, con su esquema de vacunación al 
día. Hay un excelente servicio odontológico. Se brinda información sobre prevención en áreas de salud y se 
está trabajando en la historia clínica electrónica. 


El área en la cual tenemos dificultades es la cobertura semanal de los puestos de servicio médico. 


12) El Programa de Inserción Social y Comunitaria ha tenido un importante cambio de orientación, 
participando de las Juntas de Tratamiento en los centros de permanencia, con el fin de planificar con 
anticipación el proyecto a futuro de cada adolescente. El convenio con Mides-INJU, a través de Jóvenes en 
Red, asegura el apoyo al egreso del joven en todas las áreas y a sus familias. Con igual propósito, se articula 
con INAU, a través de la División Atención Integral a la Familia, fortaleciendo la continuidad de estrategias 
en la prevención terciaria del delito. 


13) Se han concretado convenios públicos y privados que brindan 274 plazas educativas y laborales 
efectivamente ocupadas y 21 pasantías laborales educativas. 


14) Para cumplir con el principio de que la privación de libertad debe ser el último recurso, uno de los 
cambios sustantivos lo constituye el nuevo modelo para el desarrollo de las medidas no privativas de libertad 
presentado al sistema de justicia. Este cambio de modelo impulsó la creación de una comisión integrada por 
jueces, fiscales, defensoría, organizaciones en convenio e Inisa que, con el apoyo de una consultoría de 
Unicef, se encuentra trabajando en la protocolarización del modelo de referencia para su estandarización a 
nivel nacional en 2018. 


15) El programa de semilibertad ha sido rediseñado y está dando sus primeros pasos, con la seguridad de 
brindar un servicio de mejor calidad, que alcance a un número mayor de beneficiarios. 


16) En la reestructura administrativa se ha contado con el estrecho apoyo de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. Se diseñó el organigrama de la institución, con la descripción de objetivos generales, objetivos 
específicos y funciones de cada uno de los sectores, hasta el nivel de departamentos. Además, la Oficina 
Nacional del Servicio Civil colaboró en el proceso de regularización de los talleristas, verificando en cada 
una de las carpetas personales toda la documentación requerida para el ingreso a la función pública, 
definiendo el escalafón que corresponde a cada uno, de acuerdo con la función desempeñada y la formación 
mínima requerida. 


17) La Dirección Nacional de Seguridad se ha construido desde cero, en base a una rigurosa selección y 
capacitación del personal que está equipado con tecnología de cámaras Go Pro para el registro de las 
intervenciones y brindar garantías en la protección de los derechos humanos. Sin embargo, el sistema de 
seguridad general es deficiente, en tanto no se cuenta con cámaras de seguridad ni escáneres en ningún 
centro, entre otros elementos de control imprescindibles en un sistema de privación de libertad. 


18) Para el proyecto de construcción del nuevo complejo en el predio de La Tablada, con fondos ya 
otorgados, se constituyó un fideicomiso con la Corporación Nacional para el Desarrollo, que está en la etapa 
de anteproyecto. Para eso se contó con la colaboración del Sistema Nacional de Inversión Pública de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto; el llamado a licitación se hará en aproximadamente treinta días. 


Estos dieciocho puntos son apenas un resumen del esfuerzo creativo y de la perseverancia por sacar al 
paciente institución del CTI -en términos médicos- y pasarlo a cuidados intermedios. Lo hemos logrado en la 
débil línea que separa un estadío de otro. Queda mucho por hacer para asegurar la recuperación total de la 
institución. 


Antes de ceder el uso de la palabra a mis compañeros de Directorio, quiero recordar que nuestra tarea con 
este puñado de jóvenes ciudadanos contiene aspectos centrales de intervención educativa, de intervención en 
salud e impacto en la seguridad ciudadana. Es una etapa en la que aún hay esperanza de cambio. La inversión 
en esta etapa implica economías para el futuro. 


Con la mayor humildad, les aseguro que no improvisamos. Tenemos la experticia y podemos hacerlo, si nos 
aprueban y si nos consideran merecedores de su confianza. 


El doctor Eduardo Katz se referirá al articulado. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Tenemos una serie de artículos en consonancia con los propuestos por el 
Ministerio de Economía y Finanzas y un mensaje complementario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para trabajar en orden, primero puede hacer referencia a lo que envió el Poder 
Ejecutivo y, luego, a lo que ustedes plantean. Si los señores diputados tienen alguna duda, oportunamente lo 
interrumpiremos. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- En consonancia con el Ministerio de Economía y Finanzas, tenemos el artículo 
221, que propone modificar, de la ley de creación del Inisa, la autonomía del instituto para designar, 
promover, trasladar, aceptar renuncias, cesar, destituir y contratar personal. Según la ley actual, todo esto 
debe hacerse mediante el Poder Ejecutivo, no en forma directa. 


El artículo 222 plantea la modificación de la ley de creación del Inisa en cuanto a la autonomía del instituto 
para dictar sus propios reglamentos. Hoy en día, estos deben ser aprobados previamente por el Poder 
Ejecutivo. 


En el artículo 223 figura una modificación de la ley de creación del Inisa, para otorgarle al instituto 
autonomía para dictar su propio Reglamento General de Servicios, lo que hoy, de acuerdo con la ley, debe 
pasar por el Poder Ejecutivo. 


El artículo 224 propone otra modificación de la ley de creación del Inisa: que todas las normativas que antes 
figuraban como vinculadas al Sirpa -que era el anterior organismo- o al Semeji -que era anterior al Sirpa- se 
entenderá que comprenden al Inisa. 


El artículo 225 plantea modificar la ley de creación del Inisa en cuanto a que cargos o funciones con 
dedicación total podrán ser autorizados por el Directorio del Inisa. 


El artículo 226 contiene una modificación que responde a los sueldos del Directorio del Inisa. 


El artículo 227 faculta, a partir de la creación de la Gerencia General, a contar con hasta dos asesores para su 
asistencia. 


El artículo 228 faculta al Inisa a realizar las trasposiciones de crédito, tal como lo hacía el Inau. En la 
creación del Inisa no se previó que hiciera esto. 


Mediante el artículo 229 solicitamos que se exonere al Inisa, al igual que a los entes autónomos y servicios 
decentralizados, del pago de la Tasa de Servicios Registrales, ya que no se incluyó en la ley; en la actualidad 
la debemos abonar. 


SEÑOR MERONI (Jorge).- ¿Hay alguna estimación de lo que se ahorrará si se aprueba la exoneración que se 
prevé en el artículo 229? 


SEÑORA CAFFIRO (Andrea).- En realidad no tenemos cuantificada la suma que se ahorraría con estas tasas 
registrales, pero es una suma menor. En esta nueva etapa, el Inisa está realizando todos los trámites de La 
Tablada y otras obras y son tasas que hay que pagar. Hasta ahoras las tramitábamos a través del INAU, que sí 
está exonerado de estas tasas, por lo que estimamos que nos corresponde esa exoneración 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Entendemos que más allá de todo el articulado que viene en consonancia con el 
Ministerio de Economía y Finanzass tenemos la responsabilidad ética de presentar una propuesta adicional. 


Dicha propuesta se basa en cinco artículos. 


El primero es el artículo 10 que refiere a la acumulación de horas del personal de la salud: médicos, 
enfermeros y enfermeros universitarios del Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente. Estos podrán 
acumular con otro cargo que desempeñen en la Administración. Para ello, fijamos el límite de lo legal que 
son las sesenta horas semanales. 


El artículo 11 está vinculado con el pase en Comisión de funcionarios de la Administración Central para 
desempeñarse en tareas de asistencia directa en el Directorio del Inisa, a su expresa solicitud y fundado en 
estrictas razones de necesidad y servicio. Además, se pide la disposición de un tope de hasta veinte 
funcionarios -de acuerdo con la experticia necesaria para poder trabajar en este sistema tan específico-, sujeto 
a los controles correspondientes. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- La pregunta es si el tope de veinte funcionarios refiere a veinte funcionarios de 
la Administración Central o a veinte funcionarios en Comisión, o sea, si el organismo tiene un tope de 
funcionarios en Comisión que es genérico y están pidiendo una excepción a la normativa general que impide 
que funcionarios de la Administración Central pasen a Comisión a descentralizados, o si además, están 
pidiendo un tope diferente al que ya tiene. Además, quiero saber si ese tope es para todos o es exclusivamente 
para los funcionarios que tengan esa calidad, es decir, la de funcionarios procedentes de organismos que 
habitualmente no pueden pasar a la Administración Central. 


SEÑOR VIVIANO BALDI (Jorge Álvaro).- Aún no tenemos fijado un tope de funcionarios que puedan 
pasar en Comisión a la Administración. Como muy bien dice el diputado Gandini -vale la aclaración-, lo que 
estamos pidiendo es que se nos exima de la prohibición legal de que funcionarios de la Administración 
Central puedan pasar a cumplir funciones en nuestro Instituto. 


Esto tiene cierto fundamento analizando toda la complejidad que tiene este organismo y la notoria falta de 
recursos que las diferentes áreas padecen y que nos cuesta mucho cubrir. 


En nuestro organigrama observamos las consecuencias de la separación del INAU y la falta de cobertura de 
muchas de nuestras oficinas. Podrán darse cuenta de que estamos en una situación verdaderamente crítica. Es 
por eso que se incluyó este artículo. Claramente, está atado a un análisis global y, eventualmente, a la 
discusión previa que el organismo ha tenido en distintas instancias presupuestales sobre la dificultad de 
obtener mayor presupuesto. Si este organismo no tiene más presupuesto para atender sus necesidades básicas 
ni un mecanismo como este que le pueda facilitar la cobertura de algunas oficinas imprescindibles para 
cumplir con los servicios, estaríamos verdaderamente en una situación difícil. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- El artículo 12 refiere al incremento en el Inciso 35 "Instituto Nacional de 
Inclusión Social Adolescente" en el Rubro O "Retribuciones Personales". Es una partida por concepto de 
fortalecimiento mediante incentivos y una partida de ingreso de funcionarios. Estamos hablando de un 
aumento en cuanto al fortalecimiento de 3,5% diferencial sobre la inflación para los funcionarios. Por otra 
parte, estamos solicitando el ingreso de cuatrocientos funcionarios. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Creo que tenemos que detenernos un poco en este artículo, porque en los 
primeros nueve, el Poder Ejecutivo coincide con la iniciativa del organismo, por lo cual no hay 
inconvenientes. Los dos que acabamos de leer no tienen costo presupuestal y, por lo tanto, el debate es sobre 
la pertinencia. Sin embargo, cuando llegamos al artículo 12, nos encontramos con un incremento importante 
del Rubro 0 que requiere atención en recursos corrientes. El artículo se circunscribe a la elaboración 
presupuestal general y solamente planilla el año 2018, pero cuando se aprueban recursos de esta naturaleza, 
se mantiene; no se puede subir un salario y en el 2019 bajarlo. O sea que, estamos considerando un aumento 
presupuestal de Rubro 0 permanente. Nos gustaría conocer los fundamentos. Acá hay dos conceptos: 
fortalecimiento mediante incentivos e ingreso de funcionarios. 


Este tema lo hablamos con el sindicato del INAU-Inisa -Suinau- que compareció por los dos organismos. 
Creímos entender que bajo el concepto fortalecimiento mediante incentivo se incluía el reclamo gremial del 
cumplimiento de un convenio que recoge una corrección salarial de 3.5% anual, que se cumplió en el 
presupuesto de los dos primeros años. Pero pasa lo mismo en el INAU: no tiene continuidad financiada para 
los próximos años, por más que la voluntad pueda estar. Aquí parecería incluirse eso bajo fortalecimiento 
mediante incentivo. A lo mejor es una manera distinta de pagarlos, no por una mejora salarial igual para 
todos, sino a través de cumplimiento de metas y de planes. Algo así pudimos entender, pero lo cierto es que 
hay un concepto de aumento salarial que está en un convenio. La pregunta que surge es si el compromiso 
llega al punto de que el incumplimiento de este artículo pueda generar mayores inconvenientes de los que ya 
tiene el organismo en materia de compromiso y funcionamiento acorde con los recursos humanos que 
dispone. 


Luego, aparece el ingreso de funcionarios y se habla de cuatrocientos. No es una cantidad pequeña; es muy 
importante. El organismo debe tener fundamentos sólidos para venir a pedir al Parlamento recursos para 
salarios de cuatrocientos funcionarios nuevos. Supongo que una parte de ello tiene que ver con esta 
separación de bienes que hubo en su momento y que pasó una línea, como se pudo, quizás, en la división de 
un organismo que se transformó en dos. A lo mejor, no salieron con la mejor parte de la torta. Nos gustaría 
conocer los fundamentos en este aspecto. Digo esto, porque el Parlamento tendría que buscar la forma de 
financiar ese monto; no es un monto fácil de encontrar. 


Voy a formular una pregunta que comúnmente hago a los jerarcas que vienen a pedir recursos. Si no está esto 
¿qué pasa? ¿Qué hace el organismo si el Parlamento dice: "No tengo, no puedo". ¿Cuál es el plan b? ¿Cómo 
continúa con su tarea el nuevo instituto? Es bueno saber en qué repercute una decisión en un sentido o en 
otro. Acá siempre hay que decidir sobre un recurso muy finito y darle a uno es quitarle a otro. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- En la misma línea que el señor diputado preopinante, debo decir que tuvimos una 
larga y buena charla con los trabajadores organizados tanto del INAU como del Inisa. Entendemos que se 


trata de acuerdos trabajados en el marco de la negociación colectiva. Sabemos que fue por dos años y que 
ahora quedó postergada porque el Poder Ejecutivo no recoge los acuerdos alcanzados entre los trabajadores y 
el directorio del Inisa. 


En tal sentido, nos estamos refiriendo al fortalecimiento mediante incentivos. Nos parece que hay un acuerdo 
entre los trabajadores y el directorio y una necesidad de promoverlo y mantenerlo por razones obvias. ¿Qué 
significa incentivos? Nosotros, que venimos de un área económica de la actividad privada, conocemos 
incentivos a nivel de otras estrategias. En el caso del INAU -por eso preguntamos a los trabajadores-, 
queríamos saber acerca de los incentivos para determinar si era una manera de promover el aumento salarial 
y el convenio colectivo que se intenta proseguir. En nuestra opinión, creemos necesario proseguirlo. 


En el caso de que no se pudiera conseguir esta financiación, habría que saber si existe algún mecanismo en el 
directorio. La charla con los trabajadores fue a, b y c, es decir, cómo se pueden buscar las distintas 
alternativas. ¿Habrá otro mecanismo interno para poder lograr la aspiración de este 3,5%? 


Como saben, esta comisión recoge insumos para que cuando se analicen los artículos, podamos definir 
algunas instancias. Por lo tanto, para nosotros fue muy importante la charla que mantuvimos con los 
trabajadores respecto al INAU y al Inisa. Ellos pretenden que se continúe el camino y que se fortalezca 


A nosotros nos preocupa mucho el tema del fortalecimiento mediante incentivos, así como también el ingreso 
de funcionarios. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- La denominación de fortalecimiento mediante incentivos es el nombre que se dio 
aquí cuando se hizo el presupuesto quinquenal. Refiere a la recuperación del salario real en sueldos que 
fueron considerados sumergidos y que se habían hecho para el quinquenio pero firmado por dos años. Al 
término de esos dos años, cuando concurrimos al Ministerio de Economía y Finanzas, nos dijeron que no se 
iba a seguir. Desde el Suinau nos dijeron que se les quitaba algo que les había sido otorgado. Hubo una 
negociación y, a los dos años, eso no tiene continuidad. 


No es un incentivo hacia nada; fue una denominación, que no dimos nosotros. Responde a una recuperación 
del salario real en salarios sumergidos en actividades extremadamente complejas en un lugar de trabajo que 
no es muy atractivo. 


En cuanto al ingreso, cuando hablamos de cuatrocientos funcionarios -cifra muy importante, como dijeron 
ambos señores legisladores-, no desconocemos que se trata de fondos ciudadanos porque los pagamos todos. 
Eso responde a la separación del Sirpa del INAU y pasó a convertirse en Inisa. 


El señor diputado Jorge Gandini dijo que nos habíamos quedado con la peor parte de la torta; no sé si será 
así, pero nos quedamos con una porción insuficiente que no llena el apetito institucional para cumplir con el 
organigrama. 


¿Qué pasa si nosotros no tenemos esos cuatrocientos funcionarios? De hecho, no los tenemos y estamos 
funcionando. ¿Cómo estamos funcionando? Con unas catorce oficinas como liquidación de sueldos, 
financiero contable, etcétera -no las voy a nombrar todas, porque están en el organigrama-, algunas en rojo 
-porque no las tenemos- y otras en amarillo, porque las tenemos en forma muy precaria. Esa labor es 
realizada momentáneamente por el INAU, servicio que nos presta a nosotros, en el bien entendido de la 
colaboración interinstitucional. Podemos hacer llegar a los señores legisladores la nómina exacta del tipo de 
funcionarios que necesitamos como abogados, contadores, etcétera. Sabemos que es una cantidad elevada y 
conocemos la situación, que nos fue explicada en el Ministerio de Economía y Finanzas, pero nuestra 
obligación es decir que para que haya una separación real del INAU en todos los aspectos, se requiere esta 
cantidad de funcionarios. De no contar con ellos, deberemos seguir funcionando como hasta ahora, lo que no 
contempla lo que establece la ley de creación del Inisa en cuanto a que tenemos responsabilidad en todo el 
territorio nacional y no solamente en Montevideo, zona suburbana y Canelones. Por lo tanto, en el resto del 
territorio, tenemos que trabajar mediante convenios con INAUÚ, con las complicaciones que ello conlleva. No 
olviden que el INAU tiene en esos lugares hogares de amparo y en cada departamento debería haber un 
centro de ingreso transitorio. Sin embargo, los adolescentes que están en esa etapa, en estos momentos, están 
alojados en centros del INAU. 


Quiere decir que los cuatrocientos funcionarios serían solamente para cubrir las necesidades básicas mínimas 
y seguir actuando en el interior mediante convenios con el Inau. 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- Como imaginarán, este número de cuatrocientos funcionarios no ha sido 
tirado al azar, sino que ha sido el producto de un análisis exhaustivo para llegar al mínimo imprescindible de 
funcionamiento de esta nueva institución. Más allá del aspecto administrativo que está mostrando el 
organigrama, que no nos permite concretar la separación del INAU, y de lo que acaba de mencionar el doctor 
Eduardo Katz sobre la situación en el interior de la República, tengamos en cuenta que, de no contar con este 
personal, el INAU deberá seguir haciéndose cargo de las medidas no privativas de libertad en el interior. 
Entonces, de hecho, tendríamos dos instituciones a cargo de la privación de la libertad, lo que es una 
aberración. No podemos imponer al INAU una forma de trabajo ni el modelo que hemos recreado en esta 
institución en el tiempo que llevamos en ella; no podemos imponer directrices ni un encare de trabajo; no 
podemos mandatar, supervisar ni hacernos cargo. Eso generaría una situación de injusticia para los propios 
privados de libertad, porque, para la mayoría de los jóvenes infractores, las medidas no privativas de libertad 
en el interior serían gestionadas de una manera y en Montevideo de otra. 


Otro aspecto importante es que hoy la situación de los jóvenes que delinquen en el interior y tienen que venir 
a cumplir una medida socioeducativa en la capital agrega consecuencias en sus procesos socioeducativos y en 
los aspectos de victimización institucional. Un joven del interior se inserta en los centros de Montevideo con 
otra cultura -sea la Colonia Berro o los que están en la propia capital-, en asociación o en convivencia con 
otro perfil de jóvenes que son los que delinquen en Montevideo. Esa es una realidad que no podemos negar. 
Por lo tanto, ahí se genera un doble perjuicio. 


SEÑOR VIVIANO (Álvaro).- Lo que comentaban los compañeros de directorio muestra un claro 
resentimiento en las posibilidades de cumplir los cometidos básicos que otorgó la ley. 


Siguiendo en la línea de razonamiento de las competencias institucionales, hay que aclarar dos cosas. 
Nosotros tenemos competencia en medidas privativas y no privativas. Las no privativas, en Montevideo y en 
el área metropolitana, las ejecutamos por unidades propias o mediante convenios, al igual que en Salto. En el 
resto del país, las no privativas las estamos ejecutando en convenio con el INAÚ. No tenemos posibilidad de 
asumir en forma directa la ejecución de estas medidas. 


Las privativas se ejecutan -como muy bien decía la señora presidenta- con un costo altísimo en el proceso, 
sobre todo, para los involucrados y sus familias. Hoy es imposible establecer un centro acorde a las 
necesidades en el interior del país. En un conteo rápido que hemos hecho estos días, surge que en los centros 
de Colonia Berro y Montevideo tenemos unos cuarenta y cinco adolescentes del norte del Río Uruguay y de 
Soriano. Como muy bien dijo la señora presidenta -todos conocemos las estadísticas de los delitos y cómo 
son los procesos aquí y en el interior, que no son iguales-, esta es una de las necesidades clave en el proyecto 
de potenciar esta organización expandiendo los servicios al interior del país. Con estos mecanismos y estos 
medios, hoy, es imposible. 


El nuevo centro que empezaremos a construir en La Tablada y la discusión sobre los mayores de dieciocho 
años, que vendrá en algún momento, serán parte del futuro de este organismo que no empieza en las 
condiciones que todos quisiéramos. 


Los señores legisladores preguntaban si hay otra posibilidad. Las posibilidades son las que estamos viviendo: 
no nos podemos descentralizar, no estamos cumpliendo con la Constitución de la República, y por lo tanto, 
estamos claramente afectados de autonomía, no tenemos los funcionarios necesarios para funcionar, el 
proceso socioeducativo está resentido, no tenemos funcionarios administrativos para calcular ni para pagar 
los sueldos y nos falta personal para atender a los jóvenes en condiciones adecuadas en los distintos centros, 
que, por cierto, están bastante afectados por carencias edilicias. Esa es la realidad del organismo. 


Seguiremos trabajando así, recortando de donde podamos, pero la realidad indica que estamos lejos de 
expandir y proyectar un modelo de gestión de la minoridad infractora como se pensó en 2010 y 2011. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Pese a esta situación, un poco apelando a la creatividad y trabajando en forma 
muy intensa -fue un año muy intenso-, hemos podido concretar los puntos mencionados por la señora 
presidenta cuando hizo referencia a la rendición de cuentas. 


Se nos preguntó si teníamos algún otro mecanismo para otorgar ese 3,5% por encima de la inflación sin 
contar con otro tipo de recursos. No lo tenemos. El Rubro 0, retribuciones, es un solo dinero que da para 
todo. Si estamos pidiendo más funcionarios y decimos que tenemos cómo buscar un plan b para dar más 
dinero a los funcionarios que ya tenemos, sería una antilógica, sería contradictorio. No tenemos cómo 
comprometernos a pagar por encima de lo que se les está pagando a los funcionarios porque necesitamos el 
dinero para aumentar el número de funcionarios. 


Me parece importante saber que muchas veces se incurre en prácticas llamadas por la necesidad, sobre todo, 
en la atención directa, como el hecho de hacer horas extras, lo que implica una mala calidad de atención. 


En primer lugar, es costosa y, en segundo término, en un sistema de privación de libertad, el horario de 
trabajo debería ser estrictamente el indicado y no más, porque el desgaste puede producir trastornos que 
generen malas prácticas. 


Espero haber contestado la pregunta. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Quiero hacer un aporte desde una visión socio-educativa. Soy funcionaria tanto de 
INAU como de Inisa; hoy nos toca estar en este último. 


Comparto las ideas del equipo del Directorio en relación a las necesidades de incremento de funcionarios y 
de mantener ese 3,5% que, tanto la administración, como los compañeros del sindicato reivindicaron. 


No soy idónea en materia presupuestal -la contadora ya ha manejado los números-, aunque he aprendido de 
mis compañeros, pero tengo la visión desde adentro y sé por qué lo precisamos. 


Lo precisamos porque es parte de un acuerdo y de un derecho que quieren tener los trabajadores y también 
porque lo requieren. Se trata de una institución que ha visto menguado sus funcionarios por varias razones, 
no solo por la separación, sino porque hay educadores que están agotados, que han transitado muchos años. 
Además, hubo un alto impacto por las jubilaciones y los ceses. Hubo compañeros que debieron ocuparse de 
los lugares administrativos porque los requeríamos ahí y porque la administración hace que la atención 
directa funcione. Es importante contar con administrativos, por lo que repartimos los escasos recursos que 
tenemos. Esto hace que tengamos una administración menguada y poco calificada, que se va a afectar si no 
reforzamos con los ingresos la calidad de esa gestión. También se menguó la atención directa; hay un 
conjunto de funcionarios que han puesto el alma para poder atender con calidad y dignamente a los jóvenes 
que transitan con nosotros, desde los más chicos hasta los adolescentes. Debemos cumplir con ciertos 
objetivos y es imposible que los cumplamos con nuestro rubro 0. 


Reitero que no soy idónea en la materia, pero soy consciente, porque aprendí muchísimo trabajando con los 
compañeros, de que no hay forma de que podamos hacerlo, y si no lo hacemos, se va a debilitar nuestro 
proceso, que es muy incipiente, pero le dimos toda la continuidad que pudimos. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- El artículo 13 tiene que ver con los créditos para culminar obras en La Tablada en 
el 2018. En realidad, ya tenemos otorgados por el presupuesto quinquenal $ 600.000.000. En ese sentido, 
estamos trabajando con la Corporación Nacional para el Desarrollo para la creación de un centro de mediana 
y máxima seguridad. Para poder realizarlo se nos otorgaron créditos por $ 200.000.000 para 2016; 

$ 200.000.000 para 2017; $ 100.000.000 para 2018 y $ 100.000.000 para 2019. Lo que estamos solicitando es 
el adelanto para 2018 de los $ 100.000.000 de 2019, así podemos finalizar la obra. 


En el artículo 14 estamos solicitando para el programa 461, que es el que nos distingue como Inisa, el crédito 
presupuestal destinado a gastos de inversión. Esto refiere al proyecto "elementos de seguridad", por 

$ 18.000.000; el proyecto "mantenimiento edilicio" -que se hace mediante un acuerdo con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas-, por $ 8.000.000; el proyecto "renovación de flota", por $ 8.000.000 y el 
proyecto "equipamiento informático", por $ 4.000.000. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quedé enganchado con el artículo 13, porque no entendí bien la necesidad. 


En el presupuesto nacional aprobamos un fondo de infraestructura similar al de la ANEP para INAU en su 
momento. Con ese fondo está prevista la construcción de algunos centros y ustedes están pidiendo adelantar 
lo que está previsto ejecutar en 2019 para el próximo año, en la medida en que el dinero estaría en poder de la 


CND, que es el organismo que lo administra. Los fondos son procedentes de Rentas Generales. Quiere decir 
que el Ministerio de Economía y Finanzas adelantó esos recursos y los tiene la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Ustedes están pidiendo que la ejecución se haga el año que viene y no se deje para 2019. 


Quiero saber si entendí bien el contenido del artículo 13. 
SEÑOR VIVIANO (Jorge).- Es así como lo expresa el diputado Gandini. 


Hubo un planteo que se originó en la CND, que tiene que ver con planificar la obra, asegurando el flujo de 
dinero para cubrir las erogaciones que emergen de la misma. Entre esos planteos y puntualizaciones surgió 
esta posibilidad de pedir al Ministerio de Economía y Finanzas adelantar esa partida para tenerla disponible 
antes de tiempo. 


Como nobleza obliga -ve van a disculpar los señores directores-, tengo que decir que ha transcurrido un 
tiempo, nos hemos atrasado un poco en el desarrollo del proceso y hoy tenemos ciertas dudas de que sea 
necesario. Cuando se planificó, se planilló y se pidió, tenía ciertos fundamentos; quizá hoy no tienen el 
mismo estado de emergencia y necesidad que teníamos en su tiempo, en función del flujo de obras que 
estamos previendo comiencen a partir de principios de 2018. Como muy bien decía la presidenta, estamos en 
la etapa de anteproyecto. Hemos avanzado mucho en esa dirección. Ahora estamos en etapa de consultoría 
sobre el anteproyecto para terminar los recaudos previos a la licitación, que creemos que debería venir dentro 
de treinta o cuarenta y cinco días. Ahí empiezan a correr muchos tiempos y nosotros todavía tenemos esos 
fondos disponibles. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En el último intercambio que tuvimos con el Inisa, pudimos conocer la situación 
con que tomaron la administración en materia edilicia. 


Es verdad que el INAU está terminando ciertas obras, pero todos quedamos muy preocupados con la calidad 
de las edificaciones, con la seguridad que éstas tenían para los jóvenes que estaban allí y para los 
trabajadores. 


Nos gustaría saber en qué condiciones están ahora. Hemos escuchado menos malas noticias, no solo de fugas 
y problemas en las dependencias de Belloni y Aparicio Saravia; eran edificaciones nuevas que estaban siendo 
afectadas por robos, etcétera. Por tanto, quisiéramos saber si eso se ha ido corrigiendo, si hay mejores 
condiciones y si se han habilitado nuevos espacios. La verdad es que estamos muy preocupados, incluso, 
estaba en ciernes posibles reclamos a las empresas que habían entregado construcciones de una calidad 
diferente a la que se había contratado. 


Nos gustaría conocer cuál es el estado de la infraestructura edilicia del organismo y, a corto plazo, cuáles son 
los cambios o mejoras que esperan obtener. 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- La pregunta tiene varios puntos para contestar. 


Nosotros mantenemos las mismas construcciones. Ustedes habrán visto en el resumen de los dieciocho 
puntos el esfuerzo puesto en una gestión diferente ha determinado una baja en la conflictividad general. Por 
lo tanto, eso ha mejorado la convivencia en el sistema, la baja de las fugas y de los motines que fue una 
constante en los seis primeros meses de 2015. Esto en base a un nuevo modelo de gestión. 


Los edificios son los mismos del día en que entramos, así como la precariedad con que fueron construidos. 
Hay una tarea permanente del departamento de arquitectura en lo que refiere a los arreglos necesarios para 
mantener los centros funcionando. Estamos centrados en la esperanza de la construcción y la inauguración de 
ese complejo en 2018, que nos va a permitir cerrar una gran cantidad de centros que hoy tenemos, donde se 
dispersa económicamente mucho dinero por la cantidad que son. 


En lo que refiere a las obras, es un litigio que lleva adelante el INAU con las empresas constructoras. Pienso 
que lo más relevante es la posibilidad de haber cambiado el modelo. Hoy el encierro es mucho menor; 
ustedes lo ven reflejado en el video que estamos pasando de veinticinco minutos de duración. Hemos 
reseñado las actividades que se desarrollan, los jóvenes están estudiando, están ocupados la mayor parte del 
día y eso hace que el tema edilicio no pase a un primer plano en la medida que el encierro y las horas de ocio 
han disminuido. Además, hay una cultura nueva de cuidar el lugar que se habita, donde los propios jóvenes 


han colaborado en pintar y refaccionar. Eso hace que sea importante para ellos no destruir lo que ellos 
mismos cuidan. 


No sé si esto explica lo que ha sido el fruto de logros debido a una intervención en una situación que era 
crítica pero que hoy, como dijimos, pasamos al paciente de CTI a cuidados intermedios. Estamos muy 
satisfechos con la labor y con todo lo que se está desarrollando. 


Cuando preguntaban por el plan B, de no obtener los recursos que necesitamos, sobre todo en el área de 
recursos humanos y de seguridad, quizás nos quedemos con la frustración de ir a más. Sabemos que el 
sistema lo podemos transformar totalmente. Quedaremos en este nivel; en un nivel intermedio de logros, pero 
no es a lo que aspiramos; no es lo que merecen nuestros jóvenes; no es lo que merece el país que tiene que 
trascender tantos años de situaciones que deseamos queden en el pasado y cambiar el sistema integralmente. 
En eso estamos y vamos a seguir. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Hace algunos meses presentamos un proyecto de ley que busca atender una de 
las problemáticas que, a mi juicio, pueden afectar el trabajo y la reinserción de los jóvenes que, naturalmente, 
tienen que estar en el Inisa con medidas privativas de libertad. Ese proyecto contiene un solo artículo y lo 
vamos a proponer a la comisión. No necesita iniciativa del Poder Ejecutivo para que se incorpore dentro del 
articulado; no es presupuestal pero termina afectando el presupuesto. 


El artículo es un inciso al artículo 91 del Código de la Niñez y la Adolescencia y tiende a resolver una 
situación que no siempre se soluciona del mismo modo pero que depende más de la Justicia que de las 
propias políticas dirigidas a la minoridad infractora. Tiene que ver con aquel joven que está cumpliendo una 
pena de privación de libertad, cumple la mayoría de edad y porque se fuga, tiene una salida transitoria y no 
vuelve o porque adentro del propio organismo comete otro delito, termina siendo juzgado por la justicia de 
mayores. En ese caso, lo habitual es que cumpla condena en los centros de reclusión de adultos, culminada la 
cual, dos, tres o cuatro años después, vuelve a cumplir el resto de la pena en el Inisa. Entonces, llega con una 
extraedad importante, con veinte, veintiuno o veintidós años, con una experiencia de vida también muy 
diferente y, a veces, hasta con alguna experticia y know how para mandar, liderar y comunicar ahí adentro. 
Eso depende mucho más del juez que de la política de minoridad. 


El artículo que estamos proponiendo termina con un inciso que dice lo siguiente: "El adolescente mayor de 
18 años, que en ocasión de estar cumpliendo medida de privación de libertad en centros especiales para 
adolescentes infractores, cometiere un delito por el que le recayera otra pena de privación de libertad, 
siempre deberá cumplir primero el saldo de pena como menor en un centro para adolescentes. Cumplida la 
misma, se dará cuenta a la Justicia para que disponga su traslado y comience a cumplir la pena por el delito 
cometido como adulto". Es decir, establecer como regla lo contario. En una salida cometió un delito como 
adulto, la Justicia de adulto lo juzgará, determinará una pena, volverá al Inisa, terminará su pena y cumplirá 
la misma como adulto. Entonces será menos traumático. Creo que es la solución; la otra es que como ya es 
adulto cumpla el resto de la pena que le queda en el Inisa y la de adulto en el establecimiento de adultos, pero 
esto genera otro factor que no es rehabilitante introduciendo otra discusión. 


Si tienen una opinión para dar, bienvenida sea, pero simplemente quería que supieran que vamos a presentar 
este aditivo que entregaremos a la Mesa. 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- Precisamente, al inicio de la gestión señalamos esta problemática existente 
del regreso al sistema de privación de libertad de menores, de aquellos jóvenes que habiendo pasado por 
centros de reclusión de adultos, como les quedaban saldos pendientes, regresaban a nuestra institución con 
extraedad. 


Tendríamos que detenernos a pensar y evaluar revisando estadísticas y casos que hemos tenido. Hay que 
tener cuidado con el cumplimiento de penas o de medidas socioeducativas pendientes en el Inisa porque va a 
depender mucho del momento y de la edad en que la persona reincidió. Tampoco puede venir al Inisa un 
extraedad de veintiún años -más o menos el máximo que tenemos en el sistema-; si comete un delito por 
encima de los veintiún años, con veinticinco o treinta no tiene sentido que venga a cumplir el saldo de pena 
primero al Inisa para luego completar el saldo de pena en un establecimiento de adultos. 


Habría que ir pensando en ese tipo de situaciones que se dan. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Si hubiera alguna opinión o informe técnico del organismo que sirva como 
insumo para el momento en que tengamos que tomar una decisión sobre este punto en concreto, bienvenida 
será. La idea es colaborar y si es bueno que salga antes por esta vía que esperar a que la Comisión lo 
considere, de pronto es mejor que lo tratemos ahora. Si genera problemas, lo dejamos para después. 


SEÑOR VIVIANO (Jorge).- Quiero dejar constancia de mi opinión. 

Esta propuesta que se esta presentando la evaluamos con algunos equipos y, en las actuales circunstancias, es 
una solución. Algunos jueces la aplican, pero no hay criterio común. No deja de ser un mecanismo que está 
otorgando una solución a un problema viejo que tiene el Instituto. Es verdad que es discutible y se puede 
avanzar hacia otras medidas pero no se ha presentado alguna propuesta concreta. 

SEÑOR KATZ (Eduardo).- Referido a lo que acaba de mencionar el diputado Gandini, consideramos que el 
problema es muy amplio y complejo. Agradecemos la iniciativa porque, si bien entendemos que no es una 
solución global al problema, lo contempla en una parte importante. 

Muchas gracias. 

SEÑOR GANDINI (Jorge).- ¡Muy bien! 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Inisa. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 30) 
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